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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Allende Bussi, Isabel
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés
--Chahuán Chahuán, Francisco
--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo
--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro
--Navarro Brain, Alejandro
--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime
--Pérez San Martín, Lily
--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo
--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio
--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés
Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán; Secretario General de la Presidencia, señor Cristian Larroulet Vignau; del Trabajo y Previsión Social, señora Camila Merino Catalán, y de Minería, señor Laurence Golborne Riveros; los Subsecretarios, de Hacienda, señor Rodrigo Álvarez Zenteno; de la Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado Andrade, y de Minería, señor Pablo Wagner San Martín.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:5, en presencia de 35 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 24ª, ordinaria, en 8 de junio; 25ª, especial, y 26ª, ordinaria, ambas en 9 del mismo mes, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales para obtener recursos destinados al financiamiento de la reconstrucción del país (boletín N° 6.927-05).



Con el segundo retira la urgencia que hizo presente al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece feriados los días 17 y 20 de septiembre de 2010 (boletín N° 6.919-06).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de reforma constitucional que establece nuevos requisitos para la promulgación de leyes (boletín N° 5.941-07) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Tratado de Libre Comercio entre la República de Chile y la República de Turquía”, suscrito en Santiago el 14 de julio de 2009 (boletín N° 6.833-10) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Del señor Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Gómez, en cuanto a la ejecución del proyecto “Normalización Estadio Regional de Antofagasta”, como consecuencia de la rebaja de recursos efectuada para enfrentar el proceso de la reconstrucción.



Del señor Intendente Regional de La Araucanía, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, relativo al ataque que habría sufrido una familia mapuche en la Comunidad Autónoma de Temucuicui.



De la señora Intendenta Regional de Magallanes y Antártica Chilena, con el que da respuesta a un oficio despachado en nombre del Senador señor Bianchi, en el que solicita la nómina de las instituciones, empresas y personas naturales que se han adjudicado concesiones en el borde costero de esa Región.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece feriados los días 17 y 20 de septiembre de 2010 (boletín N° 6.919-06) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Queda para tabla.

Mociones



De los Senadores señor Girardi, señora Rincón y señores Cantero, Chahuán y Lagos, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que consagra la garantía del acceso universal a las tecnologías de la información y la comunicación (boletín N° 6.987-07) (Véase en los Anexos, documento 4).


Tres de los Senadores señores Navarro, Girardi y Rossi, con las que dan inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que restringe el uso de determinados datos personales existentes en internet (boletín N° 6.994-07) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2.- Proyecto de ley sobre rendición de cuentas de tutores y curadores (boletín N° 6.992-07) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



3.- Proyecto de ley que establece la definición legal de capacidad de carga turística (boletín N° 6.995-12) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



Del Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que autoriza descuentos de remuneraciones destinadas a cooperativas (boletín N° 6.991-13) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



De los Senadores señores Navarro y Rossi, con la que dan inicio a un proyecto de reforma constitucional que incluye en la promulgación de las leyes a los Presidentes del Senado y de la Cámara de Diputados (boletín  N° 6.993-07) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto de ley que modifica el régimen legal de las instituciones de salud previsional en materia de preexistencias, extensión de la cobertura de bonificaciones, reajustabilidad de los planes, adecuaciones contractuales, información a los afiliados y tablas de factores.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo disponen los números 2° y 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Horvath, Bianchi, Cantero, Chahuán, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Orpis, Rossi y Walker (don Patricio), con el que proponen la creación de una Comisión Especial de Zonas Extremas (boletín N° S 1.255-12) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Comunicación



De la Comisión Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación, mediante la cual comunica que ha elegido como su presidente al Senador señor José Antonio Gómez Urrutia.



--Se toma conocimiento.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

V. ORDEN DEL DÍA

FINANCIAMIENTO DE RECONSTRUCCIÓN

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde continuar la discusión particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales para obtener recursos destinados al financiamiento de la reconstrucción del país, con certificado sobre la discusión particular de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (6927-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 21ª, en 19 de mayo de 2010.


Informes de Comisión:


Hacienda, sesión 24ª, en 8 de junio de 2010.


Certificado de la discusión en particular de la Comisión de Hacienda, sesión 27ª, en 15 de junio de 2010.


Discusión:



Sesiones 24ª, en 8 de junio de 2010 (queda pendiente su discusión general); 25ª, en 9 de junio de 2010 (se aprueba en general); 27ª, en 15 de junio de 2010 (queda pendiente su discusión particular); 28ª, en 16 de junio de 2010 (queda pendiente su discusión particular).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En la discusión particular, tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, quizás podríamos precisar en qué estamos de acuerdo y en qué no para ver cómo proceder, porque no podemos gastar toda la tarde en este artículo.



Me parece que todos concordamos en que los que hoy poseen viviendas, es decir, quienes las adquirieron con anterioridad a la promulgación de esta futura ley, tienen los derechos de los que se habla en el artículo 18 del DFL2.



Además, porque está muy clara la redacción de ese artículo, todos sus herederos poseen exactamente los mismos derechos, que no les podemos quitar, aunque quisiéramos.



En eso, a mi juicio, hay consenso.



Adicionalmente, considero que todos estamos de acuerdo en que es perfectamente factible establecer la restricción de un máximo de dos en el caso de las viviendas nuevas que se construyan a partir de la promulgación de esta normativa.



Donde hay discrepancia es en cuanto a la venta de las casas ya construidas conforme a las franquicias del DFL2. Algunos sostienen que en realidad los beneficios están radicados en la vivienda y que, por lo tanto, no se pueden limitar; otros, en cambio, creemos que, de acuerdo con la redacción del artículo 18, la franquicia se halla más bien ligada a la persona que firmó la reducción a escritura y a sus herederos. Porque en la citada norma se expresa con claridad que el permiso de edificación “será reducido a escritura pública que firmarán el Tesorero Comunal respectivo, en representación del Estado, y el interesado.”. Y queda despejado que el interesado y sus herederos poseen ese derecho.



No me queda claro, contrariamente a lo sostenido por el Senador señor Novoa -que me antecedió en la palabra-, que el beneficio se encuentra radicado en la casa.



Como hay dos opiniones, me parece que ambas deben ser sometidas a votación. Quienes crean que el beneficio está radicado en la casa votarán en contra; los que estimamos que se halla ligado más bien a la persona nos pronunciaremos a favor.



Ahora, en el caso de quienes consideramos que se halla radicado en la persona, sobre la base de la redacción que acaba de proponer el Senador señor Espina -que es un tremendo avance respecto de ayer- y de acuerdo con lo que decía el Honorable señor Gómez, ciertamente es posible efectuar algunos perfeccionamientos.



Entonces, señor Presidente, sugiero que tratemos otro artículo; que veamos si es factible mejorar un poco la redacción del precepto en debate, de acuerdo con lo que usted señalaba; que nos demos entre 60 y 90 minutos, y que aquellos que creemos que el derecho está radicado en la persona que firmó y en sus herederos votemos a favor, con los perfeccionamientos de redacción propuestos por el Senador señor Espina. Y quienes estimen que se halla ligado a la vivienda, sencillamente que  voten que no. 



Pero no podemos seguir así porque ya son las 16:13 y quedan muchas otras normas que analizar. Si no deseamos sesionar hasta mañana a las 8, propongo abordar ahora el tratamiento de otro artículo del proyecto; darnos 1 hora y media para incluir las mejoras de redacción sugeridas por el Senador señor Espina, y sencillamente después votar.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, estoy muy de acuerdo con avanzar rápidamente. No obstante, me parece que hay algunas materias que, desde el punto de vista jurídico, por lo menos a mí me gustaría dejar claras.



Determinar si el beneficio al cual se acogió la vivienda ya construida se encuentra radicado en la propiedad o en la persona no puede ser sujeto de una votación en el Parlamento. Eso corresponde a una interpretación que deberán realizar los tribunales en su momento.



Sin embargo, voy a insistir en la misma tesis de ayer: el beneficio tributario está ligado a la vivienda. 



Tan así es, que basta con que el dueño de una propiedad DFL2 le agregue 10 metros cuadrados más de construcción para que automáticamente pierda el beneficio.



Es algo de una claridad absoluta, mínima; ni siquiera se necesita haber estudiado leyes; es de la esencia misma de que este es un beneficio tributario que se halla radicado en la vivienda.



Y lo decía ayer: “Si soy dueño de una vivienda DFL2 y la vendo,...

La señora MATTHEI.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor LETELIER.- ¡Respetémonos!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).-...de manera automática la persona que compra sigue gozando el beneficio, aunque quien la vendió se deshizo de ella.



No se trata de un beneficio ligado a la persona, sino a la vivienda.



Por lo tanto, debemos tener presente esta consideración para lo que viene después y para el incentivo que tuvo en vista el Ejecutivo al presentar la indicación, con la cual estoy de acuerdo. En el futuro se podrá producir ese hecho. 



La pretensión de forzar la interpretación en los términos señalados, incluso mediante una petición de realizar una votación que no nos corresponde, no tiene sentido.



Ahora, quizás otras personas piensen distinto y expongan algún argumento tan fuerte como el mío o el de los Senadores señores Longueira y Novoa.



Además, hay otro asunto cierto, que comentábamos ayer.



Es un hecho real que, sobre la base de la modificación que estamos discutiendo, en el país habrá un stock de viviendas acogidas a este beneficio hasta la fecha que tendrá un plus en su precio, porque serán muy bien cotizadas el día de mañana para evitar el pago de impuestos, especialmente el de herencia.



Si soy alguien con recursos importantes y tengo que transferirlos vía herencia, puedo comprar un stock de viviendas de este tipo para que mis hijos no paguen el impuesto de herencia, ya que esos bienes inmuebles están exentos de ese gravamen, cualquiera sea el titular del dominio.



Dejo constancia de esa situación, a pesar de que me gustaría que fuera diferente. Pero la realidad es esa.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Hay varios Senadores inscritos; incluso, algunos están levantando la mano.



Se ha hecho una sugerencia a fin de cumplir el acuerdo adoptado ayer. Porque no se olviden de que tenemos una votación pendiente.



Entonces, les propongo, con la intención de ir rápidamente al fondo, aceptar la propuesta de la Honorable señora Matthei de suspender la discusión de este artículo y darnos un tiempo...

La señora MATTHEI.- Y seguir con el análisis de otra norma.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es. Y veamos si existe algún criterio común.



Es una alternativa, pues quedan muchas votaciones pendientes.



Si no surgen posibilidades de acuerdo en 1 hora y media más en torno de las redacciones que sugieren algunos, volveremos a tratar el artículo.



¿Les parece que procedamos de esa manera?

El señor LETELIER.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, a algunos nos gustaría entregar una opinión.



Hasta ahora, he escuchado frondosos discursos de los Senadores del frente, quienes han discutido entre ellos, y me gustaría por lo menos dar a conocer mi parecer sobre esta materia antes de que se suspenda su análisis para construir un acuerdo.



Se han hecho algunas afirmaciones respecto de las cuales me gustaría, al menos, dejar constancia de mi opinión acá antes de la suspensión del debate.



Por ello, solicito hacer uso de la palabra para tal efecto.



¿Por qué, señor Presidente? Porque aquí...

El señor PIZARRO (Presidente).- Si no hubiere inconveniente, después de la intervención del Senador señor Letelier suspenderíamos la discusión por un tiempo razonable a fin de encontrar un posible acuerdo.

El señor LONGUEIRA.- ¡Depende de lo que diga el Senador Letelier...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el Honorable señor Novoa expresó con cierta claridad que en este caso hay un contrato entre la persona y el Estado, no entre la vivienda y este.



Las cosas, por su naturaleza, tienen características. Pero no son ellas las que gozan de ciertos derechos o beneficios tributarios, sino la gente; quienes firman el contrato, de acuerdo al artículo 18 del decreto con fuerza de ley Nº 2, son personas a las cuales se les transfiere un derecho por ciertas cualidades de la cosa.



Si esta última se modifica, no cambia el contrato, sino su condición.

La señora MATTHEI.- Exacto.

El señor LETELIER.- Por eso, esta norma no es motivo de interpretación.



Sobre ello hay que ser muy claro.



Yo no soy abogado. Pero de los elementos jurídicos básicos se desprende la existencia de cosas que tienen ciertas características y determinada naturaleza. Y los contratos tienen sus características y naturaleza.



Aquí se regula un contrato de personas que compran determinada cosa de ciertas características.



Entiendo que el Senador Espina colocó bien la discusión, en tanto quienes poseen un contrato previo a la promulgación de la ley en proyecto gozan de todo lo establecido en él, incluido, por ahora, el derecho de transmisión, de herencia.



Si cambiáramos esa norma hoy, podríamos debatir si se trata de una modificación del contrato.



Yo creo que lo sería, señor Presidente.



Por eso, respecto a todas las viviendas que fueron construidas bajo ciertas características y son objeto de un contrato, las personas que lo suscriben, quienes tienen un derecho real, pueden transmitir y transferir; ambas cosas.



La diferencia reside en que cuando transfieren se produce un cambio, porque hay un nuevo contrato. Y ese nuevo contrato es el objeto del contenido de la indicación del colega Espina.



Allí se plantea que, mediando transferencia, la persona solo puede gozar de los beneficios cuando tiene dos viviendas. Punto.



La discusión es la siguiente.



En cuanto a las viviendas compradas o construidas antes de la promulgación de la ley en proyecto, los herederos del propietario mantienen el beneficio. Pero al venderse una propiedad que goza de la franquicia -la situación es (disculpen el símil) como la del stock de los taxis colectivos: estos se hallan en un parque limitado de patentes; se puede vender el cupo, pero él se extingue si no se usa el vehículo durante cierto tiempo- el beneficio se pierde, a menos que quien la adquiera sea poseedor de una o dos viviendas.



Entiendo que ese es el sentido jurídico correcto de la norma. Habrá motivos para otras interpretaciones. Pero, a mi juicio, la indicación del Senador Espina resulta clara en ese punto.



No comprendo, señor Presidente, el alcance de la propuesta del colega Gómez de establecer lo pertinente en otros artículos. Entiendo que la idea es que no quede duda de que aquí hay una derogación tácita, clara, de las normas anteriores.



Me parece que tal es el motivo de la discusión. Y entiendo que estamos de acuerdo en que no se abuse de la franquicia en comento. 



Sí, quiero decir lo siguiente.



No sé si le entendí bien al colega Sabag cuando dio el ejemplo de personas que destinan muchos recursos a la adquisición de ese tipo de viviendas como stock de inversión. 



El problema estriba en que en tal caso se desnaturaliza el origen del beneficio. Porque la franquicia no se estableció para que las viviendas pertinentes fueran objeto de inversión (entiendo que el Senador Escalona planteó el punto durante la sesión de ayer).



Cuando se cambia la naturaleza del contrato...

El señor PIZARRO (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador. Pero dispone de algunos segundos adicionales para que cierre la idea.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, yo estoy por que se trate de buscar una buena redacción, entendiendo que el pensar que es la cosa la que tiene el beneficio, que la casa muere con este, independiente de que sea heredada o vendida, constituye un error de interpretación profundo.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- De acuerdo a lo que determinó la Sala, seguiremos con el tratamiento normal del proyecto.

La señora MATTHEI.- ¿Cuánto tiempo habrá para zanjar el punto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Acordamos un par de horas. 

La señora MATTHEI.- Una hora y media.

El señor PIZARRO (Presidente).- La señora Senadora propone una hora y media. 

El señor CHADWICK.- El problema no tiene arreglo, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si Sus Señorías llegan a la conclusión de que no tiene arreglo, deberemos votar.

El  señor TUMA.- Votemos nomás.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor CHADWICK.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ya llegamos a un acuerdo, señores Senadores. Si se sigue hablando volveremos a lo mismo.



Lo otro es, lisa y llanamente, poner el punto en votación.

El señor ESPINA.- Una cuestión reglamentaria, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick; luego, el Senador señor Espina. A ver si nos iluminan.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, solo quiero hacer un planteamiento jurídico que aborda el problema desde otro ángulo.



Saquemos de la discusión si el beneficio está radicado en la vivienda o en las personas -yo comparto que se radica en la vivienda, por la explicación que dio el Senador Novoa- y fijémonos en algo que todos hemos dicho aquí: que se trata de un contrato ley.



La celebración de un contrato ley significa que el Estado se hace parte del contrato. Y los contratos se modifican por acuerdo de ambas partes.



Por lo tanto, una ley no puede modificar un contrato ley con posterioridad. Lo único que puede hacer es regular situaciones  futuras.



Esto es lo mismo que estamos viendo en el caso del royalty. Allí existe un contrato ley en el aspecto impositivo. ¿Cómo se solucionó el problema para poder formular la proposición pertinente? Estableciendo la voluntariedad. Porque la ley no puede modificar un contrato ley; para enmendarlo se requiere el acuerdo de la otra parte. Por eso en la norma sobre el royalty se incluyó la voluntariedad.



En este caso también entra en juego la voluntariedad, salvo que legislemos sobre las viviendas que se construyan a partir de la promulgación de la ley en proyecto.



No está incorporada en el contrato ley ninguna limitación a la enajenación de la propiedad con relación a los beneficios tributarios. Entonces, no podemos hacer modificación a ese respecto en la ley.



Ese es un problema absolutamente jurídico, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina. Luego resolveremos bien qué hacer.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, toda la diferencia está en lo siguiente.



Algunos creemos que en el futuro una persona solo podrá adquirir dos propiedades con el beneficio de que se trata.



Otros sostienen que una persona puede adquirir más de dos propiedades si estas vienen de antes con la franquicia. Y aquí hay un error jurídico de fondo, en mi opinión.



Nadie discute -yo fui el primero en señalarlo, porque leí la disposición, que ayer no se leyó- que en el artículo 18 del DFL 2 hay un contrato entre el Estado de Chile y una persona respecto a un permiso de edificación, que dice que la propiedad construida va a tener un beneficio tributario.



Ese inmueble puede ser vendido por su propietario con la franquicia tributaria pertinente. Sus herederos lo recibirán con ella. Porque existe un derecho adquirido frente al Estado.



Lo que la norma dice es quiénes van ser titulares del beneficio hacia el futuro. Y al respecto existe discusión.



Yo sostengo que ese precepto no tendrá ningún sentido si se expresa algo distinto de que “hacia el futuro una persona solo podrá tener dos propiedades con el beneficio”.



Ese es el punto que está resolviendo la disposición en debate.



Y nada tiene que ver con que se esté afectando un contrato con el Estado. Porque nadie pretende afectarlo. Si tengo hoy 20 viviendas DFL 2, son de mi propiedad con el beneficio en cuestión. ¿Mis herederos gozarán de este? También. 



Señor Presidente, lamento que mi distinguido colega Novoa no haya leído la parte final del inciso. Porque lo que yo propuse -de cantor nomás, para ayudar a resolver el problema- soluciona lo mismo que él dice.



O sea, si una persona es propietaria de viviendas DFL 2 en virtud de la ley antigua, tiene un contrato con el Estado. Entonces, puede heredarlas. ¿Y puede venderlas con el beneficio? Sí. ¿Todas? Todas.



La pregunta es quién se puede comprárselas. Porque la ley sí puede disponer: “Señor, de aquí en adelante, para optar a la franquicia, solo podrá hacerlo respecto de dos”. 



Eso es absolutamente legítimo. No afecta para nada al derecho de propiedad. Porque el titular del inmueble puede vender a quien quiera, salvo que desee recibir de aquí en adelante la franquicia. En ese caso el Estado de Chile le dirá: “Solo puede tener dos propiedades con el beneficio tributario”.



De lo contrario -reitero- esta disposición no tendría ningún sentido. Habría  que votarla entera en contra.



Porque ese es el objetivo que se persigue, señor Presidente. La disposición en comento no se dictó para que la gente hiciera negocios con ella.



Con eso no estoy diciendo que quienes lo hicieron y tuvieron 40, 50 propiedades no se atuvieron al marco legal. Pero se excedió el espíritu de la ley. 



El espíritu de la ley era que las personas con una vivienda de hasta 140 metros cuadrados recibieran ciertos beneficios tributarios. Ello, como una manera de ayudar a que la clase media tuviera propiedades. Pero que alguien fuera dueño de 500 viviendas acogidas al DFL 2 no estuvo en el espíritu del legislador. No tengo duda de que ese no fue el objetivo. Aunque es posible que una persona las posea, porque ello es legal.



Entonces -como dijo la Senadora señora Matthei-, aquí hay una diferencia de fondo.



Algunos creemos que hacia el futuro solo se podrá adquirir con franquicias dos viviendas. Y las antiguas que gozan del beneficio pueden venderse en su totalidad.



Allí radica toda la diferencia, señor Presidente.



Ahora, si eso se puede mejorar en la redacción, ¡encantado!



Pero debo connotar que se trata de una discrepancia conceptual. Porque algunos piensan que una persona puede comprar, por ejemplo, 50 inmuebles acogidos al DFL 2 (se ha hablado de dueños de 300).



Ese argumento es absurdo, señor Presidente; es ridículo. Por cierto, alguien puede, de aquí en adelante, comprar aquel u otro número de propiedades. Pero, según la norma, solo tendrá franquicias por dos.



Es una cuestión conceptual, señor Presidente.



Aquí no se afecta al derecho de propiedad, ni se queman naves. Se está estableciendo una limitación a la franquicia hacia el futuro, que no afecta al actual dueño del inmueble, quien puede venderlo. Pero el beneficio rige únicamente para dos propiedades.



El Derecho Tributario contempla algo similar en un montón de disposiciones legales. De manera que no estamos innovando en lo que aquel hace con respecto a muchas otras franquicias.



Por lo tanto, señor Presidente, sugiero que se llegue a un acuerdo o que se vote el concepto en referencia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, tengo la sensación de que lo que señalamos en cuanto a suspender el debate para buscar un acuerdo no es viable. Porque las posiciones están tan encontradas, que será difícil llegar a un entendimiento.



Ahora bien, como la única manera de resolver el problema es votando, debemos cumplir el Reglamento pronunciándonos sobre la norma pendiente.



Entonces, la Sala tendrá que votar el artículo 8° tal como está.

El señor TUMA.- La proposición del colega Espina.

El señor PIZARRO (Presidente).- No: el artículo, señor Senador. Porque sobre lo que planteó el Senador señor Espina no hay acuerdo; tampoco existe posibilidad de arreglar el texto.



Así que procederemos a la votación.

El señor WALKER (don Patricio).- De acuerdo.

La señora RINCÓN.- Sí.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, el texto final del artículo 9°, que pasó a ser 8°, quedaría de la siguiente manera:



“Introdúcense, en el decreto con fuerza de ley N° 2, del año 1959, del Ministerio de Hacienda, sobre Plan Habitacional, las siguientes modificaciones:



“1. Agréganse, en el artículo 1°, los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser quinto, sexto y séptimo, respectivamente:



“A los beneficios para las “viviendas económicas” que contempla el presente decreto con fuerza de ley, solamente podrán acogerse las personas naturales, respecto de un máximo de dos viviendas que adquieran, nuevas o usadas. En caso que posean más de dos “viviendas económicas”, los beneficios solamente procederán respecto de las dos de dichas viviendas que tengan una data de adquisición anterior. Esta limitante se aplicará para las personas naturales que adquieran la totalidad del derecho real de dominio sobre el inmueble o una cuota del dominio en conjunto con otros comuneros.



“Los beneficios establecidos en el presente decreto con fuerza de ley no podrán ser utilizados por las personas jurídicas, cualquiera fuere su naturaleza. No obstante, las corporaciones y fundaciones de carácter benéfico gozarán de la exención establecida en el artículo 16.



“Para hacer uso de los beneficios, franquicias y exenciones que contempla el presente decreto con fuerza de ley, los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces deberán remitir al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine, la información de todos los actos y contratos otorgados ante ellos o que les sean presentados para su inscripción, referidos a transferencias y transmisiones de dominio de "viviendas económicas". Igual obligación tendrán los propietarios de las “viviendas económicas” en defecto de lo anterior.”.



“2. Deróganse los artículos 8°, 9° y 22.



“3. En el artículo 12, elimínase la frase “la letra g) del artículo 8° y en”.



“4. Suprímese, en el inciso primero del artículo 18, la expresión “o jurídica”.



“5. Intercálase, también en el inciso primero del artículo 18, entre la coma (,) que sigue a la palabra “título” y la expresión “gozarán”, la frase “con las limitaciones establecidas en el artículo 1°”, seguida de una coma (,).



“6. Intercálase, en el artículo 18, el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Las “viviendas económicas” o las cuotas de dominio sobre ellas que se adquieran por personas naturales por sucesión por causa de muerte, no se considerarán para el límite máximo establecido en el artículo 1° de esta ley.”.


“7. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 20, la frase “Los beneficios establecidos” por “La posibilidad de acogerse a los beneficios establecidos”, y reemplázase, la primera vez que aparece en el texto, la palabra “regirán” por “regirá”.



“8. Agrégase, también en el artículo 20, el siguiente inciso final:



“Lo señalado en esta disposición es sin perjuicio de que, para hacer uso de los beneficios indicados en el inciso primero, deberá darse cumplimiento al deber de información establecido en el inciso cuarto del artículo 1°.”.”.
El señor LETELIER.- ¿Qué se vota?

El señor PIZARRO (Presidente).- El artículo 8°. Se supone que del debate quedó bastante claro cuál es la diferencia.

El señor LETELIER.- ¿Con la modificación propuesta por el Senador Espina?

El señor PIZARRO (Presidente).- No. Porque no hubo acuerdo sobre ella.



En votación el artículo 8°.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: 14 votos a favor, 13 en contra y 9 abstenciones.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Matthei y Pérez (doña Lily) y los señores Escalona, García, Girardi, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Rossi, Sabag, Tuma y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Allamand, Chadwick, Chahuán, Coloma, Gómez, Horvath, Kuschel, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro y Prokurica.



Se abstuvieron las señoras Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Espina, Quintana, Ruiz-Esquide, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Habría que repetir la votación.

El señor PIZARRO (Presidente).- No, porque es la segunda. Ya se realizó una ayer, y hubo abstenciones que influyeron en el resultado.



Debe aplicarse el Reglamento. Por lo tanto, hay que sumar las abstenciones a los votos de mayoría.

El señor NAVARRO.- ¡Todo el progresismo apoyando al Gobierno...!

El señor LAGOS.- ¡Y la Derecha, abandonándolo...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Silencio, por favor.



--Se aprueba el artículo 8° (23 votos a favor y 13 en contra).

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente...

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, entiendo que en la Comisión ustedes discutieron este punto. Pero seguimos aplicando el Reglamento.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, cuando se realiza una votación y se advierte que hay abstenciones, como ocurrió en la sesión de ayer, corresponde instar a los Senadores a votar a favor o en contra y hacer presente que las abstenciones se sumarán a la mayoría.

El señor PIZARRO (Presidente).- Efectivamente, Su Señoría. Eso fue lo que hicimos ayer. Y por esa razón...

El señor WALKER (don Patricio).- Pero hay que hacerlo antes de la votación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, ya votamos en la sesión de ayer, y hubo más abstenciones que votos a favor o en contra.



En consecuencia, continuaremos la discusión particular del proyecto en su orden normal.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde ocuparse en el artículo 2°, que dice:



“Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:”, etcétera.



Aquí hay un problema práctico, señores Senadores.



La Comisión de Hacienda propone suprimir el número 1), por mayoría: tres votos a favor (Honorables señores Escalona, Frei y Lagos) y dos en contra (Senadores señora Matthei y señor García).



No obstante, el Ejecutivo presentó una indicación, signada con el N° 14, que formalmente parece renovada, pero que no lo es. Porque el Ejecutivo debería haber propuesto reponer el artículo suprimido. Pero, en lugar de eso, sugiere efectuar las  siguientes modificaciones:



“1) Agrégase, en el párrafo segundo de la letra a), a continuación del guarismo “100”, la frase “, letras a), b) y d)”.



“2) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Los contribuyentes deberán manifestar su voluntad de acogerse al régimen contemplado en el presente artículo, al momento de iniciar actividades o al momento de efectuar la declaración anual de impuestos a la renta. En este último caso la exención se aplicará a partir del año calendario en que se efectúe la declaración.”.
La señora MATTHEI.- No tenemos la indicación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Se encuentra en el boletín de indicaciones.

La señora RINCÓN.- No se repartieron las indicaciones.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Entiendo que no se trata del boletín que las contiene, sino de algunas que presentó ahora el Ejecutivo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Son indicaciones renovadas de este último.

El señor NOVOA.- Sí, señor Presidente. Pero ¿por qué el señor Secretario explica que no se trata de una renovada, sino de una distinta?

El señor PIZARRO (Presidente).- Por lo que entendí, el señor Secretario no expresó que se había renovado una misma indicación. Ella no es igual, al parecer, a la original.

El señor NOVOA.- Pero ¿dónde se encuentra?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El texto del Ejecutivo señala:



“Las indicaciones que por este acto se renuevan son las números 14,” y otras.



La número 14 dice, textualmente:



“1) Agrégase, en el párrafo segundo de la letra a), a continuación del guarismo “100”, la frase “, letras a), b) y d)”.



“2) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Los contribuyentes deberán manifestar su voluntad de acogerse al régimen contemplado en el presente artículo, al momento de iniciar actividades o al momento de efectuar la declaración anual de impuestos a la renta. En este último caso la exención se aplicará a partir del año calendario en que se efectúe la declaración.”.



En consecuencia, lo que habría cabido como indicación renovada...

El señor NOVOA.- Señor Presidente, deseo exponer una moción de orden una vez que termine el señor Secretario.

El señor PIZARRO (Presidente).- Prosiga, señor Senador.

El señor NOVOA.- Ocurre que el Ejecutivo no repuso el artículo 14 quáter.

El señor PIZARRO (Presidente).- No, Su Señoría. Es uno nuevo.

El señor NOVOA.- Lo que hizo fue renovar las indicaciones a esa norma. Pero, dado que la proposición del informe de la Comisión registró un pronunciamiento dividido, es preciso votarla.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Exactamente.

El señor NOVOA.- Si media un rechazo, renace el artículo 14 quáter, que se halla aprobado en general. El Ejecutivo renueva las indicaciones respecto de este último.



Por lo tanto, lo que se tiene que votar primero no son las indicaciones renovadas, sino lo propuesto en el informe.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La supresión o no.

El señor NOVOA.- Si ello se aprueba, no hablaremos más y pasaremos a la proposición siguiente.



En caso contrario, entraremos en las indicaciones.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ahí sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor ÁLVAREZ (Subsecretario de Hacienda).- Señor Presidente, iba a agregar lo mismo que expresó el Honorable señor Novoa, que es lo que nos dio a conocer la Secretaría en su momento: que se iba a votar, en primer lugar, lo que el informe de la Comisión plantea en relación con el artículo de fondo y que después se considerarían las indicaciones.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, se votaría lo que el informe expone respecto de la disposición.

El señor WALKER (don Patricio).- Es preciso rechazar.

El señor PIZARRO (Presidente).- La votación se refiere a si se aprueba o no lo propuesto por el informe, que recomienda suprimir el artículo 14 quáter.



Si se vota a favor, se desecha la disposición. Si es en contra, se rechaza lo planteado por el informe y se votará si se acoge o no el artículo tal cual está.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, nuestros Senadores formularon una indicación en la Comisión de Hacienda, efectivamente, para la supresión, lo que se aprobó.



Aquí, en la Sala, vamos a rectificar nuestro voto y nos pronunciaremos a favor de la mantención del artículo. Y quiero dar las razones de ello, para que no se diga que estamos cambiando de posición sin ningún fundamento.



El motivo por el cual queríamos que se modificara la disposición -y así lo hablamos con el Gobierno- era la idea de precisarla en relación con un universo ya definido como pequeña empresa por el mismo Congreso en la ley N° 20.416, en la cual se determina que la constituye aquella con un monto de ventas equivalente a más o menos 25 mil unidades de fomento.



Ahora, ¿por qué estimamos necesario hacerlo? Pensamos que es preciso ver cuáles pueden ser los efectos de una enmienda de esta naturaleza en el sistema tributario



Y quiero recordar algo de historia. Cuando en 1992 el Congreso despachó la modificación llevada a cabo en dicho ámbito, las sociedades o empresas pagaban todo de acuerdo con las utilidades retiradas y no las devengadas. Ese año se efectuó el cambio, para que se tributara por la renta devengada. Y una de las grandes argumentaciones expuestas en la época -ello tiene fundamento, a mi juicio, hasta el día de hoy- es que este último mecanismo se presta para una serie de manejos que permiten la elusión, porque resulta muy difícil, muchas veces, determinar lo que constituye reinversión y solo se paga por lo que físicamente puede retirarse.



En lo que propuso el Gobierno en el cuerpo legal citado se iba más allá. De acuerdo con la definición de la misma ley N° 20.416, se aplicaría también el mismo beneficio a lo que se llama “mediana y pequeña empresa”. O sea, se trata de ventas de hasta 50 mil unidades de fomento y retiros del orden, más o menos, de 50 millones de pesos al año. Lo reciben, entonces, empresas medianas que podrían registrar un ingreso mensual de entre 4 millones y 5 millones de pesos.



Realmente, ello es importante. Ojalá que todos los que realizamos una tributación personal contáramos con la misma garantía. Pero creo que no estamos en condiciones de poder resolver en esa forma.



Mas si en este momento, después de reflexionar sobre el asunto, votamos en contra -es algo que han hecho presentes también incluso los propios dirigentes de la CONUPIA- y dejamos sin aplicación el impuesto, los pequeños empresarios efectivamente van a quedar sin poder obtener el mismo beneficio de declarar por renta retirada y no devengada.



Lo que sí deseo consignar, manteniendo la decisión de votar a favor, es que se generará una discriminación entre las medianas empresas. Estas, definidas en la ley N° 20.416, son aquellas con ventas de hasta 100 mil unidades de fomento.



No pudimos lograr, en las conversaciones que sostuvimos, la modificación del artículo. Incluso, fui partidario de llevarlo, por la vía de un voto negativo, a la Comisión Mixta, para resolver ahí la cuestión de común acuerdo. Pero después del análisis que hemos hecho en común declaro que vamos a votar a favor el artículo 14 quáter.

El señor PIZARRO (Presidente).- Recuerdo que votar “sí” es aprobar el rechazo planteado por la Comisión y que votar “no” significa desechar lo propuesto, por lo cual el artículo se votaría después.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza la proposición de la Comisión (34 votos en contra y una abstención).



Votaron por la negativa las señoras Alvear, Allende, Matthei, Pérez y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Lagos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, con la misma votación se dará por aprobado el artículo 14 quáter.



--Se aprueba.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Acogido el artículo 14 quáter, corresponde pronunciarse sobre la indicación renovada del Ejecutivo que incide precisamente en esa norma y que ya leí denantes.



El párrafo segundo de la letra a) de dicho artículo expresa:



“Para calcular estos montos, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades tributarias mensuales según el valor de ésta en el respectivo mes y el contribuyente deberá sumar a sus ingresos, los obtenidos por sus relacionados en los términos establecidos por los artículos 20, Nº 1, letra b), de la presente ley; y 100 de la ley Nº 18.045, que en el ejercicio respectivo se encuentren acogidos a este artículo.”.



El Ejecutivo propone agregar, a continuación del guarismo “100”, la frase “, letras a), b) y d)”.



Ese es el número 1) de la indicación.

El señor LETELIER.- ¿Cuál es su alcance?

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Subsecretario, ¿podría explicar su sentido?

El señor ÁLVAREZ (Subsecretario de Hacienda).- Señor Presidente, el artículo 14 quáter contiene normas sobre relación. Al igual que las anteriormente aprobadas por el Congreso en el 14 bis y el 14 ter, busca establecer cómo se calcularán los límites tanto en total de utilidades como en ventas.



Y, para ello, también existe una ligazón con algunas situaciones de vínculo. Este último se halla establecido en el artículo 100 de la Ley de Mercado de Valores, a cuyas disposiciones se aludía en su totalidad, lo que nos parecía demasiado extensivo.



El precepto se encuentra concebido para otros criterios y para una relación en aspectos de valores.



Lo que estamos haciendo, sencillamente, es limitar las normas mencionadas en primer término a tres de las letras del artículo 100: la letra a), referente a que serán relacionadas las entidades del mismo grupo empresarial; la letra b), relativa a las personas jurídicas que tengan la calidad de matriz, coligante, filial, etcétera, y la letra d), concerniente a “Toda persona que, por sí sola o con otras con que tenga acuerdo de actuación conjunta,” registre un porcentaje en la administración en la propiedad.



En esos casos, al configurarse una relación, van a sumarse todos esos valores, todos los eventuales ingresos, para efectos de determinar si se llega a los topes tanto en ventas como en utilidades.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la indicación renovada del Ejecutivo.



--Por unanimidad, se aprueba.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La indicación renovada del Ejecutivo propone, en el número 2), intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Los contribuyentes deberán manifestar su voluntad de acogerse al régimen contemplado en el presente artículo, al momento de iniciar actividades o al momento de efectuar la declaración anual de impuestos a la renta. En éste último caso la exención se aplicará a partir del año calendario en que se efectúe la declaración.”. 



Me parece que ello va después de la letra c).

El señor PIZARRO (Presidente).- Vamos a solicitarle al señor Subsecretario que aclare la disposición.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, ¿dónde se encuentran las indicaciones renovadas? Porque no figuran en el comparado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Son las mismas consideradas en la discusión de ayer y que vio la Comisión.



Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor ÁLVAREZ (Subsecretario de Hacienda).- Señor Presidente, como todos los Senadores saben, el régimen tributario central de la Ley de la Renta se encuentra establecido en más de 40 disposiciones y se refiere tanto a las rentas devengadas como a las percibidas en un momento dado, en lo cual se aplica, como regla general, la contabilidad efectiva.



En dicha normativa se contempla una serie de regímenes especiales, algunos de los cuales se encuentran precisamente en el 14 bis, el 14 ter, ya legislado por el Congreso, y ahora el 14 quáter. 



Lo que se necesita, para efectos del adecuado control tributario, es que las personas manifiesten a cuál de estos últimos se van a acoger. Porque el régimen general -repito- es distinto, considerándose la contabilidad completa.



Quisimos evitar al máximo los trámites y que la gestión fuera lo más sencilla posible para el contribuyente. Por eso, hemos dicho que cuando este tenga que realizar otro tipo de actuaciones ante el Servicio sea el momento en el que declare la intención de acogerse al sistema. Si está iniciando actividades, juntamente con todos los requisitos que debe reunir, como la obtención del RUT, se le pide declarar si se va a acoger al 14 quáter. Si ya está en actividades, puede hacerlo en su declaración de impuesto a la renta, trámite que se cumple todos los años, incluso en forma computacional. 



Y, además, señor Presidente, lo anterior se complementará con una norma transitoria en virtud de la cual se da un plazo a las empresas en operación, si quieren empezar a acogerse al mecanismo a fin de determinar sus pagos provisionales mensuales, para que lo hagan en los siguientes 60 días. En ese caso, ello redundará en su beneficio y, por tanto, despertará todo su interés.



Entonces, lo que estamos buscando es un sistema lo más sencillo y automático posible y que evite trámites al contribuyente, quien podrá manifestar su voluntad ya sea al momento de la iniciación de actividades, ya sea al de la declaración de impuestos.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, entiendo que ello ya se encuentra aprobado. Usted puso en votación la indicación número 14, repuesta por el Ejecutivo,...

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene dos partes.

El señor GARCÍA.- Sí, comprende dos números. Pero, al ser votada y acogida, cabía concluir que se incluían ambos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo que pasa es que se leyó solo la primera parte, que fue lo que se sometió al pronunciamiento de la Sala.



Si no hay objeciones, se aprobará el número 2) de la indicación del Ejecutivo.



--Por unanimidad, se aprueba.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, la Comisión recomienda suprimir el número 2) del artículo 2º.



Según consigna el informe, la norma fue rechazada por tres votos (Honorables señores Escalona, Frei y Lagos) contra dos (Honorables señora Matthei y señor García).

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se rechazará la proposición de la Comisión de Hacienda consistente en suprimir el número 2) del artículo 2º, con la misma votación con que se rechazó igual planteamiento respecto del número 1), porque ambas disposiciones están relacionadas.

El señor GARCÍA.- De acuerdo.



--Con la misma votación referida, se rechaza la supresión del número 2) del artículo 2° del proyecto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde, en consecuencia, votar en particular el número 2) que la Comisión proponía eliminar.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobarlo con la misma votación, pero en sentido inverso?



--Así se acuerda.
El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Hay alguna indicación sobre esta norma?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No, señor Presidente.



A continuación, la Comisión de Hacienda propone agregar los números 1) y 2), nuevos.



El numeral 1) sustituye, en el inciso primero del artículo 42 ter, la oración final por la siguiente: “Aquella parte del excedente de libre disposición que corresponda a recursos originados en depósitos convenidos, tributará de acuerdo al siguiente artículo.”.

La señora MATTHEI.- “Si le parece”.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Esta indicación también contiene un número 2). Pero este ya fue aprobado como parte del acuerdo adoptado en la sesión de ayer. Por ende, solo cabe discutir y votar el número 1).

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, este numeral dice relación a la forma en que tributará la parte de los excedentes de libre disposición correspondientes a recursos originados en depósitos convenidos al haberse fijado un límite.



Por lo tanto, sugiero que aprobemos el número 1), que fue acogido unánimemente en la Comisión de Hacienda. Lo mismo solicito para el numeral 2).

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ese último numeral ya está aprobado, señor Senador.

El señor PIZARRO (Presidente).- Exactamente. Ayer acogimos la norma referida al artículo 42 quáter.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará el número 1) propuesto por la Comisión de Hacienda, con la misma votación anterior.



--Así se acuerda.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, en el número 3) del artículo 2°, referido al artículo 64 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, la Comisión de Hacienda sugiere modificar la letra c.



El texto aprobado en general señala:



“c. A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales determinadas de acuerdo con la letra d., excedan al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino, se les aplicará la tasa correspondiente al margen operacional minero del respectivo ejercicio, de acuerdo a la siguiente tabla:



“-Si el margen operacional minero es igual o inferior a 35, la tasa aplicable ascenderá a un 3,5%;”, en fin. Ahí vienen múltiples cifras.



La Comisión propone sustituir los guarismos “12,0”, “15,0”, “18,0” y “9,0” por “12”, “15”, “18” y “9”, respectivamente.

El señor ROSSI.- Quedaría igual como está.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Exactamente.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión la modificación.



Tiene la palabra el señor Ministro de Minería.

El señor GOLBORNE (Ministro de Minería).- Señor Presidente, con su venia, me gustaría dar una breve explicación del proyecto en este punto y de la intención que hay detrás de esta norma, para la plena comprensión de todos los señores Senadores.



La iniciativa plantea una modificación permanente al sistema tributario de la minería en Chile.



Estimo importante separar los conceptos “permanente” y “transitorio”, que a veces se confunden.



El Ejecutivo, con esta propuesta, busca reformar el actual sistema para todo operador minero a partir de la vigencia de la ley en proyecto. Y la base de ello es bastante simple: en lugar de pagar una tasa de impuesto específico a la minería de 4 por ciento, como establece la legislación actual, se plantea una tasa variable en función del margen operacional de cada mina específica, o, dicho en términos más simples, en función del precio del cobre o del commodity de que se trate. 



De esa manera, en el régimen general que proponemos, la tasa de impuesto de 4 por ciento, que ahora es pareja, se movería desde ese piso -el Ejecutivo introdujo esta enmienda para aunar voluntades en la materia- hasta un máximo de 9 por ciento en escenarios muy positivos en cuanto a precios de commodities.



Ello haría que la tributación para el año 2010, por ejemplo, pasase de una tasa de 4 por ciento a una estimada entre 7,5 y 8 por ciento, dependiendo del precio promedio del cobre con que terminemos el año. En la práctica, se estaría casi duplicando la tasa de impuesto específico para el año en curso.



Obviamente, el sistema general propuesto, permanente para todas las mineras, variaría en situaciones de menores precios. Ello constituye un elemento muy positivo, porque, en definitiva, no aplica una tasa alta en ciclos económicos bajos a una industria muy importante para la generación de actividad, trabajo y bienestar en el país. En esas circunstancias, operaría una tasa tributaria menor, manteniéndose un nivel adecuado de actividad.



Dicho régimen -insisto- se aplicará sobre todas las empresas mineras, de acuerdo a lo que la ley establezca.



Adicionalmente, considerando la realidad muy particular de esta industria, donde el impuesto específico a la minería en la práctica lo pagan 102 empresas y el 90 por ciento de la recaudación se concentra en 10 contribuyentes, se da la situación de que estos en su totalidad son extranjeros que han efectuado sus inversiones en virtud de contratos con el Estado de Chile. Además, por una historia de todos conocida, se les establecieron ciertos períodos de invariabilidad tributaria. 



En consecuencia, la norma permanente que sugerimos, respecto de esos contribuyentes, no tendrá efecto práctico en la recaudación. Nuestra propuesta, que consideramos muy positiva para el país, no producirá resultados recaudatorios sino hasta que expire el período de estabilidad tributaria, que en la mayoría de los casos será hasta fines de 2017.



Enfrentados a ese escenario y pensando que la industria minera está pasando por un buen ciclo y que debemos afrontar necesidades puntuales con motivo del terremoto, nos preguntamos cómo lograr que esas empresas se adhieran al sistema de manera anticipada, anterior al vencimiento de su invariabilidad.



La fórmula que proponemos, obviamente, precisa la voluntariedad de las empresas. Modificar un contrato bilateral entre el Estado de Chile y ellas requiere el compromiso de ambas partes. 



Y para eso dijimos: “Señores de la minería, si acceden a aplicar la tabla planteada por un período de dos años, nosotros extenderemos la invariabilidad tributaria, pero basados en el sistema permanente que se define hoy, no en el original. Les aseguramos que esa tabla, que es beneficiosa y conveniente para el país, no se modificará durante los ocho años siguientes al vencimiento del período originalmente establecido de invariabilidad tributaria.”.



Por ello, señor Presidente, el Ejecutivo sugiere aprobar el sistema permanente -es bueno para Chile- que se halla contenido en los artículos 64 ter y 64 bis, y, adicionalmente, las normas transitorias, donde establecemos una posición distinta, que afecta de manera específica a algunos contribuyentes, que en este caso puntual son la totalidad de los del sector minero.



Lo señalo para dejar claro que acá se está planteando un sistema permanente, que considero tremendamente positivo para el país, independiente de lo relativo a la invariabilidad tributaria.



Se trata de dos cosas diferentes. A uno le podrá gustar o no que las empresas gocen de tal invariabilidad. Sobre ello existen razones históricas, de hecho. Y muchos países suscriben contratos bilaterales al respecto. Pero ese es un problema puntual, coyuntural, distinto del que estamos viviendo. 



Sin embargo, la discusión de fondo consiste en qué sistema tributario queremos implementar. El que sugerimos implica un alza significativa de la tasa, la cual quedaría entre las más altas del mundo en materia de royalty o de impuesto específico a la minería, pero en ciclos económicos altos. En los ciclos bajos se mantendría prácticamente la situación actual. 



Por lo tanto, se trata de un aumento en el que va incluida una opción.



Una es la situación permanente, y otra, la de la invariabilidad. 



El alza del impuesto por dos años obedece a una coyuntura, y se aplicará solo a algunos contribuyentes.



Señor Presidente, con lo expuesto espero haber dejado claro el espíritu, el sentido y el fondo de nuestra propuesta tributaria.

El señor PIZARRO (Presidente).- Gracias, señor Ministro.



Como esta es una de las materias más complejas de la discusión, se podría vincular con el artículo transitorio que establece la invariabilidad tributaria, pues el debate será el mismo. 



De esa manera, independiente de la opinión de cada cual, una vez terminado el análisis de las normas relacionadas podremos pronunciarnos sobre el paquete completo. 

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Efectuar una sola discusión?

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí. Y también una votación conjunta. 



¿Habría acuerdo?



Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, lo que pasa es que muchas de esas disposiciones fueron aprobadas unánimemente en la Comisión de Hacienda. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Efectivamente, Su Señoría. Pero tenemos el acuerdo de discutirlas y votarlas una a una.



Así hemos procedido.

El señor GARCÍA.- Conforme. 



Aprovecho de aclarar que la modificación de la citada letra c. en el artículo 64 bis corresponde a una adecuación efectuada por la Secretaría de la Comisión para que los guarismos allí contenidos queden expresados de la misma forma: sin ceros decimales. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo tendremos en consideración.



Si le parece a la Sala, efectuaremos la discusión sobre todas las normas referidas a la invariabilidad tributaria y al impuesto específico a la minería, y luego haremos una sola votación.



--Así se acuerda. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.

El señor CANTERO.- ¿Está abierta la votación?

El señor PIZARRO (Presidente).- No, señor Senador.

El señor ORPIS.- Nadie la ha pedido.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si se solicita, podemos iniciarla.

El señor LETELIER.- ¡No!

La señora ALLENDE.- ¡Discutamos primero!

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, vamos a debatir sobre todos los artículos relativos al royalty, incluido el transitorio.



Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda. 

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, reitero que el Gobierno, hasta el último minuto, ha estado dispuesto a flexibilizar su postura. De hecho, propuso destinar a las Regiones el 25 por ciento de los recursos que se recauden por el incremento del royalty según la aplicación de la nueva tabla. De acuerdo a nuestros cálculos, ello implica un aumento en torno al 20 por ciento en el Fondo Nacional de Desarrollo Regional. 



Se trata de una cantidad muy significativa de recursos para las Regiones. Considero importante tomar en consideración ese antecedente. 



En segundo lugar, también planteamos acelerar la discusión del proyecto acerca del Fondo de Innovación para la Competitividad en caso de aprobarse nuestra propuesta sobre el impuesto específico a la minería. 



Asimismo, sugerimos aumentar de 3,5 a 4 por ciento la tasa base para aplicar el royalty, a fin de asegurar que con la nueva tabla nunca se recaudará menos que con el tributo existente.



Todo lo anterior se ha conversado con los parlamentarios de la Oposición de manera clara y abierta, al objeto de llegar a un acuerdo. 



Esa ha sido nuestra disposición, señor Presidente.



Deseaba dejarlo explícitamente establecido. 



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señor ALLENDE.- Señor Presidente, como sostuvo el Senador señor Longueira respecto de la norma referida al DFL Nº 2, esta es una cuestión no menor en términos de vivienda, de derechos, en fin. Lamento que ella se encuentre incorporada en el proyecto, pues no podemos ir más lejos en su análisis. 



Parto señalando que en nuestro país tenemos hoy día un impuesto específico a la minería. Claramente, es un tributo y no un royalty, porque se trata de una carga que impone el Estado a empresas que desarrollan una actividad lucrativa. Por eso se denomina “impuesto”. No es un royalty. 



Me gustaría que estuviésemos bien claros en que el royalty constituye un derecho que debe percibir el Estado por ser dueño de un recurso -no renovable en este caso; o sea, que se extingue- cuya explotación va deteriorando el patrimonio ambiental nacional.



Ahí radica su importancia. Por eso muchas naciones lo han establecido. 



En nuestro país -hago un breve recuerdo histórico-, por desgracia, el proyecto sobre el royalty fue rechazado en su oportunidad por los Senadores de la Oposición -con excepción de dos-, hoy pertenecientes al oficialismo.



Tal circunstancia llevó a plantear una segunda iniciativa, conocida como “Royalty II”. A mi juicio, fue un mal nombre, porque en definitiva se fijó un impuesto específico a la minería. 



Como han señalado los Ministros de Hacienda y de Minería, dado que se estableció un estatuto que beneficiaba a las empresas extranjeras con acuerdo del Estado, la adhesión al sistema debía ser voluntaria. En definitiva, a las mineras que decidieron acogerse a él se les aplicó una tasa de 4 por ciento, y a las que no se sometieron voluntariamente, una de 5 por ciento. Y se les entregó invariabilidad tributaria hasta 2017. 



Hoy día el Gobierno nos dice que sería interesante asociar el pago de la tasa al ciclo del precio del mineral y al margen operacional de la empresa. Eso es correcto. 



Escuchen bien: comparto, señores Ministros, ese criterio.



Pero me cuesta entender -por eso estoy en desacuerdo- que se nos presente aquello como un tremendo logro, en circunstancias de que la propuesta es por dos años y contempla una tasa que, supuestamente, oscilaría entre 3,5 y 9 por ciento, según informó en su momento el Ministro de Minería. Hoy se nos señala que el piso sería de 4 por ciento. ¡Menos mal! Porque no podría ser menor que el que actualmente se aplica a las empresas que se sometieron voluntariamente a la invariabilidad tributaria. 



En definitiva, se ha propuesto una tasa que va del 4 al 9 por ciento. 



Sin embargo, como expresó dicho Secretario de Estado en la Comisión de Minería, donde se realizó una sesión especial para abordar lo relativo al royalty, la aplicación del 9 por ciento es absolutamente excepcional, porque, además, implica contar con un margen de utilidad operacional del 75 por ciento. 



Pero eso no es todo, señor Presidente. 



La tabla que nos entregó el propio Ministro indica que el impuesto en los dos primeros años, 2010 y 2011, será de 7,5 a 7,6 por ciento, respectivamente, con lo cual -dicen- se recaudarían 700 millones de dólares. Pero luego comienza el período de invariabilidad, y la tasa disminuye a 4 por ciento hasta 2017. Y después baja a 3,5 por ciento. Y así va variando -no quiero cansar a Sus Señorías con cifras- hasta que el 2023 llega al 3,8 por ciento.



O sea, estamos realmente frente a una tasa igual a la que teníamos, con la agravante de que ahora estamos entregando, nada menos -¡nada menos!- que la invariabilidad hasta el 2025. Ello imposibilita que el país legítimamente piense en su futuro, en no abdicar de su soberanía, en las futuras generaciones, en un recurso que no es renovable.



Yo quisiera que otra vez en Chile tuviéramos las condiciones necesarias -como alguna vez ocurrió en el pasado, ¡menos mal!- para una reforma constitucional como la que, aprobada por unanimidad, significó la nacionalización del cobre.



Espero que alguna vez el país tenga la capacidad de plantear y discutir seriamente un royalty. Hoy día solo estamos frente a un impuesto específico a la minería. Y quiero decir que las cifras que nos entregan significan, definitivamente, pan para hoy y hambre para mañana.



No puedo estar de acuerdo con lo que nos presentan. Es más, como ha reconocido el señor Ministro, esta cuestión no estaba en el proyecto ni venía en las indicaciones: es producto de las conversaciones que ha habido.



Debo reconocer que, efectivamente, los señores Ministros de Hacienda y de Minería algo se han abierto al diálogo. Pero lo que ha surgido a última hora, en cuanto a entregar 25 por ciento a las quince Regiones, es casi irrisorio. Nunca a las Regiones mineras -que lo único que han hecho es entregar riquezas y recibir pasivos ambientales- se les ha dado lo suficiente. Por eso, no puedo aceptar que 5 millones de dólares sean considerados como una tremenda cantidad de dinero, máxime cuando se les han rebajado los recursos del Fondo de Desarrollo Regional.



Actualmente, ni los gobiernos regionales ni los consejeros regionales saben el monto de la reducción de dineros que se ha efectuado, porque la información no es pública.



Hoy me he comunicado con el encargado de las inversiones en mi Región, quien ignora de dónde viene el recorte, porque no han sido capaces de informarle al respecto.



Por lo tanto, reitero que esa cifra es irrisoria.



Quiero insistir en que estamos abdicando de nuestra soberanía y de tener la posibilidad de hacer una discusión de fondo sobre la materia.



En realidad, considero extremadamente injusto y grave lo propuesto. Por algo a los chilenos no les gusta el Gobierno actual, porque lo que está haciendo no se condice con las necesidades del país.



Por lo tanto, no puedo estar de acuerdo con lo sugerido.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, hemos hablado mucho acerca de esta materia y lo hemos planteado en diversas discusiones. Por eso creo innecesario reiterar lo dicho por la Senadora señora Allende, porque comparto plenamente lo que ella ha sostenido.



No obstante, quiero insistir en que el impuesto minero o el aplicado a la minería en general es algo que no puede analizarse ni votarse en un proyecto de estas características.



Se planteó que la iniciativa tiene por objeto recaudar recursos para la reconstrucción y, adicionalmente, para el Programa de Gobierno del Presidente Piñera. Y según esas circunstancias, siendo la minería lo más importante que hay en Chile desde el punto de vista de la recaudación tributaria, lo relativo a ella requiere una discusión más amplia y a más largo plazo, donde los actores involucrados podamos tener una decisión. No solo el Parlamento y el Gobierno, sino también esa parte de Chile que está preocupada y que necesita tener claridad acerca de cómo se producen y se aplican estos diversos impuestos.



Nos parece que no es correcta la forma en que el Gobierno lo propone hoy día, desde la perspectiva de un debate de esta naturaleza. Sí, no solo porque hay una recaudación mínima y un período amplio de ventajas que pueden recibir las empresas mineras, sino también porque no se considera como corresponde a las Regiones, particularmente a las mineras.



El Ministro de Hacienda -no voy a involucrar en esto al de Minería, quien tiene una posición distinta, por lo cual lo felicito- sostuvo que el 25 por ciento de lo recaudado es para todas las Regiones. Y en verdad, lo que uno debiera tratar de discutir en un proyecto de esta naturaleza es que un porcentaje importante de estos recursos vaya a dar a las Regiones mineras, que tienen un pasivo ambiental y donde se producen graves inconvenientes en su desarrollo. Así sucedió -todos conocemos la historia- con el salitre, con el guano, con la plata: las ciudades terminaron siendo campamentos, cuando no fueron destruidas, sin recibir parte de la riqueza que han entregado al país.



Por eso, el debate de esta materia es muy de fondo. Y nosotros vamos a votar en contra de lo propuesto, porque amerita  un análisis mayor. No se trata de si se recauda un poco más o un poco menos, sino de saber cuánto se va a recibir en total. Según mi criterio, tampoco se refiere al FIC o al impuesto minero, pues tiene que ver con la tributación de la gran minería, incorporado al 35 o al 38 por ciento.



 En fin, es menester realizar una discusión de fondo, porque los recursos entregados al país por las Regiones mineras son enormes y con ellos se han resuelto problemas gigantescos.



La gente que vive y transita por el norte dice que Chile llega hasta La Serena o Coquimbo, pues hasta ahí la carretera es de doble vía, y no más allá.



Otra manera de conectarse con los países vecinos ayudaría mucho a las zonas septentrionales; pero tampoco tenemos los recursos necesarios  para establecer nuevas formas de conexión.



Entonces, para nosotros este es un tema de fondo. No se trata de discutir políticamente ni de si ganamos o perdemos, sino de tener un debate que nos permita defender y representar situaciones que son determinantes y relevantes.



Por eso, cierta postura obedece a que hay un porcentaje -lo dije y lo repetiré- que es mínimo para las Regiones; pero, en el fondo, lo más relevante es que hemos propuesto al Gobierno firmar un protocolo de acuerdo -ojalá pudiéramos lograrlo-, en el sentido de que, en 60 ó 90 días se proponga un proyecto de ley referido exclusivamente a esta materia, sin incluir en él otras motivaciones y condiciones ajenas a las que estoy señalando.



Voy a votar en contra de estas normas, pues insisto en que respecto de ellas se requiere un debate más allá de una recaudación de 600 a 900 millones de dólares: en función de lo que es el país y de cómo se distribuyen los recursos, respecto de lo cual es indispensable un acuerdo político-nacional, en donde participen todas las instancias, y no en función de un proyecto que, además de la reconstrucción, considera fondos para el Programa del Presidente Piñera.



Mi voto será negativo, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, la Senadora señora Allende recordó que el impuesto especifico a la minería obedece a que la Derecha no quiso que hubiera royalty.  Y aunque les moleste a algunos, el dato es que en el país no tenemos una ley del royalty.

La señora MATTHEI.- ¿Importa eso?

El señor LETELIER.- A mí sí. Conceptualmente a algunos no, pero a otros nos importa.



Pero más importante que eso es lo siguiente: cuando se discutió la ley respectiva y se fijó el concepto de invariabilidad, se hizo sobre la base de un criterio que quizás a algunos no les guste, al igual que lo existente en el orden constitucional del país en materia minera. No es parte de un consenso social.



Algunas concesiones fueron entregadas conforme a un sistema del que no somos partícipes. No nos sentimos interpretados por él. Y ese es un dato conocido.



Cuando se discutió la  materia, como no había fuerza para establecer el royalty, se discutió en dos planos.



El primero dice relación a que, en tanto los empresarios que ingresaron sus inversiones en virtud del decreto ley Nº 600 gozaban de derechos adquiridos, había que respetar ciertas reglas del juego y fijar una invariabilidad inicial, por lo cual el royalty no funcionó.



Y, en el fondo, el proyecto impone un criterio, a mi juicio, muy peligroso: la invariabilidad se compra, tiene precio. Y ese precedente me parece pésimo.



Al inicio de mi intervención, señor Presidente, debo manifestar que asumo mi cuota de responsabilidad cuando, después del terremoto, se nos planteó utilizar este instrumento para recaudar fondos.



Hoy no tengo esa convicción.



Es más, después de ver no solamente los datos de la coyuntura, sino también los históricos, creo que el debate sobre la minería requiere ser analizado en un contexto diferente, más aún cuando el señor Ministro de Minería sostiene que como política de Estado debemos abrir esta actividad a otros ámbitos, pues la Constitución la mantiene cerrada para determinados actores privados. Y cuando habla de abrir el negocio a ciertos minerales o metales -como el litio- que más bien tienen un destino diferente, uno se preocupa y se pregunta cuál es la visión minera que rige en nuestro país y si existe consenso acerca de ella.



Yo estimo que, en torno del cobre y de la minería, en Chile debe haber grandes consensos, por cuanto soy de aquellos que piensan que el metal rojo es el sueldo de Chile y lo seguirá siendo durante mucho tiempo.



En virtud de los recursos que se recaudarán por este medio, no vale la pena vender la invariabilidad. Lo referente a esta es una discusión de fondo. Algunos querrán hacer una caricatura de este tema; quizás no tienen el mismo apego o cercanía a las cuestiones mineras como el de otros que consideramos inconveniente para el país cambiar las reglas del juego en cada oportunidad.



Nos gustaría llevar a cabo un debate más profundo respecto del tema de la gran minería en el país y no solamente de la cuprífera, sino también de la vinculada a otros metales y minerales, a fin de definir cuál será nuestra visión estratégica.



No creo que con las actitudes alarmistas de algunos que nos dicen: “Miren, si no nos aprueban esta iniciativa, sobre la que ya abrimos el debate” -así nos trataron de convencer la semana pasada- “se van a congelar las inversiones en el cobre”. ¡Mentira! ¡Eso no es cierto! Las inversiones voluminosas en tal sector demoran años en madurar. Tampoco se toman decisiones respecto de ellas en plazos breves, más aún cuando en el país los niveles de utilidad en la minería del cobre son bastante altos. Se trata de una actividad muy rentable, porque Chile no solamente cuenta con grandes reservas de dicho mineral, sino también porque las reglas del juego son, por lo general, estables.



Me parece que dar ocho años más a la actual invariabilidad sin un debate de fondo, es inconveniente.



Esa es la razón fundamental por la cual soy contrario a innovar sobre la materia. Algunos podrán tener un juicio acerca de cuál es el mejor nivel de las tablas. Es posible discutir al respecto, pero no creo que el debate deba hacerse con la premura que ahora se nos impone.



En cuanto a la distribución de recursos a las Regiones, con la ley en proyecto o sin ella, el Senado va a legislar sobre la asignación de los dineros del FIC, porque una ley lo determina. O sea, es un imperativo.



Yo fui muy crítico de los Gobiernos de la Concertación cuando no lograron construir un consenso en esta materia. El impuesto específico a la minería es para la innovación y el desarrollo, no para la reconstrucción. El objeto del royalty es invertir en las zonas mineras por sobre todo. Los efectos de la innovación deben destinarse a ellas.



El que nos ofrezcan como premio prebendas o -como creen algunos- que nos quieran comprar -entre comillas- para que una parte de esas platas vayan a las Regiones mineras, me parece ridículo.



Corresponde que la totalidad de esas platas estén en las Regiones mineras y no solo el 25 por ciento...

El señor PÉREZ VARELA.- ¿Y por qué no lo hicieron ustedes?

La señora MATTHEI.- ¡No realizaron nada!

El señor LETELIER.- Otros hemos planteado eso hace tiempo.

El señor PROKURICA.- ¡Ustedes no nos dieron nada como premio!

El señor LETELIER.-...y, como he dicho, a pesar de los gritos de algunos colegas...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Honorable señor Letelier, le ruego evitar los diálogos. Hay ocho Senadores inscritos.

El señor PROKURICA.- ¡Una mentira está bien, señor Presidente, pero no más!

La señora ALLENDE.- ¡Cálmese, colega!

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el Senador Prokurica se pone nervioso con estos temas.



Debo recalcar que algunos de los que ocupamos estas bancas discrepamos de nuestros Gobiernos en esta materia.

El señor PROKURICA.- ¡Sí, pero poco!

El señor LETELIER.- Espero ver a Su Señoría mantenerse leal...

El señor PROKURICA.- ¡Siempre voté a favor del impuesto!

El señor NAVARRO.- ¡Qué inconsecuente!

El señor LETELIER.-...hacia las platas para la minería. Entenderá, al igual que yo...

El señor PROKURICA.- ¡Pero no sacamos nada con aprobar esa ley!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Senador señor Prokurica, le ruego dirigirse a la Mesa. No sacamos nada con un debate de mala forma. Tratemos de escucharnos.

El señor PROKURICA.- ¡Pero que digan la verdad, señor Presidente!

La señora ALLENDE.- Espere su turno, Senador.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede proseguir, Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, lo que quiero dejar en claro es que esta oferta de recursos para las Regiones constituye una materia sobre la cual debemos legislar.



El Senador señor Orpis ayudó a construir un acuerdo. Valoro tremendamente el esfuerzo que hizo en su momento. Y no creo que ello diga relación con la reconstrucción. Tiene que ver con el compromiso original de la legislación sobre royalty.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, resulta bastante evidente que la tabla que se ha entregado -como muy bien explicó el señor Ministro-, y al margen de la invariabilidad (tema este último respecto del cual debe hacerse una discusión en conjunto y al que me referiré brevemente), es mejor que la situación actual.

El señor PROKURICA.- ¡Obvio!

El señor ORPIS.- ¡Por supuesto!

El señor WALKER (don Ignacio).- Entonces, uno tendría que admitir que la norma es un avance, por lo que no podríamos votarla en contra. Aún más, significa disponer de entre 600 y 700 millones de dólares para la reconstrucción. El señor Ministro añadió el compromiso del Gobierno de destinar 25 por ciento de esos fondos a las Regiones. Y, por supuesto, para los Senadores que representamos a las que son distintas de la Metropolitana, la propuesta es atractiva. Incluso añado un dato: la norma podría aumentar en 20 por ciento el Fondo Nacional de Desarrollo Regional.



Por lo tanto, aparentemente la proposición es muy atractiva y contiene un incentivo que implica un avance desde el punto de vista de la recaudación para la reconstrucción, del aumento de los fondos para las Regiones, etcétera.



Sin embargo -y esta es mi postura después de haber escuchado con mucha atención las diferentes posiciones- sinceramente estimo que es una mala política pública proponer una modificación legal como la que nos ocupa en el actual contexto del terremoto y de la reconstrucción. Es decir, el evidente beneficio que se nos ofrece no alcanza a compensar las implicancias que tiene.



Ya se ha dicho: esta propuesta no es un royalty, sino un impuesto específico a la gran minería. Por lo tanto, creo que, por su importancia y complejidad, debe atenderse, estudiarse, explicarse y legislarse en su propio mérito.



En síntesis, después de haber escuchado los pros y los contras, y sin perjuicio de valorar que aparentemente esto implica un avance, yo siento, pienso y afirmo, con mucha tranquilidad, que es un error del Gobierno plantear una modificación importante, necesaria y compleja en el marco de una coyuntura como el terremoto y de un proyecto de ley para la reconstrucción.



¿Por qué? Porque no tiene que ver con el régimen tributario de la gran minería del cobre, que es un tema de desarrollo nacional. ¡Esa es la larga discusión que debemos impulsar!



Quiero recordar que no nació de la Oposición o de la Concertación la idea de legislar a propósito de esta coyuntura, gravando, de la manera en que se sugiere, a la gran minería del cobre. 



Sinceramente estimo que el Gobierno ha abierto una caja de Pandora en que se vuelve a discutir todo, pero a propósito -insisto- de una coyuntura y de un proyecto que nada tienen que ver con el desarrollo nacional, sino más bien con los efectos derivados del terremoto.



La gran minería del cobre es un tema de larga data en nuestro país. El desarrollo económico nacional se encuentra en la médula del crecimiento de los últimos 60 años. Partió bajo el Gobierno de Gabriel  González Videla durante los años 1951 y 1952, con el nuevo trato, cuando el Estado de Chile procura obtener una tajada mayor, en beneficio del desarrollo nacional, con relación a lo que tributaban en ese entonces las grandes empresas transnacionales en la gran minería del cobre. Ello concluyó veinte años después, en lo que conocemos como la chilenización, en la época del Presidente Frei Montalva, y en la nacionalización -aprobada por unanimidad en el Parlamento-, en tiempos del Presidente Allende. 



Se trata de realidades que permanecen firmes como una roca, es decir, que gozan de una tremenda legitimidad hasta el día de hoy, al punto que nunca se ha intentado revertir por Gobiernos de distinto signo político.



Esta materia se vincula con un tema -y perdón por el paréntesis, por esta digresión- que también es complejo, que no es académico y que tiene implicancias políticas: el concepto mismo de invariabilidad. Lo dije en la Comisión de Hacienda el otro día y lo reitero acá -esto es para otra discusión, mucho más compleja-: la esencia de la democracia, la esencia de los parlamentos en la historia moderna, es “tributar”, es fijar tributos, para subirlos o para bajarlos. En eso consiste el desarrollo democrático moderno y el desarrollo del tema de la tributación.



No hay tributación sin representación. Así nacen los parlamentos.



Es cierto que la inmensa mayoría de los países en desarrollo -lo recordaba la Senadora señora Matthei el otro día- hemos tenido regímenes de invariabilidad. El decreto ley Nº 600, de 1974, durante el Régimen militar -bastante aislado internacionalmente y necesitado de atraer inversión extranjera-, crea un concepto de invariabilidad. En democracia, en 2005, bajo el Gobierno del Presidente Lagos, para los efectos del royalty -entre comillas-, se establecen doce años de invariabilidad. 



Pero esto es una anomalía, un asunto sospechoso. Hay una soberanía democrática, parlamentaria, que entra en tensión con el concepto de invariabilidad.



En síntesis, viendo y apreciando los avances que ello podría implicar desde el punto de vista de una recaudación de corto plazo (600, 700 millones de dólares), los progresos que significaría para las Regiones, yo creo que es harina de otro costal, que se ha de discutir en su propio mérito, con miras al desarrollo del país, y no en la coyuntura del terremoto y de la reconstrucción nacional.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, aun cuando signifique repetir algunos conceptos, pienso que es bueno establecer posiciones en esta materia.



En primer lugar, como se ha señalado -y adhiero totalmente a ello-, este tema no debiera haberse discutido en la coyuntura del proyecto de financiamiento para la reconstrucción. Me parece que un asunto tan delicado, que en el fondo implica consagrar un sistema tributario para los recursos provenientes del cobre, requiere debatirse a propósito de una ley separada. A lo mejor hubiera sido más conveniente para el país realizar un estudio profundo sobre el particular.



El otro día leía en los diarios que en Australia se estaba iniciando la discusión para establecer en el sistema tributario de esa nación el tipo de impuestos que debía aplicarse a la explotación de recursos naturales no renovables concesionados por el Estado a los particulares. Y se consideraba un tema de gran trascendencia, pues había que equilibrar la posibilidad de atraer y mantener inversiones con el resguardo del interés del país y un desarrollo sustentable. En definitiva, se le entregaba al Primer Ministro la facultad de llevar adelante este trabajo, con un año y medio de plazo para implementar una política que luego pudiera ser analizada por el Parlamento.



Yo creo que en nuestro país también se necesita esa discusión. Porque, cada vez que debatamos este asunto, todos y cada uno, con muy buenos argumentos, volveremos a plantear las mismas reflexiones. 



Por eso creo que este tema no debió haberse incluido en el presente proyecto. Pero está.



Con todo, debemos reconocer lo siguiente.



En esta parte del proyecto existen dos elementos: uno relacionado con la modificación del actual sistema de tributación, y otro relativo a la invariabilidad.



En cuanto a la escala de tasas, creo que se propone un buen mecanismo -hay que reconocerlo- en orden a que haya una tasa relacionada con el precio del cobre y con la rentabilidad del negocio de su explotación: a buenos tiempos, mejor participación del Estado; a malos tiempos, seguramente una participación garantizada para el Estado.



Ahora bien, ¿es buena esa escala? El sistema, sí. ¿Es lo que corresponde? Es en lo que todavía no hemos podido llegar a alguna conclusión. Se dice que implicará un mayor rendimiento. Yo no tengo por qué no creerle al Ministro cuando sostiene que así será, a pesar de que constituye algo voluntario. Espero que también se haya negociado para llegar a ese rendimiento. 



Pero, en verdad, se trata de un tema que requiere mayor discusión, mayor profundidad de conocimiento de datos y antecedentes, para ver si es realmente la modificación legislativa que se debe realizar.



La invariabilidad es otro tema. Efectivamente, en 2005 se establecieron doce años de invariabilidad. Ahora se están proponiendo ocho años adicionales. ¿Es conveniente hacerlo? 



Todo ello lo debiéramos haber analizado, no en el ámbito de este debate, sino en otra discusión.



Se lo dijimos al Ministro en la Comisión de Hacienda y se lo repetimos ahora en la Sala: valoramos los planteamientos que nos ha hecho para intentar acercar posiciones y ojalá lograr un acuerdo. No ha sido posible.



Por lo tanto, creo que la manera de mantener abierta alguna posibilidad de lograr un entendimiento es votar en contra de todas estas disposiciones, de modo que vayan a Comisión Mixta. Tal vez en el intertanto se alcance algún arreglo. Yo hubiera preferido que no fuera en dicha instancia, sino en el marco de un proyecto de ley específico que nos permitiera discutir en el país cuál es el sistema tributario que aplicaremos respecto de recursos naturales no renovables pertenecientes al Estado y concesionados a particulares, entre los cuales se encuentra, por supuesto, el cobre.



Por las razones expuestas, señor Presidente, votaremos en contra, esperando, como digo, que en la Comisión Mixta podamos lograr un acuerdo.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, precisamente por el curso del debate y por todos los motivos que se han dado, considero que hay que cerrar este capítulo hoy día. Porque lo único que genera esta discusión es mayor incertidumbre en un sector que representa el 20 por ciento del PIB, el 60 por ciento de las exportaciones chilenas, en el cual se van a invertir en la próxima década alrededor de 40 mil millones de dólares, y donde -y esto es lo más importante- las inversiones, además de ser cuantiosas, son a largo plazo.



Ahora, ante una petición hecha por la propia Oposición para financiar parte de la reconstrucción, el Ejecutivo nos propone no solo un mecanismo recaudatorio, sino zanjar el tema de manera permanente, pero con cambios conceptuales profundos.



Por eso creo que hay que cerrar el capítulo ahora. Lo contrario genera incertidumbre y justifica más que nunca la existencia de una invariabilidad, porque lo único que hacen los ruidos en este tipo de materias es entorpecer las inversiones.



Aquí, señor Presidente, se le está pidiendo al Gobierno y a la Alianza algo que la Concertación no fue capaz de hacer. A la Oposición se le está proponiendo el doble en lo relativo al impuesto específico. Y no logro entender que a un planteamiento que duplica lo establecido en la ley Nº 20.026 se le nieguen los votos. Me cuesta comprenderlo. Y además con un concepto distinto, porque el que tenía la Concertación en materia de impuesto específico era fijo: un 4 ó 5 por ciento, dependiendo de si se trataba de proyectos nuevos o de si se incorporaban voluntariamente. Es decir, una propuesta llevada al doble hoy está siendo rechazada.



Pero no solo eso. Aquí también hay un cambio profundo. ¿En qué sentido? El mecanismo se asocia a ciclos. En la actualidad, considerando los precios del 2008 o los de este año y con la tabla propuesta, estaríamos en torno al 8,5, 8,7 u 8,8 por ciento; o sea, el doble de la tasa que existe en estos momentos.



De ahí que me cuesta entender que, estando involucrado este nivel de inversiones, habiendo un cambio sustancial en los conceptos que significa llevar al doble el impuesto específico, ahora se termine negando los votos.



Además, señor Presidente, quisiera abordar el tema de las Regiones.
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Esto es lo que distribuía el Gobierno anterior. Pero, al margen de tal distribución, deseo colocar especial hincapié en lo siguiente.



En las Regiones se repartía una miseria, porque era mínimo. Y las más perjudicadas eran precisamente las mineras, donde se originan los recursos.



¡Eso es lo que se estaba entregando hasta ahora! 



¡Eso es lo que se entregó, señor Presidente, en el Gobierno anterior! 



¡Y eso es lo que el Ministro de Hacienda propone cambiar a partir de ahora, para pasar a distribuir el 25 por ciento de lo recaudado!



Porque las cifras que aparecen en el cuadro son las que asignaba la Ley de Presupuestos, muy inferiores a dicho porcentaje.



Yo me alegro, señor Presidente, de que se le haya colocado urgencia al proyecto. ¡Esto no se puede seguir legislando vía Ley de Presupuestos, que es discrecional!



Eso fue lo que hicieron los Gobiernos anteriores. Nunca se quiso legislar verdaderamente a través de una normativa permanente, que es la que obligaría de manera efectiva a tal distribución.



Creo que cometeríamos un error político de gran envergadura si no cerráramos este asunto ahora, cuando se lleva al doble lo que existe hoy día y se permite una recaudación sustantiva y permanente. 



En cuanto a la invariabilidad, que tanto se cuestiona, cabe destacar que será voluntaria y que solo se podrá incorporar a ella a contar del 2018, a partir de la nueva tabla; no de la del 4 ó 5 por ciento, sino de aquella que ahora se plantea, que reconoce ciclos.





Por lo tanto, yo advierto una tremenda incoherencia en la postura que ha adoptado la Concertación. Porque se propicia una mejoría sustancial en un sector que necesita seguridad y certeza para que se inviertan 40 mil millones de dólares, cifra que representa el 20 por ciento del PIB chileno y el 60 por ciento de nuestras exportaciones.



Dada esa sensibilidad, señor Presidente, creo que los capítulos hay que cerrarlos responsablemente y de manera definitiva.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, no quiero repetir lo expresado por el Senador señor Orpis. 



Claramente, las cifras dejan en evidencia que hay una tremenda incoherencia en esta materia.



 Quiero recordarles a Sus Señorías que la historia de las Regiones mineras y de las Regiones en general es muy dura. Le hemos entregado todo a Chile y hemos recibido poco o nada del Gobierno central.



Primero fue la plata de Chañarcillo y Agua Amarga; después, el salitre; ahora, el cobre y el hierro. 



¡Sesenta por ciento de nuestras exportaciones!



El año 2005 aprobamos, con el voto del Honorable señor Cantero y el mío -lo he repetido y lo seguiré repitiendo hasta el cansancio, Senador Letelier-, un royalty...

El señor LETELIER.- ¡Impuesto específico!

El señor PROKURICA.- ... de 4 por ciento, como se ha explicado aquí, conforme a lo acordado con las autoridades del momento. 



Recuerdo que el Ministro de Hacienda se sentó a mi lado y me dijo: “Parte importante de los recursos irán a las Regiones mineras.” Le pregunté si ese era el compromiso y me contesto que sí.



¡Nunca llegó un peso!

El señor LETELIER.- Estoy de acuerdo.

El señor PROKURICA.- ¡Eso es lo que ocurrió!



Lo curioso, señor Presidente, es que ahora que el Gobierno propone un alza del royalty,...

El señor ORPIS.- ¡Al doble!

El señor PROKURICA.- ... al doble, y especialmente la destinación de un 25 por ciento de lo recaudado a las Regiones, los Senadores de Regiones y de las zonas mineras han señalado que votarán en contra. 

El señor LETELIER.- ¡Queremos más!

El señor PROKURICA.- ¡No entiendo nada, señor Presidente! 



Dicen que es poco. ¡Pero si el royalty que mandaron ustedes y que el Senador Cantero y yo votamos a favor era menos! ¡Y no llegó nada a las Regiones, ni siquiera a las mineras!



Francamente, no entiendo nada.



Algunos Honorables colegas afirman que la culpa no es de la Concertación, pues se rechazó un proyecto de royalty, y que los recursos de este, que es un impuesto a la renta, entonces no se podían entregar.



¡No, señor Presidente! ¿Sabe qué? Seamos justos. Digamos la verdad. ¡En la Concertación no hubo ningún interés en entregar a las Regiones recurso alguno de lo recaudado por concepto del royalty!



Y voy a poner un ejemplo que grafica de cuerpo entero lo que fueron los 20 años de la Concertación con las Regiones mineras.



Aprobamos también la denominada “Ley de patentes mineras”, en beneficio de las Regiones con ese carácter. 



¿Qué hicieron durante 15 años? 



Yo espero, señor Ministro, que esto se corrija. 



La recaudación iba a ir: 70 por ciento, en beneficio de las Regiones mineras, y 30 por ciento, en favor de las comunas donde se hallan ubicados los yacimientos.



¿Sabe qué hacían los Ministros de Hacienda de la época, señor Presidente? Cuando había que mandar los recursos del FNDR, les descontaban tales recursos a las Regiones mineras.



¿Esa es la actitud que se tiene con ellas?



No puedo entender que, frente a lo planteado por el actual Gobierno, que viene recién asumiendo y que se ha comprometido a entregar el 25 por ciento de lo recaudado, a aumentar el royalty, a establecer una invariabilidad tributaria por un tiempo menor del fijado anteriormente, ahora se diga que no, que esto es poco dinero.



¡Pero si no nos han entregado nada, señor Presidente!



Es más, el último argumento esgrimido -ya francamente “digno de Ripley”- es que este no es el momento para discutir el tema. 



¿Cuándo es el momento, señor Presidente?



Yo me alegro de que el actual Gobierno, recién asumido, esté cumpliendo con sus compromisos. ¡Si este fue un compromiso del Presidente Piñera en el sentido de que parte de los recursos recaudados por el royalty se distribuirían a las Regiones mineras!



Yo no entiendo lo que está ocurriendo, señor Presidente, porque votar en contra de la norma significa rechazar el aumento del 20 por ciento de los recursos que hoy día están recibiendo las Regiones y rechazar también 600 millones de dólares de recaudación, de los cuales al menos el 25 por ciento iría a las Regiones mineras, que tanto lo necesitan.

La señora ALLENDE.- ¡A todas las Regiones, señor Senador, no solo a las mineras! ¡Pregúntele a sus Ministros!

El señor PROKURICA.- ¡Francamente, señor Presidente, no los entiendo!



Yo creo que alguna razón debe haber para que tengan una actitud contraria a lo propuesto, que no puedo entender, y que la gente de las Regiones, especialmente de las mineras, tampoco entenderán.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, valoro y comprendo el entusiasmo de los parlamentarios de la Derecha frente a la propuesta de su Gobierno. Me parece bien y habla de un espíritu oficialista que es lógico que exista. Pero sería bueno mirar las cosas con un poco más de cuidado, ya que la cifra de 600 millones de dólares, que al menos el Senador Prokurica considera tan impactante, es la única recaudación desde el 2010 hasta el 2025 por tal concepto. Es la recaudación de dos años, porque la invariabilidad empieza a regir a partir de la dictación de la ley y hasta el 2025.



Por cierto, los otros impuestos ya están aprobados.

La señora MATTHEI.- ¡No ha entendido nada!

El señor ESCALONA.- Estoy hablando de los méritos que se le atribuyen a este cuerpo legal, no del impuesto a la renta, que ya existe, ni del tributo por retiro de utilidades, que también ya existe. 



Estoy hablando de lo que se agrega ahora.

La señora MATTHEI.- ¡Está equivocado! ¡No ha entendido nada!

El señor ESCALONA.- Lo que se agrega ahora son 600 millones de dólares. Si los dividiéramos por dos años, serían 300 millones. Y si estos los dividiéramos por 15, serían 20 millones. O sea, al final, esta suerte de euforia que se ha apoderado de los parlamentarios del oficialismo es por una cantidad bastante irrisoria,...

La señora MATTHEI.- ¡Pero si son 5 mil 500 millones!

El señor ESCALONA.- ...que no guarda ninguna relación, por ejemplo, con el recorte de 730 millones de dólares que ya tuvo el Presupuesto del país hace algunos meses.

El señor ROSSI.- En las mismas Regiones.

El señor ESCALONA.- Por lo tanto, en rigor, hablemos de lo que estamos tratando.



Por esa razón los Senadores de la Concertación no hemos concurrido al respaldo de la invariabilidad, ya que establece una inmutabilidad hasta el año 2025.



En consecuencia, quiero manifestar a los parlamentarios de Gobierno que acepten que en esta materia tenemos una diferencia.



Los Senadores de la Oposición entendemos que no estamos en condiciones, no nos sentimos autorizados, de comprometer, en virtud de esta modificación y recaudación, una decisión legal e institucional que se prolongará hasta el año 2025.



Eso es.



En múltiples ocasiones, por un motivo económicamente similar -a veces, inferior; otras, superior-, ha surgido una discrepancia al legislar.



Siento que no hay argumento alguno de fondo para cuestionar de la manera en que se hace una decisión de esta naturaleza. Porque, efectivamente, de aquí al 2025 habrá transcurrido un tiempo demasiado largo en que no se va a legislar al respecto. 



En consecuencia, los parlamentarios de la Concertación entendemos que el país deberá ponerse de acuerdo en un pacto tributario que permita abordar estos asuntos de fondo en un clima apropiado y sin solicitar, como en el caso del aumento que propone esta disposición, un margen de tiempo de 15 años, que va mucho más allá de la duración de la actual Administración y que compromete los destinos de cuatro gobiernos sucesivos, es decir, al menos hasta el que asumiría la conducción de la nación el año 2026.



Considero enteramente comprensible nuestro argumento.



Sin embargo, felicito a los parlamentarios de la Alianza, quienes sí se sienten en condiciones de hacerlo.

La señora MATTHEI.- ¡Es que comprendemos el proyecto!

El señor ESCALONA.- En verdad, los felicito.



Se sienten con una autoridad, con una prestancia, con una mirada de futuro, con un control de sí mismos y con una euforia tal...

La señora MATTHEI.- ¡Porque entendemos la iniciativa!

El señor ESCALONA.-..., que los habilitan para legislar hasta el año 2026.



¡Está muy bien! ¡Felicitaciones!



Pero creo que eso significa arrogarse una facultad que va mucho más allá del período parlamentario para el cual se fue elegido, aun cuando uno haya sido electo en los últimos comicios.



No obstante, de todas maneras, hay que tener harta personalidad para legislar de esa forma: comprometiendo los destinos de generaciones futuras con decisiones que legítimamente -por lo menos, los parlamentarios de la Concertación así lo entendemos- deberían adoptarse por el Parlamento que corresponda en el momento adecuado. 



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Minería.

El señor GOLBORNE (Ministro de Minería).- Señor Presidente, con toda humildad y sin ninguna soberbia, trataré de explicar nuevamente el fondo en materia tributaria.



Producto del proyecto de ley que presentamos, el país va a recibir recursos al menos iguales a los que recauda hoy a partir de 2018. Y, dependiendo del precio del cobre, probablemente esos dineros podrían aumentar al doble en escenarios futuros.



Pero desde 2018, incluida la invariabilidad establecida hasta 2017, esta nueva ley en proyecto debiera entregar recursos adicionales al Fisco. El monto dependerá de los precios que veamos en ese minuto, ya que la esencia de esta normativa -como expliqué- es que exista una tasa variable en función de los ingresos. Con los precios actuales, a partir de 2018 se recaudaría prácticamente el doble de recursos.



Para el período 2010-2017, independiente de los debates que se produzcan y de los proyectos de ley que se formulen -a menos que estos últimos violen los contratos suscritos por el Estado de Chile, lo cual probablemente implicaría demandas en tribunales internacionales y situaciones por el estilo-, no existe forma alguna de establecer un impuesto que recaude más de lo que estamos recibiendo hoy.



Quiero dejar claro eso.



Lo que estamos diciendo es que, dado que no existe una forma legal -sin expropiar ni violar contratos firmados- para que las empresas que mantienen contratos con el Estado de Chile contribuyan a la reconstrucción y paguen más impuestos en este ciclo positivo que están viviendo, proponemos una alternativa en los artículos transitorios, en orden a que haya una voluntariedad a cambio de un período de tranquilidad basado en el nuevo esquema, lo cual va a significar más recaudación para el Fisco.



Deseo dejar despejada esa situación, y nuevamente explicar que rechazar esta materia significaría dejar de recibir, al menos, 700 millones de dólares netos -la cifra bruta es bastante mayor- durante los años 2010 y 2011, que resultan necesarios para financiar la reconstrucción del país.



Por eso implementamos esta idea de la voluntariedad a cambio de una extensión de tranquilidad, a fin de que la industria minera pueda invertir adecuadamente.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, solo quiero aclarar un par de conceptos, que se unen a lo señalado por el Ministro de Minería y que, de alguna manera, responden otras inquietudes manifestadas.



En primer término, para ser muy precisos, hemos planteado que el 25 por ciento de los dineros extras que se recauden con la aprobación de este aumento del royalty vayan a las Regiones del país.



Junto con eso, hemos expresado nuestra voluntad de acelerar la discusión sobre el Fondo de Innovación para la Competitividad, que otorga un beneficio especial a las Regiones mineras.

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Ahora, hemos formulado esa proposición -y quiero ser muy preciso al respecto-, porque no ha sido nuestro interés, como se ha sugerido, comprar a nadie.



Planteamos la posibilidad de lograr un acuerdo en beneficio de Chile y de sus Regiones. Tal es el sentido de cualquier discusión que persigue acercar posiciones. Eso es lo que hemos buscado.



Me alegro de que nuestra disposición a alcanzar un acuerdo y nuestros planteamientos fueran bien recibidos por la gran mayoría de los parlamentarios con que hemos interactuado, tanto de la Coalición por el Cambio como de la Oposición. Y eso lo valoro.



Por eso, el que de alguna manera fuéramos aludidos en cuanto a que nuestro planteamiento molestó a algunos de los parlamentarios presentes no nos parece que corresponda a lo que escuchamos de parte de la Oposición.



En relación con la invariabilidad, concuerdo con lo planteado por el Senador Escalona en el sentido de que no hay duda de que resulta una materia opinable lo referente a si es el momento de discutir el problema; a si la invariabilidad es conveniente o no, o el plazo de esta.



Incluso se ha llegado a aludir a la invariabilidad como un problema que pone en juego nuestra autonomía, nuestra autodeterminación y la posibilidad de fijar impuestos, opiniones todas muy respetables. 



Pero lo que yo no logro entender -quiero ser bien franco- es por qué esta situación no se planteó en la discusión del 2005 cuando se establecieron 12 años de invariabilidad. Esa parte, simplemente, no la he podido comprender. Entiendo todo el resto. Es un tema nada más que de consistencia entre un planteamiento y otro. 



Básicamente quería aclarar ese punto.



Por último, se habló de un cambio en las reglas del juego, aspecto que también ha sido tocado durante el debate. 



Debo dejar en claro que aquí no hay ningún cambio en las reglas del juego. ¿Por qué? Porque nosotros estamos respetando plenamente los contratos existentes y proponiendo un régimen alternativo al cual se accede en forma estrictamente voluntaria.  Y eso no constituye ningún cambio en las reglas del juego.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, el impuesto específico a la minería, como varios señores Senadores han señalado aquí, fue aprobado el 2005, bajo el mandato del Presidente Lagos. 



Lo concreto es que su aprobación fue difícil. Prueba de ello es que, si no hubiera sido por los votos de los Senadores señores Cantero y Prokurica, no sería ley. 



De hecho, ninguno de los parlamentarios que votaron en ese entonces, que están sentados en las bancas de enfrente, lo aprobaron en esa oportunidad. Eso demostró que era una iniciativa que generaba ciertas resistencias. Y, además de la Oposición, hubo resistencia por parte de la gran minería del cobre, de las grandes empresas, que se opusieron a este tributo. Y ese fue el resultado.



Entonces, cuando alguien pregunta: ¿por qué no se pudo ser más ambicioso? ¿Por qué no me explico? ¿Por qué solamente 12 años y una tasa de 4 ó 5 por ciento para el que no se sometiera a aquella? Es muy sencillo: porque no había más espacio político que ese. Así de simple. Lo mismo ocurre, por ejemplo, cuando no se cuenta con los votos para aprobar determinada materia. ¿Por qué no se puede aprobar? Porque no están los votos.



Entonces, quiero hacer presente al señor Ministro de Hacienda que es preciso remitirse a lo que ocurría en este Hemiciclo el 2005, en que ninguna de las personas que se hallan aquí al frente apoyaron el proyecto, como tampoco lo hicieron las grandes empresas mineras, las que hoy, cuando se va a establecer un nuevo impuesto específico, están calladitas. Parece que no les molesta el tributo que viene. Me imagino que será porque es voluntario. ¡Claro: si no me gusta, no me sumo! ¡Ah! ¡Pero si es bonito y atractivo, lo compro altiro!



Tengo la impresión de que el año 2005 también era voluntario. ¡Y harto que reclamaron! ¿Saben por qué? Porque el aspecto de fondo que se debate aquí es el precio de la invariabilidad. Y ese precio, por 600 millones de dólares, es poco o nada.



¡Esa es “la firme”! ¡Eso es lo que está en discusión!



Digamos las cosas como son: vamos a recaudar 600 millones por dos años, pero hasta el 2017 no va a entrar ni un dólar adicional. 



Señor Presidente -y pido que me corrija el Ministro de Minería o el de Hacienda-, al margen de lo que se recaude en los años 2011 y 2012, no ingresará un solo dólar adicional hasta esa fecha.



Se ha dicho mucho aquí que este debate genera daño y preocupación en la industria minera. Efectivamente, no cabe duda de que puede haber algún minero preocupado, pero esta discusión la puso la actual Administración. Y la responsabilidad completa de colocar este tema en la agenda 7 años antes la tiene un solo autor: el Gobierno de Chile.

El señor CHADWICK.- El terremoto.

El señor LAGOS.- ¡No, señor Senador! El Gobierno de Chile. 



Luego entraré a tratar lo relativo al terremoto, Honorable señor Chadwick.



En consecuencia, sí, es un sector importante de la minería. Pero si el Gobierno procura debatir e introducir una modificación en una materia muy sensible a través de la puerta trasera, por la puerta de la cocina, no nos parece aceptable. Y yo no voy dar mi voto.



Además, si lo que se pretende es recaudar 600 millones de dólares y, al mismo tiempo, darles 150 millones de dólares -quiero que me ayude el señor Ministro de Hacienda-, ¿no sería posible recaudar lo mismo manteniendo el impuesto de primera categoría en 18,5 por ciento por dos años más? De ese modo, recaudaríamos una cifra exactamente igual: 600 millones de dólares más lo que se requiere para las Regiones.




Por consiguiente, no es un asunto de platas. Porque para rescatar 600 millones de dólares está el Fondo de Estabilización Económica y Social (FEES). ¡Endéudese afuera! En vez de emitir un bono soberano por 1.500 millones de dólares se puede colocar uno por 2.000 millones de dólares. Y, además, la Ley de Presupuestos permite endeudarse hasta por 4.000 millones de dólares.



Entonces, nuevamente el tema de fondo no son los 600 millones de dólares, sino que aquí, a partir de la excusa del terremoto, se quiere legislar sobre una materia mucho más delicada.



Como soy optimista, creo que esta propuesta se va a rechazar. Y, en consecuencia, vamos a tener la oportunidad de discutirla en una Comisión Mixta, si el Gobierno lo estima pertinente.



No obstante, mi deseo es que este punto se debata en su mérito, sin pasiones. Si ahora están convencidos quienes votaron en contra, si hoy el Gobierno considera que es una buena herramienta, ¿cuál es la necesidad de empujarla a todo evento para recaudar 600 millones de dólares?

De aquí al 2017 solo ingresará lo que se recaude a través de la “tablita” durante los dos primeros años, estimación que el Gobierno cifra en 600 millones de dólares. El señor Ministro de Minería, que es optimista -me gusta eso-, me señala que son 700 millones. Entonces, por 700 millones de dólares, ¿para qué adelantar una discusión que nadie ha querido?



Es decir, el tema de fondo es que me convenzan de que hoy es el minuto para debatir sobre la invariabilidad, no obstante que nadie lo ha pedido ni es necesario, porque contamos con los recursos para la reconstrucción.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, me dio mucha risa escuchar al Senador Escalona decir que había que tener mucha “pachorra” de parte nuestra para defender al Gobierno. Pero yo creo que mayor “pachorra” se requiere para hablar con tanta firmeza y en forma tan equivocada. 



Porque, al parecer, después de casi cinco exposiciones que han efectuado los señores Ministros de Hacienda y de Minería, el Senador Escalona todavía no entiende que la tabla se aplica a partir del 2018 y no del 2025. 



En consecuencia, de aquí al 2025, no son 700 millones de dólares los que se recaudan, sino que desde el 2018 al 2025, con una producción y con precios como los que hoy se observan, son 3.200 millones de dólares adicionales. Y si la producción aumenta, serían prácticamente 5.000 millones de dólares, además de los 700 millones de ahora.



Entonces, la verdad es que no estamos hablando de 700 de millones de dólares, sino más bien de 5.700 millones de dólares de aquí al año 2025. 



Eso es lo primero que quiero señalar.



En segundo término, debo precisar que yo voté en contra del impuesto específico a la minería. Y lo hice porque en mi Región sufre mucho la economía cada vez que el precio del cobre se derrumba. Se desploma el comercio, el transporte, etcétera. Y lo hemos vivido varias veces.



Por eso, yo siempre he pensado que lo que importa en un tributo a la minería -me da lo mismo que se llame royalty o impuesto- es que recaude. Esto es como decía Deng Xiao Ping: “no importa el color del gato, lo importante es que cace ratones”.



Entonces, toda esta discusión sobre si es un royalty o si es un impuesto específico, me da un poquito lo mismo.



No obstante, debo señalar que voté en contra en esa oportunidad, porque al entonces Ministro de Hacienda nunca -¡nunca!- le creímos, dado que jamás quedó por escrito que esa plata iba a ser para las regiones mineras. 



Las regiones mineras necesitan diversificar su producción. Porque no es admisible que cada vez que disminuye el precio del cobre, se derrumbe toda la economía de aquellas.



Por eso, nosotros pedíamos la construcción de más embalses, de más caminos, de más infraestructura pública, para poder diversificar la producción.



Tuve razón en no creerle, porque efectivamente nunca llegó un peso a las regiones mineras, en circunstancias de que ese impuesto se había establecido para ir en ayuda de ellas, dado que en ese momento se encontraban sufriendo justamente la debacle económica después de tantos períodos de precios bajos.



En tercer lugar, señor Presidente, quiero señalar que el Senador Lagos dijo: “Aprobaremos todos los recursos para la reconstrucción.” ¡Falso, pues! ¡Están negando esto!

El señor LAGOS.- Esto no es para la reconstrucción: ¡es para comprar la invariabilidad!

La señora MATTHEI.- ¡Los 700 millones de dólares se hallan dentro de lo que necesitamos, y con urgencia, para la reconstrucción! ¡Y ustedes los están negando!



Requerimos con urgencia esos 700 millones de dólares. Y, desgraciadamente, la única forma de obtenerlos es ofreciendo algo a cambio. Además, ya hay invariabilidad tributaria.



Por otra parte, señor Presidente, estoy perpleja. Porque todo el mundo dice que la tabla se encuentra bien pensada; que el concepto es razonable; que mientras más alto sea el precio del cobre Chile ganará más. Y todo el mundo entiende que para tener inversión de largo plazo en un país no desarrollado como el nuestro debe existir invariabilidad. Ninguna nación no desarrollada del orbe deja de dar garantías de invariabilidad a las empresas mineras, justamente por el largo tiempo de sus inversiones.



La verdad, señor Presidente, es que no se han referido a ningún problema del proyecto presentado por el Gobierno.

El señor LAGOS.- ¡Cómo que no! ¿Y la invariabilidad?

La señora MATTHEI.- Solo han dicho: “¡No es el momento!”.



Lo cierto es que requerimos ofrecer la invariabilidad, de la misma manera como la ofreció el padre del Senador Lagos el año 2005.

El señor LAGOS.- El Presidente.

La señora MATTHEI.- Sí: el Presidente Lagos, ¡su papá...!



El Senador Escalona dice que debemos de tener “pachorra” para estar otorgando invariabilidad.



¡Perdón!



¿Y qué dieron ellos el año 2005, señor Presidente? ¿No fue lo mismo, ¡por doce años!?



Nosotros queremos extenderla por ocho. Ustedes la otorgaron por doce.



Señor Presidente, no hay ningún argumento de fondo para votar en contra.



En segundo lugar, le están negando los recursos a gente afectada por el terremoto y que no tiene cómo sobrevivir. Necesitamos con urgencia 700, 800 ó 900 millones de dólares -de acuerdo a cuáles sean los márgenes- para los próximos dos años.



Y ustedes solo pueden decir: “¡No es el momento!”.

El señor NAVARRO.- Mal argumento.

El señor COLOMA.- ¡Muy bueno!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, por cierto, lo acalorado, lo complejo, lo rudo del debate, en particular cuando se enfrenta una materia tan sensible como la referida al cobre y las grandes inversiones mineras, tiene, según manifesté al inicio, el punto de tope en la invariabilidad.



Desde el primer día expresé: “Voy a votar a favor de todas las iniciativas del Gobierno, con excepción de la concerniente a la invariabilidad”. Y espero mantener esa posición.



Porque, en definitiva, aquello no estaba en el Programa de Gobierno de Piñera ni en el de Frei. En otros, sí.



Por tanto, claramente, este punto tiene un triple cerrojo.



Primero, un Gobierno de Derecha como el actual no volverá a reponer lo relativo al aumento de impuestos a las empresas mineras.



Segundo, claramente, la Concertación no lo incluyó dentro de su Programa.



Y, tercero, creo que fijar la invariabilidad hasta el 2025 es abusivo, un poquito obsceno, tremendo.



Por cierto, la tabla que se nos plantea, que es voluntaria, constituye un avance: posibilita aumentar los impuestos sin incrementar la invariabilidad; por tanto, es más de lo que tenemos.



La clave está en que, si es voluntaria pero no existe el incentivo de la invariabilidad, las empresas mineras se van a quedar con el sistema actual. Y eso significa cero aporte.



Señor Presidente, deseo preguntarle al Ministro Larraín si es factible continuar con este asunto en Comisión Mixta, más allá de lo planteado en el proyecto de ley. Porque esa instancia constituiría una segunda alternativa, de rechazarse el paquete del royalty o impuesto específico. De modo que ella es una oportunidad para avanzar.



Yo siento que aquello es posible.



Votaré, pues, en contra de la invariabilidad. Me parece que duplicar el impuesto específico es notable. Se ha terminado con un dogma. Es un golpe a la cátedra que un Gobierno de Derecha establezca impuestos. Y ello es valorable.



Sin embargo, aquí se ha hecho un planteamiento respecto al cual desde el inicio señalé la imposibilidad de aceptación. Porque “amarrar” a cuatro Gobiernos es un exceso.



En consecuencia, si aún existe capacidad de negociación, analicémoslo.



Señor Ministro, ¿es factible o no avanzar en Comisión Mixta?



Reitero: me pronunciaré en contra de la invariabilidad. Estimo que, a pesar del rechazo, es factible llegar a acuerdo. Porque el país necesita recursos. Y no creo que, de perderse la proposición pertinente, no tengamos de dónde sacar los 700 millones de dólares. Los vamos a conseguir. Será más difícil. Sin embargo, ello significará un traspié que nos llevará a un enfrentamiento.



Conversé con el Senador Sabag -ambos somos de la Región del Biobío, fuertemente afectada-, y nos hemos esforzado por hacer que lo que se ha planteado sea coherente con la posibilidad de que el Gobierno avance.



Los Senadores Prokurica y Cantero han mostrado coherencia; es efectivo: votaron en contra de la Derecha en el proyecto del royalty. Pero los Gobiernos de la Concertación no entregaron ni un peso a las Regiones. Tuvimos largas conversaciones sobre el particular en el Ministerio de Minería, pero eso no se corrigió.



Ahora se ha planteado un protocolo de acuerdo respecto al 25 por ciento para las Regiones.



Yo no creo en los protocolos, señor Presidente, pues no se cumplen. No los respetaron los Gobiernos de la Concertación. Y ahora nos asiste el legítimo derecho a dudar de que la actual Administración pueda honrarlos.

El señor PROKURICA.- ¡Va a quedar por escrito en la ley!

El señor NAVARRO.- Por lo tanto, es indudable que se requiere plata para las Regiones.



Reitero: voy a votar en contra de la invariabilidad.



Señor Ministro, de caerse estas tres normas, ¿hay posibilidades de llegar a un acuerdo en Comisión Mixta?



Estoy dispuesto a cambiar mi criterio si existe acuerdo para avanzar en esa instancia.



He dicho.



¡Patagonia sin represas!

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿El señor Ministro desea referirse a las preguntas que se le han formulado?

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Sí, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, tiene la palabra.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, quiero recordar que el Gobierno, en aras de conseguir un acuerdo, ha flexibilizado su posición aumentando el piso de la tabla a 4 por ciento, en forma de garantizar que jamás se recaude menos que hoy.



Se han comprometido recursos para las Regiones; se ha hablado de ello en el marco de la ley en proyecto.



Ahora, debo manifestar que estamos abiertos a conversar. Pero aquí hay un principio muy importante.



Supongamos -voy a decirlo hipotéticamente- que se alcance un acuerdo según el cual se elimine la invariabilidad y se deje la tasa. En tal situación no habría nadie que optara, porque este régimen es voluntario. Podemos poner lo que queramos en el papel. Pero, al final, necesitamos que las empresas, voluntariamente, elijan el nuevo sistema.



¡Eso hay que entenderlo!



No tenemos ningún elemento para implantar el régimen en comento de manera coercitiva. Debe ser voluntario. Y, como es voluntario, debemos considerar un esquema que resulte atractivo para las empresas.



Cuando propusimos ante el país el esquema del royalty, que ha sido largamente debatido -aquí se dijo que se actuó con mucha premura; pero llevamos harto tiempo discutiendo esta materia, que se planteó hace aproximadamente dos meses-, nos acercamos a hablar con las empresas mineras, que en las conversaciones -estas fueron guiadas por el Ministro de Minería, aquí presente- expresaron buena disposición a participar voluntariamente en el esquema sugerido.



No tenemos claro si las referidas empresas -porque no hemos vuelto a conversar con ellas-, frente a un cambio en las condiciones, seguirán dispuestas a participar.



Es muy importante tener presente esto en el momento de la discusión: no solo es preciso que nos pongamos de acuerdo nosotros; al final, necesitamos que las empresas participen en el sistema para que podamos conseguir los efectos que estamos buscando.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, he escuchado atentamente todo el debate, y en algún momento pensé que me había equivocado de Orden del Día.



Porque en el primer lugar de la tabla de esta sesión figura el proyecto de financiamiento para la reconstrucción de nuestro país. Y después no hay ninguna iniciativa que diga relación a la invariabilidad. Solo se habla de la reconstrucción.



Esa es la urgencia; ese es el llamado que nos hace hoy el país; esa es la premura con que debemos abordar la materia, pero no con una mirada que a ratos hace pensar en un gallito político destinado a ver si se gana por uno, dos o tres votos.



Porque mañana los titulares de todos los medios de comunicación dirán que aquí hubo un gallito político sobre una situación puntual: la invariabilidad tributaria para las mineras, que se plantea dentro de la iniciativa sobre reconstrucción.



En la Comisión de Hacienda le pregunté al Ministro: “¿Hay alguna posibilidad de retirar del proyecto la invariabilidad?”. ¡No! “¿Hay posibilidad de hacer algún cambio?”. ¡No!



Por lo tanto, estamos frente a una realidad: hablar de la reconstrucción de nuestro país.



Con mucha franqueza, señor Presidente, quiero volver a señalar algo que dije en algún momento, en otra oportunidad: me siento con la más absoluta libertad para volver a votar en conciencia.



La misma libertad les pido a los Senadores Navarro y Sabag, quienes han manifestado insistentemente que se hallan dispuestos a respaldar el proyecto de reconstrucción, para que respondan esta interrogante: ¿están dispuestos a respaldarlo en su integridad o solo en un porcentaje?



¿Qué ocurre -es la pregunta que cualquier ciudadano se hace hoy- si votamos en contra de este artículo? Simplemente, las empresas mineras no dan un centavo. Se deja de percibir 600 ó 700 millones de dólares. 



¡Y es así!



Más allá de que la iniciativa vaya a un tercer trámite; más allá de la Comisión Mixta, este va a ser un gallito político que el país seguirá presenciando y que en nada contribuirá a solucionar el problema de la reconstrucción.



¡Esa es la única verdad! 



Señores Senadores: ¡Voten con libertad! ¡Voten por una cuestión regional! ¡Voten por una cuestión de consecuencia! ¡No voten por presión política! ¡No voten porque hoy día lleguen aquí más o menos señores a presionar el voto!



Yo lo viví personalmente. Sé lo que significa; sé lo que se siente.



Con esa misma libertad, señor Presidente, quiero hacer un llamado a zanjar esta materia.



Coincido en que hay un problema que enfrentar: los impuestos de las mineras. ¡Claro que tenemos que discutirlo! 



¿Pero desde cuándo se aplica la famosa invariabilidad? Desde el año 2005.



¡El agua tibia no se inventó hoy día...!



Reitero: la invariabilidad se creó el año 2005. ¿Y qué se ha hecho hoy? Procurar que exista una flexibilización para que podamos, no solo aportar a la reconstrucción 600 ó 700 millones de dólares, sino además destinar a todas las Regiones, como país unitario, 25 por ciento de los excedentes que generen las utilidades.



Estamos hablando de tener, según la proyección efectuada, más del doble de ingresos por concepto de impuestos a la gran minería.



Entonces, votar en contra simplemente significa que hay una instrucción para ver cuáles son las fuerzas políticas de Chile, pero no una preocupación por lo que en este momento vive el país.



Hoy día llueve, y la gente -más allá de la alegría que nos dio el triunfo de Chile en el Mundial de Fútbol, la cual dura algunas horas o un día- choca con la realidad: casas anegadas, mediaguas de veintitantos metros cuadrados, necesidad urgente de reconstruir la vida.



He dicho.

La señora MATTHEI.- ¡Muy bien!

El señor COLOMA.- ¡Bravo!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, ha sido lenguaje común de todos los sectores políticos el de que quienes tienen más aporten más para la reconstrucción del país tras el terremoto y el maremoto del 27 de febrero último.



¿Alguien abriga alguna duda en cuanto a que entre quienes tienen más se encuentran las grandes empresas mineras de Chile? Obviamente, están entre ellos.



Señor Presidente, estoy seguro de que, si no se hubiesen incluido estas disposiciones en el proyecto de ley, se habría dicho: ¡Cómo es posible que a las empresas mineras, que son las que más ganan, las que tienen los mayores capitales, no se les haya pedido ningún esfuerzo adicional de aporte a la reconstrucción! 



¡Ese habría sido el discurso!



“Palos porque bogas, palos porque no bogas”.



Aquello me parece francamente incoherente.



En mi concepto, las mineras deben aportar más precisamente porque se hallan entre quienes más tienen.



Eso, en primer lugar.



En segundo término, aquí se habla de que la invariabilidad es una pérdida de soberanía.



Claro que lo es: primero lo fue desde el 2005 al 2017 y ahora lo sería del 2017 al 2025.



Sin embargo, Honorables colegas, cada vez que hemos aprobado un tratado de libre comercio, ¿no ha significado acaso una pérdida de la soberanía? ¿No hemos tenido que, a raíz del MERCOSUR, derogar ni más ni menos que nuestra ley sobre bandas de precios? ¿No nos hemos visto imposibilitados de poner salvaguardias ante una manifiesta competencia desleal que tiene arruinada a la agricultura del sur? 



Entonces, hablemos con coherencia. No será esta la primera oportunidad -y estoy seguro de que no será la última- en que renunciaremos a la soberanía que el pueblo nos entrega cuando nos elige. Porque -insisto- cada vez que aprobamos un tratado de libre comercio lo que hacemos esencialmente es renunciar a parte de esa soberanía.



Finalmente -ya lo han dicho otros Senadores-, ¿quién inventó la invariabilidad? 



¡Por favor!



¡Si la invariabilidad la inventó Nicolás Eyzaguirre, Ministro de Hacienda del Presidente Ricardo Lagos, porque había que poner un incentivo para que las compañías mineras pagaran el royalty que se estaba estableciendo!



Por consiguiente, aquí no se está inventando nada para favorecer a las empresas mineras. Lo que se les pide es que, al igual como lo van a hacer todas las otras empresas chilenas a las que les hemos subido el impuesto de primera categoría por los años 2011 y 2012, aporten pagando una tasa mayor por concepto de impuesto específico a la minería. 



Señor Presidente, porque tenemos en el mundo prestigio de ser un país serio, no podemos andar cambiando las reglas del juego todos los días. 



Cerremos este capítulo y hagamos honra a la seriedad que Chile ha conquistado a lo largo de tantos años.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, hace un rato la discusión era respecto al DFL 2: si la franquicia se aplicaba a las viviendas o a las personas.



Sobre el particular, estoy de acuerdo con el punto planteado por el Senador Espina.



Sin embargo, en el debate -para quienes lo vienen siguiendo desde ayer- el concepto era uno solo: beneficio.



Luego de eso, hace un momento discutimos el artículo 14 quáter. Uno podrá sostener que es un incentivo para el crecimiento, para la inversión: beneficio.


Señor Presidente, se nos ha convoca a los efectos de tratar un proyecto que busca obtener recursos para la reconstrucción.



Lo dijimos ayer, lo manifestamos durante la discusión general: aquí no se está recaudando lo que el país necesita para la reconstrucción a partir del 2011, del 2012; porque está claro que para el 2010 aquella se encuentra financiada.



Yo quisiera ser muy claro en este aspecto, señor Presidente.



Se dice que los Senadores de la Concertación hemos cambiado de opinión. Pero no es así. Nuestros puntos de vista, nuestros planteamientos, son hoy los mismos de hace seis años. Son otros quienes se encuentran en una posición distinta. Porque ha sido muy difícil consensuar esta materia en la Alianza. Entonces, no traten de imponernos ese consenso, pues siempre hemos tenido una postura única frente a ella y a los recursos naturales no renovables.



Por lo tanto, siento que, en materia estrictamente de recaudación, el gran esfuerzo lo hicimos ayer. Y todos los Senadores de la Concertación, y también el colega Navarro, votamos a favor de la proposición que da 650 mil millones de pesos, que es lo único que va a permitir asegurar financiamiento -repito- para la reconstrucción.



La Senadora Isabel Allende señaló recién que esto es pan para hoy y hambre para mañana.



¡Claro! ¡Exactamente!



Alguien, usando un concepto conocido, podría decir: estamos comprando la suerte. Porque se depende de hechos futuros e inciertos. ¿Cuáles? ¡Pero si los han indicado los señores Ministros de Economía y de Hacienda! Por más que “enchulemos” el proyecto -porque se modifica la tabla y valoro 4 por ciento como piso-, no cambia lo esencial, no se toca la invariabilidad.



Por eso, estamos dependiendo de los gastos operacionales, de que la economía se halle en tal o cual pie. O sea, podemos recaudar los 600 millones de dólares en dos años como podemos no hacerlo. 



Lo afirmé aquí -mi Honorable colega Lagos también-: estamos vendiendo la invariabilidad, dicho de otra forma. Si no les gusta la “compra”, hablemos de la “venta”. Y lo peor de todo, estimados colegas, es que lo estamos haciendo a vil precio. Ello equivale a abrir las puertas para que las grandes compañías internacionales, que son las que realizan su actividad en esta industria, se lleven todo.



En definitiva, señor Presidente, no estoy dispuesto a cargar con la responsabilidad histórica de tener que decirle a un niño que nace hoy: “En 15 años más todavía existirá la invariabilidad para la minería”. El Senador que habla, quien está iniciando su período, que dura ocho años -el del Gobierno es solo de cuatro-, no se siente con la suficiente autoridad para tomar una decisión que finalmente va a hipotecar el futuro de nuestros hijos.



Por eso, la consigna ya no es hoy día la de un Estado que construye hospitales. Ahora se habla de un Estado que los concesiona, porque no vamos a tener recursos. Esa es la razón de que el Presidente anunciara el 21 de mayo recién pasado que la subvención de los niños va a subir al doble recién en ocho años más. ¡Al cabo de ese período -lo hizo presente el Senador señor Bianchi ayer y estoy completamente de acuerdo en ese punto- recién aumentarán los 38 mil pesos!



Todos los candidatos presidenciales hablaron del 7 por ciento en la campaña. Felicito al Ministro de Hacienda por haberse tomado una decisión en ese sentido. Sin embargo, ¿qué lee uno en la prensa? Que la medida va a ser ahora para los más vulnerables, para los adultos mayores que perciben menos de 150 mil pesos, para los que tienen más de 70 años. Ello, porque no hemos puesto el acento, el énfasis, en el proyecto que nos ocupa, que debería recaudar justamente para esos aspectos, que son los que permiten dar el salto como país.



Por todas esas razones, señor Presidente, mi voto no está disponible para estas normas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, exactamente hace cinco años se publicó la ley que creó el impuesto específico a la minería. Nadie ha hecho referencia a eso. Quiere decir que nadie la ha leído. Y prefiero no abocarme a hacerlo en este momento para no reproducirles a mis Honorables colegas los fundamentos del proyecto que presentó el Presidente Lagos al Congreso.



Pero el 16 de junio del 2005 se publicó la “hipoteca de la soberanía” más grande que ha conocido la República, al entregarse 12 años de invariabilidad. Uso los mismos términos que hoy utiliza la Oposición cuando el Gobierno ha hecho una propuesta inteligente -la única posible, porque no hay otra- para que las grandes empresas mineras contribuyan a resolver los daños derivados del terremoto. El impuesto específico aprobado por el Congreso dio invariabilidad hasta 2017.



Si los señores Senadores de enfrente leen el proyecto de ley respectivo, van a ver que también ofrecieron, en el artículo 5º transitorio, bajar la tasa de 5 por ciento a 4 a las empresas que se acogieran en forma voluntaria al sistema.



O sea, el Gobierno está copiando exactamente lo que hicieron ustedes, con la sola diferencia de que está duplicando la tasa.

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor LONGUEIRA.- Y nosotros, que no somos partidarios de los impuestos -por eso los hemos votado en contra antes-, entendemos que el país y la gente que está sufriendo hoy necesitan los recursos.



Me impresiona que Senadores regionalistas que se llenan la boca con el centralismo -a la Región Metropolitana, con dos circunscripciones, solo le corresponden cuatro representantes- se pronuncien negativamente, con prescindencia del hecho de que los recursos se van a entregar en las Regiones, en los lugares afectados por el terremoto, en las zonas mineras. 



¡Esta es una Oposición que le niega la sal y el agua al Gobierno! Eso es lo que está en discusión aquí.



¡Porque se dieron una vuelta de carnero en relación con el 14 quáter sin saber por qué, pues, obviamente, no resistían votar en contra! En verdad, no sé qué dijo el Gobierno para que se aprobara. ¡Se aprobó!



Y corresponderá pronunciarse sobre el impuesto de timbres y estampillas. ¡Voten como quieran!



¡Este es el punto relevante! Entonces, “salimos al pizarrón” en esta votación. Y es aquí donde estamos viendo la Oposición que vamos a tener.



Lo único que deseo consignar es que no sé de qué manera podemos formular una petición en esta materia a las empresas mineras que gozan de invariabilidad hasta 2017 con 4 por ciento. El Gobierno ofrece una tabla que todo el mundo dice que es fantástica y que tiene como piso 4 por ciento, y queremos pedir dos años para que contribuyan a la reconstrucción. ¡Y prorrogamos la invariabilidad con la tabla, no con 4 por ciento! A partir de 2017, vuelven a pagar el doble.



Sé que en ese momento no voy a estar aquí, pero no abrigo ninguna duda de que, al sostenerse la discusión respectiva, si no se aprueba ahora el sistema que nos ocupa, la tabla será muy parecida. Porque el Gobierno de ustedes puso 5 por ciento y en el artículo que cité les dio 4 por ciento a aquellos que se acogieran voluntariamente al mecanismo. ¿Por qué no leen lo que presentó?



Habría sido distinto si hubiéramos escuchado de una Oposición constructiva, con ganas de llegar a acuerdo, como se dice aquí, preguntas como: “¿Por qué no intentamos darles dos años menos a las empresas mineras, en lugar de siete?” o “En vez de que aporten dos años al terremoto, ¿por qué no fijamos tres?”.



¡Nada de eso ocurrió, señor Presidente! ¡Jamás medió una intervención constructiva, positiva, acerca de la forma de hacer algo voluntario para sortear la invariabilidad respecto de la cual todos legislamos aquí!



¿O hay alguna manera de subirles a las empresas el impuesto específico sin aumentar el plazo de invariabilidad? ¿Cuál es? ¡No existe!



El Gobierno ha hecho la propuesta ahora porque necesita recursos para la gente damnificada. No sé cómo los Senadores de las Regiones afectadas expondrán en estas la situación. Por mi parte, espero que el Gobierno se desplace proporcionando una explicación en la zona del terremoto. ¡Si ustedes tienen la ventaja de que no sale a defender lo que está planteando! ¡Es algo increíble, señor Presidente! 



Las empresas mineras pueden aportar 800 millones de dólares. Podríamos haber realizado un gran debate en cuanto a por qué no poner un tercer año más. Se trata de la forma en que ellas se pueden acoger voluntariamente al sistema, como lo hicieron ustedes, en el proyecto del Presidente Lagos, en uno de los artículos transitorios, donde dijeron, luego de que se había fijado -repito- 5 por ciento: “Las que se cambien voluntariamente tendrán, durante doce años, una tasa de 4 por ciento”. Eso se encuentra en la ley, que lleva cinco años de publicada.



Sin embargo, no hemos escuchado nada atendible.



Se dice que no es el momento, que no es la oportunidad. ¡Puros cuentos! ¡Si la verdad es que no se ha señalado nada serio en la discusión! La única forma -y lo sabemos todos- de subirle el impuesto a la gran minería radica en la voluntariedad del cambio, lo cual lleva a que tengamos que dar un mayor plazo.



¡Nunca escuché proponer: “Subamos la tabla”! El Gobierno actuó por iniciativa propia en la materia. Y garantiza que hasta 2017 va a ser lo mismo que se aplica hoy día.



¡Nunca escuché preguntar: “¿Por qué no agregamos un año? Recaudaríamos 350 millones de dólares más”! Y, a lo mejor, las empresas accederían. 



O bien, “En vez de darles siete años, ¿por qué no les fijamos cinco, con la tabla a partir de 2017, de modo que se llegue a 2023, en lugar de 2025”?



Ello no ocurrió, señor Presidente. En consecuencia, esta discusión demuestra que, lamentablemente, el Senado dejó de ser el lugar -porque ustedes lo destruyeron- donde se lograban los acuerdos. Porque, si se hubiera formulado un planteamiento razonable, inteligente, podríamos haberlo resuelto aquí. Pero faltó coraje, generosidad, ser positivo. Eso es lo que estamos perdiendo, como vengo reclamando desde hace tiempo, desde que ustedes tienen la mayoría.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, tengo a la vista el resumen de un seminario que la Senadora señora Allende realizó en Atacama. Ella, gentilmente, me entregó una copia, lo cual me facilita bastante focalizar mi intervención respecto del asunto.



En primer lugar, deseo llamar la atención respecto de que un tributo o un impuesto específico como el que estamos debatiendo es la carga que cobra el Estado a las empresas o personas que desarrollan una actividad lucrativa.



“Royalty” o “regalía” es el derecho que tiene el Estado dueño por un recurso no renovable cuya explotación lo extingue o deteriora el patrimonio nacional, ambiental. Por tanto, es una contraprestación.



El Presidente Lagos, en su momento, intentó establecer un royalty de acuerdo a la contribución que las mineras deberían realizar.



Sobre la base del mismo informe de la señora Senadora, puedo consignar que CODELCO es hoy día responsable de un tercio de la producción nacional de cobre y, sin embargo, de los dos tercios de la contribución que se hace al Estado. En cambio, las empresas privadas pagan solo el tercio restante.



Cuando el Presidente Lagos quiso que el Congreso aprobara un royalty, no contaba con los votos suficientes en el Senado. Tenía la iniciativa y no los votos. Por eso, tuvimos que pagar el precio de obtener un impuesto a cambio de vender la invariabilidad.

El señor ORPIS.- Eso fue en la Cámara.

El señor TUMA.- Hoy día no disponemos de la iniciativa y, sin embargo, tenemos los votos necesarios, para ponerlos a disposición de quien cuenta con ella y discutir en serio lo que significa un royalty, y no solo en el marco de la normativa sobre la reconstrucción. Esta última es importante, pero, al lado de lo que significa la “Viga Maestra” de Chile, constituye un “proyectito”.



Aquí deberíamos construir un gran debate nacional para ver qué hacemos con nuestra “Viga Maestra”, con “el sueldo de Chile”, no únicamente con el objetivo de financiar la reconstrucción, sino también permanentemente al país. Por lo tanto, estoy de acuerdo con aquellos que expresan que estamos comprando la invariabilidad por 15 años más, sin que sea factible modificarla nunca ni debatir en serio respecto de lo que merece el país, de lo que merecen los chilenos: un intercambio de pareceres con respecto al royalty.



Estamos en una disyuntiva: o Chile o las mineras.



Hoy día existe un proyecto específico para aumentar el impuesto a cambio de otorgarles invariabilidad a estas últimas, que compran barata la inmovilización tributaria.



Cuando el Presidente Lagos presentó el impuesto con la invariabilidad, la Oposición no quiso aceptarlo. Esta se puso del lado de las mineras, del mismo modo que ahora. Solo gracias a los votos de dos Senadores que tuvieron una visión de país logramos que se votara en esta Corporación un proyecto de esa naturaleza.

El señor PROKURICA.- ¡Haga usted lo mismo ahora, Honorable colega!

El señor TUMA.- Pero le dimos al Gobierno la posibilidad de introducir un elemento con el que nunca se había contado.



Ojalá tuviéramos la madurez y dispusiésemos de los votos para realizar un debate sobre la nacionalización del cobre, un debate distinto. Sin embargo, nos encontramos empequeñecidos en el Congreso tratando un “proyectito” que tiene que ver, nuevamente, con un tributo y una invariabilidad.

La señora MATTHEI.- ¡Su Señoría no lo ha leído!

El señor TUMA.- Hoy día, el Ejecutivo tiene la iniciativa y los votos suficientes para llevar a cabo esa discusión y elevar el impuesto o instalar el royalty.



Con respecto a las Regiones, deseo observarle al señor Ministro que 25 por ciento para ellas resulta absolutamente insuficiente. Los Senadores de la Región Metropolitana son 4, de un total de 38, representando el resto a las demás. Y se ofrece -repito- solo 25 por ciento. ¡Es absolutamente nada!

El señor LONGUEIRA.- ¡Es un poco más de lo que dieron ustedes...!

El señor TUMA.- Invito al señor Ministro y a los señores Senadores de Gobierno a debatir en la Comisión Mixta y buscar otro camino. Existen otras formas de financiar los recursos para la reparación de los daños del terremoto, que es lo que importa, sin hipotecarnos por tantos años más con la invariabilidad, en circunstancias de que tenemos la ocasión de efectuar un gran debate nacional para lograr que la “Viga Maestra” de Chile les sirva a todos sus habitantes y por muchas generaciones.



Por eso, voy a votar en contra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, lamento profundamente la manera como se ha abordado el tema. El Gobierno tenía los recursos, pero nos ha puesto la espada al pecho y ha señalado a la opinión pública que los estamos negando. Se ha desinformado y mentido reiteradamente.



Y lo lamento porque el terremoto y el maremoto, así como el dolor de miles de hombres, mujeres, niños y niñas, debían haber sido el fundamento suficiente para buscar el acuerdo y la unidad y para que la generosidad de los que tienen más quedara en evidencia, sin necesidad de una recompensa a cambio.



A nadie puede parecerle bien tener que asumir el Gobierno en esas circunstancias. No era lo deseable ni para el peor de los enemigos.



Nuestros presidentes de Partido se pusieron a disposición del Primer Mandatario, el líder de ustedes, señores Senadores de la Alianza. Sin embargo, esa actitud y voluntad nunca obtuvieron resultados. No hubo comisiones transversales, amplias y generosas, que convocaran a los espíritus de todos.



Al mirar atrás, creo que esto pudo haberse hecho mejor. Pero no es tarde.



Hace unos minutos aprobamos una normativa sobre el DFL Nº 2 a lo menos deficitaria, en algo que es bastante más sencillo que lo que ahora nos convoca.



Nunca había participado en el Congreso, señor Presidente, y en estos tres meses de trabajo legislativo he escuchado muchas cosas, entre ellas variadas críticas del Gobierno a nuestra labor. Y creo que varias encierran verdades. Una se refiere al royalty. Las conocí en la Comisión de Minería y también en la Sala. Entonces, no logro comprender el riesgo que corre el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera, que sostuvo y convenció a 51 por ciento de los chilenos que iba a ser el de los mejores. Con esto, nos alejamos, en realidad, de ese “Gobierno de los mejores”, y lo lamento sinceramente.



Nuestro país dispone de los recursos para enfrentar 2010, sin que hubiera necesidad de forzar esta discusión en forma rápida y poco rigurosa. Y vuelvo al ejemplo de la materia comprendida en el DFL Nº 2. Podríamos y aún podemos hacer de este un tema de país, en el cual todos opinen. Pero se nos obliga a votar algo sin contar con todos los antecedentes expuestos, sin considerarse el asunto en forma integral.



Lo dije y lo reitero -y no participé en la discusión registrada al votarse la ley que hoy rige-: los cambios al mal llamado “royalty” constituyen una medida altamente negativa, por varias causas.



Los gravámenes no son voluntarios para un país soberano, sino obligatorios. Por lo tanto, resulta cuestionable, en su esencia, que se establezcan de esta manera.



En la propuesta del Presidente Piñera se incrementan los impuestos por un período muy breve, con relación al prolongado beneficio de invariabilidad tributaria que se ofrece. En definitiva, son las empresas las que determinan cuándo tributan.



La invariabilidad dispuesta debiera discutirse en detalle y el Gobierno no ha entregado los antecedentes para un análisis serio. Puede resultar un elemento procíclico e introducir elementos de inestabilidad en las entradas fiscales.



Creo que en este punto se podría discutir derechamente, como alternativa -insisto en ello, pues ya lo señalé hace unos días-, el alza de la tasa de impuesto a la renta de las grandes empresas, de manera de establecer un tributo que grave obligatoriamente a mineras y empresas de gran tamaño y que probablemente obtengan ganancias oligopólicas en sectores no mineros. De esta forma se evita la selectividad tributaria que ha sido cuestionada por motivos constitucionales.



Y quiero detenerme en esta parte, señor Presidente.



Escuché con atención a mi Honorable colega Longueira, quien lamentó que no se hubiera planteado antes ni discutido la posibilidad de un período más largo, de más impuestos, de proceder de otra manera. Le recomiendo leer todas y cada una de las indicaciones presentadas por distintos señores Senadores en la discusión particular en la Comisión de Hacienda.



Señor Presidente, ¡cómo lamento el chantaje, la presión indebida y las malas palabras que he escuchado en la Sala y fuera de ella! He visto soberbia en demasía y también actitudes que pretenden amedrentarnos.



Pero hay cosas que no podemos transar -al menos, la Senadora que habla-, pues estamos haciendo referencia a un sector clave para todo el país. Tal como dijo el Presidente de la República en su discurso del pasado 21 de mayo, son los que tienen más los que deben financiar el costo del terremoto, al igual que surge la necesidad de que la explotación de los recursos naturales no renovables tribute para devolver a todos los chilenos parte del beneficio obtenido. Y el proyecto no da, en este ámbito, satisfacción a tales deseos.



No es justo que pensemos -y cito a mi Honorable colega de circunscripción- que son otros los objetivos detrás del debate, como tampoco que el Gobierno pretenda usar el terremoto a fin de lograr beneficios permanentes -o casi permanentes- para las grandes compañías mineras, en contra de quienes han sufrido la tragedia del 27 de febrero, al incluir en el costo no solo a esas familias, sino a todo el país, hipotecando su futuro. 



Por ello, señor Presidente, votaré en contra, esperando que en la Comisión Mixta logremos acuerdos en la materia.



He dicho. 

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que el Honorable señor Ruiz-Esquide asuma como Presidente accidental. 



Acordado. 



--Pasa a dirigir la sesión el Senador señor Ruiz-Esquide, en calidad de Presidente accidental.

)----------(

El señor RUIZ-ESQUIDE (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, insisto en lo lesiva que resulta la actual política tributaria que se aplica a la gran minería.



Coincido con lo señalado acá en el sentido de que durante los Gobiernos de la Concertación no hubo voluntad suficiente para establecer impuestos de verdad a la utilización de recursos naturales mineros. 



Recuerdo muy bien las reuniones del Consejo Minero: grandes comidas, grandes festejos, muchos invitados y un lobby intenso del cual todos fuimos objeto. Todo ello finalmente redundó en que nuestro país continúe siendo una especie de paraíso termal para la gran minería, con privilegios que no existen en ningún otro lugar del planeta. 



En Chile, la renta generada a partir de la explotación de los recursos naturales no se invierte en mejorar la calidad de nuestra sociedad, de la salud, de la educación. No hablo solo de levantar lo destruido por el terremoto, sino también de enfrentar las verdaderas catástrofes que se observan en ámbitos sociales estratégicos para el desarrollo del país. 



Además, considero importante dejar establecido que la gran minería no solo no paga impuestos -el Senador señor Tuma dijo que CODELCO, con un 30 por ciento de la producción, aporta dos tercios de la recaudación tributaria minera-, sino que, además, recibe subsidios absolutamente vergonzosos.



Como en este país las leyes ambientales parecieran no existir, o son de mentira, y funcionan prácticamente para blanquear la situación, todas las empresas mineras son autorizadas a operar con estudios ambientales negativos de los organismos de salud y del SAG. Por lo tanto, ellas no cumplen con estándares internacionales. 



Por otro lado, tales empresas hacen un uso intensivo del agua. Son el principal consumidor del recurso más relevante del futuro. The Economist, del 22 de mayo de este año, señala en diez páginas que el agua es el elemento más valioso, más estratégico del mundo, y que las guerras venideras se producirán por su causa. 



En Chile, el que está consumiendo el agua; el que se la quita a las comunidades indígenas; el que deja vastas zonas -cuencas enteras- sin el recurso para la agricultura o la bebida; el que contamina dicho elemento vital -porque lo utiliza curso arriba- con altos niveles de concentración de materiales pesados absolutamente tóxicos para la vida es el sector de la gran minería.



¡Y de eso nada se habla!



Los principales consumidores de agua son las grandes empresas mineras, que reciben un verdadero subsidio ambiental en materia energética.



Gran parte de las termoeléctricas en proceso de instalación usarán fuentes de energía a base de carbón o petcoke. Este combustible es basura tóxica que contiene importantísimos niveles de níquel. 



En las cercanías de la Central Guacolda, ubicada en la comuna de Huasco, los niños presentan, sin dosis umbral, en la sangre y en la orina níquel, uno de los más potentes cancerígenos. 



¿Para qué se autorizan esas prácticas? Para subsidiar a las grandes empresas mineras, las principales consumidoras de los referidos productos energéticos empleados en las centrales termoeléctricas, que están poblando todo el país y destruyendo todas las cuencas. 



¿Por qué se permite esto? Porque así ellas obtienen utilidades millonarias sin pagar impuestos. 



¡Y para qué hablar del cáncer a causa del arsénico en la Segunda Región! Los Senadores que representan esa zona saben que el riesgo que corre una persona común y corriente de padecer cáncer por vivir allí es  1.200 por ciento superior al de otra que habita en un lugar distinto del territorio y que, por tanto, no se encuentra expuesta a niveles brutales de arsénico.



Todos sabemos que los masivos residuos mineros que quedaron en las Regiones Segunda y Tercera constituyen un pasivo ambiental para toda la vida, cuyo tratamiento costará miles de millones de dólares.



Por ello, señor Presidente, con algunos Senadores (señores Navarro, Tuma, Ruiz-Esquide y señora Allende), presentaremos en los próximos días un nuevo proyecto de reforma constitucional -dado que aquí no se desea regular a las empresas-, con el objeto de volver a nacionalizar el cobre y nacionalizar el litio, por tratarse de recursos estratégicos para el país. ¿Para qué? Para que estos les renten a todos los chilenos.



En el año 2006, CODELCO aportó más de 8 mil millones de dólares en impuestos -acá algunos descalifican porque son absolutamente complacientes con esta situación-; en cambio, la gran minería aportó 2 mil millones de dólares, pese a registrar mayor producción.



He dicho.

El señor RUIZ-ESQUIDE (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el proyecto en debate contiene 9 artículos permanentes -donde hay muchos numerales- y 15 disposiciones transitorias. Además, se aprobó una norma que no fue acogida en la Cámara de Diputados relacionada con las contribuciones de bienes raíces. 



En definitiva, se rechazará una sola enmienda: la referida al royalty. Todo lo demás ya se aprobó. Tal negativa obedece a que muchos colegas, con razón, quieren que se produzca una mayor discusión sobre el asunto en la Comisión Mixta que deberá formarse. Por eso el rechazo es claro. 



Por lo mismo, para que lo sepan los señores Diputados, aclaro que nuestro ánimo no es que ellos ratifiquen lo obrado aquí en este punto, sino que lo voten en contra, a fin de resolverlo en la Comisión Mixta. 



Espero que el próximo miércoles, o el día que sea, despachemos la única disposición pendiente. Todo lo demás ya está aprobado.



En consecuencia, no corresponde señalar que le estamos negando la sal y el agua al Gobierno. Entiendo que las enmiendas que nos ocupan implican recaudar 630 millones de dólares, que se necesitan para la reconstrucción.



Nosotros conversamos con el Ministro de Hacienda y le planteamos algunas ideas, como también lo hizo el Senador señor Longueira, quien propuso extender el plazo de mayor tributación en un año. A lo mejor cabe sugerir otras cosas. ¡Eso es evidente! 



En vez de 600 millones de dólares, podríamos obtener mil o mil 100 millones, u otra cantidad a la que podamos llegar a acuerdo. Todo ello, por supuesto, considerando destinar a las Regiones el 25 por ciento de lo recaudado, lo que será muy importante. 



Seguramente lograremos un consenso satisfactorio tanto para el Ejecutivo como para nosotros. 



A todos nos interesa que el Gobierno consiga los recursos para enfrentar la emergencia. Lo estamos demostrando ahora. 



Pero no nos pongamos nerviosos. No corresponde que por dejar pendiente un solo artículo, cuya aprobación demorará una semana o diez días más, se diga que con ello se acaba el mundo; que les negamos la sal y el agua. ¡No! Solo queremos estudiar un asunto tan delicado con un poco más de calma. 



Por otro lado, hago presente que reiteradamente se ataca a las grandes empresas como si ellas fueran el punto negativo de todo. ¡Cuidado! Muchas veces los grandes capitales que llegan y que existen también en el país son fondos previsionales de los trabajadores.



¡En Chile las AFP tienen 120 mil millones de dólares! ¿Qué empresa grande cuenta con esa cantidad de dinero: CODELCO, las papeleras,  COPEC?



Y los trabajadores son los dueños de esos grandes capitales. 



De igual modo, los fondos que llegan del extranjero y que participan de la propiedad, por ejemplo, de ESSBIO, de ESVAL y de otras empresas sanitarias, están constituidos por dineros previsionales de los profesores de Canadá. Son platas de trabajadores. 



Resulta evidente, entonces, que esas empresas necesitan percibir una rentabilidad razonable: a esos afiliados se les deben pagar no solo los intereses, sino también las utilidades obtenidas.



Estoy esperanzado en que alcanzaremos un acuerdo conveniente. Reconozco la buena voluntad del señor Ministro para buscarlo. ¡Hemos logrado varios; solo falta uno!



Por ello, desde un principio, con el Senador señor Navarro fuimos partidarios de proporcionarle recursos al Gobierno para enfrentar la catástrofe, y realizamos todos los esfuerzos posibles en ese sentido. Hemos avanzado mucho. Nos queda una sola “patita”, y esperamos sacarla adelante, ¡si Dios quiere!, dentro de este mes o en los primeros días de julio. 

El señor RUIZ-ESQUIDE (Presidente accidental).-Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, la verdad es que no tenía interés en intervenir sobre este asunto al observar el clima tan violento y beligerante que primó al comienzo de la discusión.



En mi opinión, indudablemente lo que anima a la Concertación no es debatir sobre la materia con una perspectiva positiva, sino, más bien, moverse en torno a temas políticos e ideológicos. Su intención o deseo es obtener algún dividendo político. 



Y así lo demuestran sus discursos. Eso de estigmatizar a las grandes empresas mineras y demonizar la principal fuente de riqueza del país -de hecho, en el norte ha sido un factor de progreso y desarrollo, entregando buenas remuneraciones a su gente, estabilidad, innumerables beneficios, en fin- lo encuentro muy negativo.



Los argumentos que se han dado para rechazar esta propuesta me resultan incomprensibles, porque ella busca modificar una situación que lo requiere y sobre la cual yo puedo hablar con mucha autoridad moral.



Siempre estuve dispuesto a apoyar el royalty y también el impuesto específico a la minería. En consecuencia, desde el primer momento, la Concertación sabía que contaba con los votos necesarios para aprobar esa iniciativa. No es verdad cuando se dice que los votos no estaban. ¡Estuvieron!, y a tal punto, que esa norma se aprobó, con compromisos que, por cierto, nunca se cumplieron.



Yo pagué por ello un alto costo político. Obviamente, algunos sectores quedaron molestos, mientras otros se beneficiaron de la situación. Enfrenté campañas tremendamente adversas. De hecho, la última elección parlamentaria la realicé prácticamente sin recursos. ¡Pero igual estoy acá!



Lo que más me fastidia es que ninguna de las promesas de los Ministros y del Gobierno de la Concertación se cumplió. Hasta hoy día las zonas mineras no han recibido los fondos que se ofrecieron.



Siento que se está haciendo un daño enorme a las Regiones, particularmente a las que se vieron afectadas por el terremoto. 



Las normas propuestas buscan aumentar el impuesto específico a la minería por dos años (2010 y 2011); volver luego a la tasa actual, y ofrecer un período de invariabilidad tributaria como estímulo para adherir al sistema.



¿Qué necesita una empresa minera? Certidumbre, certeza, confianza y estabilidad en las normas que se le aplican. Esa es la esencia para invertir en la minería, porque dicha actividad es de alta incertidumbre.



Por eso me parece tan extraño que no se aprovechen las ofertas del Gobierno, como la de mantener la invariabilidad tributaria por 8 años más (de 2018 a 2025), con una tabla variable que va del 4 al 9 por ciento.



Cuando algunos dicen: “Estamos dispuestos a aprobar la tabla”, se está reconociendo que no se quiere acoger nada, pues la tabla sin la invariabilidad no tiene ningún sentido.



Me sorprende que Senadores de Regiones no estén dispuestos a apoyar el beneficio de destinar a esas zonas el 25 por ciento de lo recaudado por concepto de royalty, lo que equivaldría, como se ha dicho, a un cuarto de los montos que componen el FNDR.



Pero eso no es todo. 



El Ejecutivo también ha señalado su disposición a acelerar el debate sobre el Fondo de Innovación para la Competitividad (FIC) y a incrementar los recursos, en especial, a las zonas mineras, en la lógica de alcanzar un desarrollo sustentable.



Señor Presidente, sinceramente, no logro comprender la actitud de la Concertación. 



Con ello se daña, fundamentalmente, a las familias que esperan con ansias la aprobación de los fondos. 



Cuando se dice: “Esos recursos no son necesarios”, no es cierto. Lo son en un 75 por ciento para atender a las familias que lo requieren.



Yo me siento con autoridad para decirles a quienes conforman la Concertación que, a diferencia de mi actitud cuando estuve dispuesto a cruzar la frontera para darles mi respaldo en un proyecto que entonces estimé que era bueno para el país, ustedes se han negado en forma egoísta a dar ese paso hoy.



Diversos parlamentarios han reiterado, incansablemente, que la propuesta que nos ocupa es positiva.



Por eso, considero que en este punto ha habido un doble estándar; ha habido oportunismo político; ha habido un síndrome de duelo por la pérdida del poder. Viven planteando alternativas. ¡Si el Gobierno es el que está llamado a gobernar y a hacer las propuestas! Podremos conversarlas, discutirlas, pero tratar de imponer posiciones me parece francamente inadecuado.



Lamento esa situación. 



Y ojalá exista coherencia y coraje en los parlamentarios que han insistido en que estas medidas son positivas y que la tabla resulta adecuada, y voten a favor.



Si no es así, confío en que tengan dicha disposición en la Comisión Mixta. De lo contrario, la gran mayoría de los ciudadanos terminará por convencerse de que han actuado en forma egoísta, con oportunismo político y con un doble estándar.



Señalo lo anterior con plena conciencia y sintiendo que poseo autoridad moral para expresarlo. Porque cuando ustedes requirieron mi apoyo en su momento, yo lo entregué por estimar que aquel proyecto era positivo. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, deseo hacer tres reflexiones a esta altura del debate, el cual ha sido largo y prolífero y ha servido al menos para oír los argumentos.



Tales reflexiones se relacionan con tres faltas de coherencia que, a mi juicio, se han manifestado en la discusión, y que considero adecuado explicitar públicamente.



La primera es de carácter general.



Entiendo que uno pueda tener opiniones distintas sobre diversas materias, pero resulta incomprensible tener opiniones distintas sobre la misma materia. Porque eso guarda relación con una cosa de sustancia.



Cuando el señor Ministro de Hacienda planteó la propuesta para la reconstrucción del país y la generación de una política de empleo y de crecimiento potente, dentro de la lógica del financiamiento mencionó el tema del royalty. Yo pensé en esa oportunidad que este sería el punto más complejo de todos para nuestras bancadas, pero fue exactamente al revés.



Siendo coherente, en tiempos normales me genera dudas la aprobación de ese tipo de resoluciones, porque creo que el aumento infinito de impuestos al final no produce crecimiento. Pero entendí que hay momentos importantes en la vida de los pueblos en que uno debe ser generoso y aceptar tales medidas como excepcionales.



Sin embargo, no estaba preparado mentalmente para el rechazo por parte de quienes son “los padres de la criatura”. Ello implica desconocer algo que, en teoría, formaba parte de la herencia que pensaban dejar a sus hijos políticos. ¿Cómo se explica que los mismos que en su momento propusieron el royalty ahora voten en contra?



Desde mi perspectiva, señor Presidente, ello constituye una falta de coherencia mínima, que solo se explica por la pasión política y la intención de hacer zancadillas, de crear dificultades, de complejizar una discusión que se halla absolutamente al margen de las necesidades de los chilenos.



Un segundo elemento de incoherencia dice relación a la verdadera actitud respecto del terremoto. 



¿Existió o no terremoto? ¡Por supuesto que sí! Por algo hemos debatido -se han realizado tres sesiones especiales al efecto- acerca del esfuerzo máximo que harán todas las bancadas para conseguir los 3 mil 200 millones de dólares que se requieren para la reconstrucción. Incluso, desde las bancas de enfrente se alega que tal monto es insuficiente. 



En efecto, se critica que es poca plata. Y con esa lógica se termina diciendo: “No es suficiente el argumento del terremoto. Existen otros temas conceptuales involucrados”. ¡Y resulta que ahora se debe nacionalizar el litio, el cobre, el agua, el pensamiento y no sé que más...!



Señor Presidente, la segunda reflexión se refiere a algo que me parece sustancial: si existió el terremoto y se requieren recursos, ¿por qué se niegan?



Y la mala noticia es que esa decisión tiene un efecto. Ignoro exactamente qué significa, pero el señor Ministro de Hacienda lo evaluará al día siguiente: seiscientos millones de dólares, ¿implican cincuenta mil viviendas menos? ¿Hospitales retrasados? ¿Escuelas que deberán postergar sus clases? Porque esto no es gratis ni se trata simplemente de decir: “Me opuse por una razón del momento o por una motivación política”.



Lamentablemente, la postura de la Oposición tiene efectos en los chilenos.



Por eso, tenemos claro que la visión cortoplacista y, a mi juicio, miope -siempre podrá pensarse distinto- respecto de lo que la gente piensa, va a generar una severa dificultad en cuanto a la forma en que el país enfrentará el terremoto. Y cada vez que me pregunten por qué se atrasa la construcción de las casas, tendré que responder que algunos parlamentarios negaron los 600 millones de dólares. No tendré otra alternativa, a la luz de lo que he percibido. Espero que, en una reflexión futura, esa posición cambie.



En tercer lugar, cabe destacar la coherencia con que se actúa en relación con las Regiones, cosa que también me sorprende.



Durante muchos años y en todas las campañas electorales, las bancadas de enfrente pedían que aquellas tuvieran mayor autonomía y más recursos económicos, pues se encontraban ahogadas por la asfixia centralista, juicio que yo comparto.



Sin embargo, no resulta muy coherente que, cuando el Ministro de Hacienda -en un acto no muy común en los titulares de esa Cartera- se compromete a que una parte importante de los recursos (el 25 por ciento de lo recaudado) irá a las Regiones, algunos dicen que eso no corresponde ahora. 



Entonces, pienso que este debate es muy ilustrativo para nosotros, pero sobre todo para la opinión pública, porque, desde mi perspectiva, aquí ha faltado coherencia ideológica, coherencia respecto del sentido del terremoto y coherencia sobre la oportunidad regional.



Eso es lo que está en juego acá.



Espero que durante los próximos días -entiendo que los Senadores de la Oposición rechazarán estas normas- surja algo distinto, pues Chile exige una doble reflexión de la Concertación.



Desde mi punto de vista, la coherencia es la esencia de la credibilidad en el ámbito público. Cuando se pierde, se podrán zafar algunos temas y sortear ciertos obstáculos por uno, dos o tres años. Pero lo delicado ocurre cuando no existe respecto de los temas de fondo.



Por tanto, uno tiene derecho a pensar, entonces, cuál es la verdadera reflexión de la Concertación tocante a los impuestos; cuál es la real intención de cooperar con el Gobierno para enfrentar el terremoto y cuál es su genuino compromiso con el mundo regional, porque, a veces, reclamar elementos dentro del debate parece ser muy rentable políticamente, pero a la hora de los quiubos resulta minoritario para el aporte de otras reflexiones.



Por eso, señor Presidente, entendiendo que este tema no es fácil, pienso que Chile nos pide un esfuerzo mayor cuya respuesta me gustaría que fuese unánime para aprovechar las disposiciones en análisis.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entiendo que las palabras del Senador señor Coloma motivaron al Ministro a intervenir.



Tiene la palabra el señor Larroulet.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, hemos completado dos días de sesiones bastante intensas sobre uno de los proyectos más trascendentes, quizás, del Gobierno del Presidente Sebastián Piñera.



El Senado siempre ha sido un lugar de acuerdos. Eso es lo que hemos visto durante los últimos veinte años. Las iniciativas de ley más importantes se han consensuado en esta Corporación.



El Ejecutivo presentó un plan de financiamiento para enfrentar la peor catástrofe que ha impactado al país desde el punto de vista del daño físico. El proyecto en análisis puede ser discutible: pero, a la luz del debate que ha provocado en el Senado y en la Cámara de Diputados, me parece sólido. Por ello, en la otra rama legislativa, fue aprobado, con perfeccionamientos, en su esencia.



El Poder Ejecutivo esperaba un respaldo a la integridad de su proposición, especialmente en lo que respecta a la materia que nos convoca en este momento, el royalty; al aumento de los recursos en el corto plazo y, además, al perfeccionamiento institucional de largo plazo mediante la introducción de una tabla variable para que los productores de minerales sean más socios del país en todas las circunstancias.



Por eso, originalmente no dudábamos de que el proyecto iba a ser apoyado y aprobado.



Sin embargo, no puedo dejar de manifestar la frustración que me embarga por la negativa que, hasta el momento, observamos. Se trata de cuantiosos recursos. Un señor Senador habló de 600 millones de dólares. Las necesidades de los habitantes de las Regiones afectadas por la catástrofe justifican hasta un dólar. Y eso lo sabemos por el sufrimiento de la gente que está pasando momentos difíciles.



Por eso, debo dejar constancia de mi posición, pues considero lamentable que, en el lugar donde se han producido grandes acuerdos y en que debería reinar ese espíritu, se nieguen los recursos para ayudar a la reconstrucción, según una fórmula que, además, de acuerdo a lo sostenido por el Ministro de Hacienda, viene acompañada por un ofrecimiento que también alcanza al resto de las Regiones del país.



Señor Presidente, nos encontramos a escasos momentos de la votación.



Por eso, hago un llamado a la Concertación -y me sumo al ya realizado por el Senador señor Cantero- para que reflexione y apoye en su integridad el proyecto que el Ejecutivo ha presentado sobre alzas de impuestos  y nueva composición del royalty.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, me parece importante precisar algunos aspectos.



En primer término, debo aclarar que no podré votar, porque las bancas de Renovación Nacional me solicitaron un pareo, que concedí, conforme a las normas tradicionales del Senado de respeto habitual y cordial entre nosotros. Hago presente el punto a propósito de algunos problemas que hemos tenido al respecto.



En segundo lugar, quiero reiterar, con toda franqueza, los mismos argumentos que vertí hace tres o cuatro días. 



El señor Ministro Larroulet acaba de manifestar su amargura. Yo también tengo el mismo sentimiento, porque reitero que todas las intervenciones de los Senadores de las bancas de Gobierno son siempre lo mismo: no son serias, nada aportan; están llenas de elementos que no vale la pena considerar, y poseen un sentido de ironía muy fuerte. Pero con eso no ganamos nada.



En mi concepto, ese rasgo nace de algo muy conceptual. La diferencia radica en que nosotros entendemos el diálogo como un intercambio de opiniones, en que cada sector cede en algo. Pero algunos señores Senadores de la Derecha -excúsenme la paz con que lo expreso, pero lamentablemente es así- consideran que el diálogo es una suerte de monólogo con interrupciones. Ellos hablan, ellos dicen, ellos aplican. Y si uno de nosotros sostiene un argumento diferente, entonces, o no está de acuerdo con ellos o carece de toda responsabilidad.



Y creo que nos va a costar mucho cambiar esa disposición.



Por otro lado, señor Presidente, en la Sala se ha expresado que nosotros no queremos entregar recursos al Gobierno. Propusimos ene soluciones; el Ejecutivo, por su parte, sugirió diversas fórmulas, pero no se ha alcanzado acuerdo.



¡Bueno, esa es la realidad objetiva!



El país nos dijo: “Ustedes, en adelante, a la Oposición”, entre otras cosas, porque lo hicimos mal en algunos aspectos, que es igual a lo que repite el Ejecutivo. Por lo tanto, uno se pregunta para qué querían el Gobierno si a la larga van a hacer lo mismo por lo que nos derrotaron. Esa es la eterna discusión entre Oposición y Gobierno.



Señor Presidente, esta materia no se relaciona con el terremoto. No nos parece adecuada la invariabilidad a esa altura del tiempo. La aprobamos en el 2005, porque era la primera vez que se planteaba una discusión sobre el royalty y sobre la participación de las empresas mineras después de diecisiete años desde que se les había devuelto a ellas y al capital extranjero lo que siempre fue del país. Por eso se habló de esa manera. Pero de ahí a argumentar que también por el terremoto vamos a prorrogar esta invariabilidad hasta el 2025, no lo considero adecuado. Un señor Senador señaló: “Parece que hubo terremoto”, en una suerte de ironía pobre. Pero yo también pienso que a lo mejor en ese año, ya no habrá terremoto. Entonces, Dios mediante, ¿para qué evitar que se grave a las empresas?



Señor Presidente, durante mi vida política he luchado por la naturaleza lógica de los bienes que son de Chile. En su tiempo voté por la chilenización; después, por la nacionalización. Y no tengo escrúpulo en manifestar que el debate sobre la materia no está agotado. Es cierto que hoy las naciones se encuentran en otra línea de pensamiento, como aquí se ha sostenido. Pero, con toda franqueza, algún día llegará el momento en que, como país, podamos ser dueños de lo que es de nuestro subsuelo.



No se trata de que estemos ayudando o perjudicando a las mineras. Los Senadores de Derecha otorgan estas facilidades a esas empresas, asumiendo que de otra forma ellas no vendrán. ¡Lo harán igual, por Dios, pues el dinero no tiene patria! Y por lo tanto, van a invertir, porque es un buen negocio.



Nos parece excesivo que contra 700 millones de dólares puedan ganar 7 mil o 14 mil millones de dólares, según las cifras entregadas. Eso es, desde mi perspectiva -y no emito ningún juicio de valor sobre lo que ustedes digan-, inadmisible.



No quiero cargar la mano en este punto. Pero el país estaba en una relación directa para hacerse dueño de la propiedad. En Chile ha habido guerras civiles, golpes de Estado, como para, en definitiva, terminar entregando todo al capital extranjero. Y lo que hicimos en esos años -no teníamos otra posibilidad- fue imponer lo que se podía. Pero nos parece excesivo y absolutamente fuera de toda norma ética no hacer gesto alguno para recuperar la propiedad, dando, por el contrario ocho años más de invariabilidad para las empresas; o sea, cuando ya no sea recurrente la figura del terremoto. Y, además -como se ha dicho hasta el cansancio-, entregándoles 14 mil o 7 mil millones de dólares contra 700 millones.



Eso es francamente inadmisible.



Aunque estoy pareado, he querido expresar mi opinión y dar a conocer las razones por las cuales nos pronunciamos a favor en el 2005 y ahora lo haremos en contra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear, última inscrita.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quiero pedir especial atención a mis palabras por parte de mis Honorables colegas y de los Ministros y Subsecretarios que nos acompañan.



Antes de ser Senadora, tuve el privilegio de trabajar en tres Gobiernos de la Concertación. Por ello, prácticamente todas las semanas me tocó venir al Congreso Nacional por diferentes iniciativas legales. Y casi siempre fue necesario conversar con los Senadores y Diputados de la Alianza por Chile, en ese entonces Oposición al Gobierno de la Concertación.



Siempre estuvimos de acuerdo en que es en el Parlamento donde, en definitiva, se deben negociar y trabajar los proyectos que el Ejecutivo legítimamente considera importante patrocinar.



Los parlamentarios han dicho permanentemente -es algo que se me expresó de forma constante cuando fui Ministra- que el Congreso no es un buzón y que las iniciativas legales llegaban al Parlamento para discutirse. Y nunca entendí que cuando los representantes de la Oposición de entonces me planteaban puntos de divergencia le estuvieran negando la sal y el agua al Gobierno. Nunca lo comprendí así. Muy por el contrario. Cuando la barrera se ponía difícil, buscaba otros mecanismos -así lo hacían también mis colegas del Gabinete- para lograr el consenso. Y los actuales parlamentarios de Gobierno -antes de Oposición- están plenamente concientes de que así fue en muchos casos y de que el Gobierno tuvo que sentarse a negociar respecto de muchos proyectos. Pero jamás entendí que eso implicaba negar la sal y el agua. Lo consideraba parte del trabajo del Ejecutivo para conseguir en el Parlamento -que representa la soberanía popular- el espacio necesario para encontrar las mejores propuestas para el país.



Y en una negociación naturalmente ambas partes ceden en aras de lograr un acuerdo. Y eso se producía -lo mencionaba uno de los Ministros aquí presentes- sobre todo en el Senado, lo que era extraordinariamente importante. Porque, en efecto, la Cámara Alta ha sido y es un lugar en donde se construyen acuerdos, como sucedió en asuntos trascendentes como las reformas previsional, la judicial, la de los planes de salud, entre tantos otros asuntos.



Pero eso requirió paciencia, perseverancia y dedicación. Por consiguiente, les pido a los Ministros que no se frustren cuando tengan que trabajar con la actual Oposición. Eso es parte de la labor que deberán realizar permanentemente durante estos cuatro años. Y lo digo para bien. Les solicito que miren la posición de otros como un aporte y no como una actitud de intentar negar la sal y el agua.



Quiero agregar algo, señor Presidente.



Por una parte, la propia Ministra vocera de Gobierno ha agradecido al Parlamento por todas las iniciativas legales aprobadas; algunas, con una rapidez enorme. Y en ese acto ha incluido a los parlamentarios de Gobierno y de Oposición.



Hoy nos encontramos en medio de una materia compleja y difícil. ¿Cómo pueden venir a decirnos que estamos negando la sal y el agua, en circunstancias de que estamos aprobando todo el proyecto, con excepción de un tema, el cual, a mi juicio, jamás debió ser incluido en esta iniciativa por tratarse de algo que tiene una lógica diferente y que requiere una reflexión profunda, como es el royalty?


Señor Presidente, respecto de la afirmación de que no deseamos otorgar recursos, nosotros queremos entregar todos los que sean necesarios. Más aún, no fuimos los Senadores de Oposición quienes dijimos, como sí lo han señalado Senadores de Gobierno, que no había ninguna necesidad de enviar esta iniciativa legal porque el país tenía recursos para financiar tres terremotos. 



¡Ninguno de nosotros lo dijo, sino Senadores de la Alianza por Chile, de Gobierno!



Por lo tanto, cuando se argumenta que no hay recursos, bueno, al parecer existe ahí una situación contradictoria.



Señores Ministros, estimados colegas, lo único que queremos pedir es que se realice un trabajo con mayor detención en torno a un tema de bastante envergadura. Porque el resto de la iniciativa legal está siendo aprobado.



Se me acabó el tiempo, señor Presidente. Pido un minuto más, para terminar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede continuar, Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Como decía, solicito -y lo manifestaron muy bien ayer algunos Senadores- que tengamos tranquilidad al momento de debatir estas materias, que haya mucho respeto al considerar las opiniones de otros, y que no nos frustremos cuando, de todos los artículos que contiene una iniciativa legal, hay uno que se pide analizar en la Comisión Mixta a fin de intentar lograr un acuerdo.



Respecto de una mayor cantidad de recursos, los Senadores de la Concertación presentaron en la Comisión de Hacienda diferentes alternativas para esos efectos. Así que no hay de parte de nosotros ninguna intención de negarlos. No se puede afirmar, por tanto, que si no es posible construir una mediagua será porque nosotros no aprobamos el royalty.



Señor Presidente, algunos Senadores manifestaron que ni siquiera se requería este proyecto y no pertenecían a la Concertación.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, seré breve, por las alturas del debate y por todo lo que se ha señalado.



Quisiera puntualizar algunas cosas.



Aquí se está negando, con el voto contrario, un 25 por ciento adicional a las Regiones, como también una cifra prácticamente igual a la del ajuste presupuestario: 700 millones de dólares. 



Además, con algún grado de sorpresa, hemos escuchado en el Senado, que es el lugar de los acuerdos, que se pretende derivar este asunto a una Comisión Mixta. Es decir, dejarlo en manos de representantes de la Cámara de Diputados, con fuerzas políticas que no están acá, para que ellos resuelvan un tema que nosotros no fuimos capaces de resolver.



Definitivamente, aquí estamos en presencia de un alza de impuestos a la minería. Y pareciera que estuviéramos dejando de lado al 80 por ciento de los pobladores, de la gente de nuestro país que está damnificada.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el Papa, en un recordado discurso en la CEPAL, habló de las causas de la prosperidad. Y, entre ellas, citó la bondad del trabajo bien hecho y el respeto a la palabra empeñada. Y el respeto a la palabra empeñada también involucra el respeto a las reglas del juego. 



Claramente, cuando se alteran las normas que en definitiva han permitido una considerable inversión extranjera en la gran minería del cobre de nuestro país, uno podría apostar que la alteración de tales condiciones afectará la inversión y la mantención de esta.



No obstante lo anterior, el Ministro Larroulet ha sostenido -y también el Presidente-, sin ningún reparo ni complejo, que una de las maneras de financiar el Fondo de Reconstrucción es justamente estableciendo un impuesto adicional, aumentando el royalty. Incluso el día de hoy él hizo una propuesta a la Oposición para que realizara un esfuerzo sumándose a ello.



Se ha planteado una oferta en términos de incrementar en 25 por ciento el Fondo Nacional de Desarrollo Regional. Y claramente, ¡claramente!, algunos Senadores de Gobierno hemos impulsado ese esfuerzo. Y lo hemos hecho porque queremos pedirles a ustedes que, en  este proyecto tan importante, tengamos la empatía de ponernos en los zapatos de los damnificados. 



Cuando ya han pasado más de tres meses de ocurridos el terremoto y el posterior maremoto, hay personas que todavía siguen viviendo en precarias condiciones.



Por eso, los llamo a hacer un gesto de unidad nacional, ¡un gesto de unidad nacional!, y contribuir a aprobar esta iniciativa, que tan bien le hará al país.



Quiero expresarles que yo estoy de acuerdo con lo que señalaba el Senador Letelier. Por supuesto, durante mucho tiempo las Regiones mineras han querido ver los efectos del royalty en sus territorios. Pero no hemos sido nosotros, no ha sido un Gobierno nuestro el que ha impedido que tales recursos involucren innovación y desarrollo para aquellas.



Por lo mismo, señor Presidente, porque estoy convencido de que este proyecto requiere un gesto de unidad nacional, nosotros hemos insistido en que los Ministros hagan un esfuerzo. Y en el día de hoy ellos le han pedido a la Oposición que se sumen a ese esfuerzo. El Gobierno ya está haciendo el suyo al aumentar los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional.



Por eso, les solicito que no les neguemos a las Regiones la posibilidad de incrementar sus medios.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, sin complejo alguno, quiero señalar que la dictación del decreto ley N° 600 fue un gran acierto. En Chile había poca inversión, escaso trabajo y se requería dar seguridad. Por eso se aprobó dicho cuerpo normativo, y creo que esa aprobación fue legítima y necesaria.



Con ese mismo argumento, considero que el Presidente Lagos tomó igualmente una decisión adecuada y también legítima en orden a establecer un impuesto específico a la gran minería del cobre, con invariabilidad tributaria.



La gran pregunta no es si esto es legítimo o no, sino si es conveniente o no.



Yo soy de aquellos que piensan, sin complejo alguno, que la minería hace un gran aporte al país. La semana pasada estuve en Arica e Iquique. En la primera ciudad había tres edificios, y en la otra, cientos de ellos. En Arica observé mucho desempleo; en Iquique, bastante progreso. Sin duda alguna, la minería ha hecho un tremendo aporte.



Por lo tanto, ¡bienvenida la inversión minera a nuestro país!



Legítimamente, hay quienes sostienen que, como se trata de recursos no renovables, debiera aplicarse un royalty, a fin de que cuando se acaben esos recursos exista una alternativa para la gente que no va a disponer de ellos. 



Esa es una discusión legítima.



Y se plantea un royalty no porque los empresarios mineros sean delincuentes, sino por el tema de fondo. 



El punto radica en si es suficiente o no el monto que se está considerando y si es conveniente o no el plazo de la invariabilidad que se está sugiriendo. 



Eso es lo que tenemos que resolver.



Hay una discusión respecto del momento. Algunos plantean que este tema debería analizarse con motivo de un proyecto de ley específico. Pero ellos han sido objeto de descalificaciones, porque se argumenta que esa es una excusa para no discutir el asunto. Uno podría decir lo mismo cuando sugiere llevar a cabo ahora una reforma tributaria para bajarles los impuestos a las personas, que son muy altos, y para subir el de primera categoría y el Gobierno responde: “No mezclemos eso con la coyuntura”. Otros, entonces, también pueden expresar, con relación al impuesto específico a la minería: “No lo mezclemos con la coyuntura, porque es un tema más grueso”.



Nosotros hemos dicho -lo señaló el jefe de la bancada democratacristiana- que estamos dispuestos a llegar a un acuerdo en la Comisión Mixta, trámite que existe...

El señor LONGUEIRA.- ¡No mezclemos el asunto con la coyuntura...! 



¡En todo caso, ahí vamos a seguir en la misma coyuntura! ¡La situación es idéntica!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡No interrumpa, señor Senador!

El señor WALKER (don Patricio).- Lo fundamental, para nosotros -así lo hemos sostenido- es no analizar dicha materia en este proyecto. Como no tenemos iniciativa en ella y sí la tiene el Gobierno, que la quiere tratar a propósito del texto en análisis, hemos dicho que, en subsidio -no es lo ideal-, la estudiemos en la Comisión Mixta.

El señor LONGUEIRA.- ¡Pero cómo! ¿Y la coyuntura?

El señor WALKER (don Patricio).- Yo he sido claro, señor Senador.



¿Saben lo que pasa? Que nosotros estamos disponibles, pero mediante el diálogo, la persuasión, y no a través de la imposición ni la amenaza, para llegar a un acuerdo.



Algunos han planteado que una fórmula para obtener mayor financiamiento sería ampliar en 1,5 por ciento, por dos años más, el impuesto de primera categoría.



¿Constituye una alternativa legítima? ¿Hay que descalificarla? Para mí, es legítima, como también lo es la proposición del Gobierno para financiar la reconstrucción.



Entonces, es todo o nada. Dicen que no le cambiarán ni una coma al proyecto; que no contarán con nuestros votos si no se le modifica algo, y que ya se está viendo cómo viene la mano de la Oposición al actual Gobierno.



¡Así no se construye la democracia de los acuerdos!



La Concertación presentó 72 indicaciones, pero no se acogió ninguna.



Hemos votado a favor en todo -¡en todo!-, salvo en un aspecto al que queremos darle una vuelta más; idealmente, en otro proyecto, si el Gobierno no se abre a aumentar un punto y medio, por dos años, en el trámite de Comisión Mixta.



Lo que está en juego acá, señor Presidente, es cómo desean gobernar: si quieren pasar la aplanadora; si quieren “el todo o nada”; si quieren que el Senado sea un buzón, que nadie opine nada y que todos aplaudamos lo que se propone, o si quieren que entre todos construyamos acuerdos.



Eso es lo que ustedes deben definir. 



La democracia de los acuerdos fue buena para Chile. Y ustedes contribuyeron mucho a ella en reformas a la Constitución, a la salud, a la educación, a la previsión, a la normativa medioambiental. Yo, sin complejo alguno, les reconozco ese aporte. En ese entonces ustedes decían: “Que el Gobierno no imponga; construyamos acuerdos entre todos”. Por ejemplo, en materia de educación.



¿Por qué nosotros no tenemos derecho a pedir lo mismo?



Ni siquiera quiero mencionar que somos mayoría en el Senado. Constituimos una parte importante de él, tan importante como ustedes.



Por eso, los invito nuevamente a renovar nuestro compromiso con la política de los acuerdos. Por ahí pasa la gobernabilidad. No hay progreso económico, ni paz social, ni estabilidad política, sin unidad, sin democracia de los acuerdos.



Por lo tanto, espero que en otro proyecto de ley o en la Comisión Mixta seamos capaces de alcanzar un consenso.



Hemos aprobado todo lo que el Gobierno nos ha pedido, pero en este tema queremos un segundo debate.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, la discusión ha sido larga, con argumentaciones bastante claras. Y les quiero sugerir, a petición de varios colegas...

El señor ORPIS.- Pido la palabra, señor Presidente, para una cuestión de Reglamento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor ORPIS.- Como Comité, le solicito suspender la sesión por diez minutos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



Accediendo a su petición, se suspende la sesión por diez minutos.

)---------------------(



--Se suspendió a las 19:53.



--Se reanudó a las 20:4.




)----------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la sesión.



Existe el acuerdo de votar artículo por artículo. En cuanto al royalty ya se efectuó la discusión completa. Y en la Comisión de Hacienda algunos preceptos se votaron a favor y otros se rechazaron. Pero como todos tenemos claro que el debate dio lugar a que se vote a favor o en contra de todas las disposiciones relacionadas con el royalty, podríamos hacer una sola votación donde eso quede expresado y se facultaría a la Secretaría para acomodar los resultados correspondientes, dependiendo de los artículos.



Si le parece a la Sala, se procederá a votar de esa manera.



Quienes aprueben todos los artículos concernientes al royalty  votan a favor y los que estén por rechazarlos, para posibilitar la formación de una Comisión Mixta -como lo han expresado varios señores Senadores-, votan en contra.





¿Estamos claros?



En votación.



Votar “sí” significa aprobar la propuesta del Gobierno; y “no”, rechazarla. De manera que el Senador Navarro tiene que votar que no.





Mi intención era efectuar la votación de una sola vez, pero un señor Senador desea hacer uso de la palabra.





Los pareos registrados hasta el momento en Secretaría para los efectos de la votación son los siguientes. El Senador señor Zaldívar (don Andrés) con el Senador señor Larraín, el Senador señor Ruiz-Esquide con la Senadora señora Pérez (doña Lily) y el Senador señor Rossi con el Senador Pérez Varela.



El Honorable señor Navarro ha solicitado fundamentar el voto. Lo que podemos hacer es que Su Señoría lo fundamente, mientras tanto estamos a la espera del Senador señor Prokurica, y después, votamos. 

El señor WALKER (don Ignacio).- No.

El señor PIZARRO (Presidente).- Yo no puedo negar el derecho de fundamentar el voto a Sus Señorías. Si lo desean, cada señor Senador puede solicitar hacer uso de él.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro para fundamentar el voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, durante casi tres semanas se ha debatido acerca del proyecto de ley sobre financiamiento de la reconstrucción respecto de sus 9 artículos permanentes y 15 transitorios. 



La verdad es que debo reiterar lo que dije desde un inicio: voy a apoyar todos y cada uno de los preceptos. Creo que la Oposición y la Concertación debieron haberlo hecho así e ir al meollo donde había  diferencias: el royalty y, particularmente, la invariabilidad tributaria. 



Se perdieron tres semanas -¡un mes!- en debatir para luego votar a favor. Hoy, después de esta larga vuelta, se va a aprobar todo lo que el Gobierno propuso, lo cual me parece bien. Eso niega el discurso de querer quitar la sal y el agua.



Siento que la salida hoy para posibilitar un acuerdo es la Comisión Mixta. Hubiera preferido suspender el debate, ganar la semana distrital y haber intentado resolver el asunto en el Senado para no ir a una Comisión Mixta. El Gobierno ha elegido que se vote, lo cual significa dar lugar a la formación de aquella.



Voy a rechazar lo relativo al royalty, porque creo que en la Comisión Mixta tenemos la posibilidad de llegar a acuerdo, como se ha venido insistiendo. Porque lo cierto es que el Gobierno y la Oposición dispusimos de dos días para discutir sobre el royalty y de un mes para el resto del proyecto, que se aprobó en forma unánime.



En mi opinión, hay una descompensación absoluta en cuanto al tiempo dedicado a la búsqueda de acuerdos, cuando desde el inicio había un punto de quiebre, que era lo concerniente al royalty, la invariabilidad tributaria, y no al resto de las materias.



He mantenido una sola posición. He apoyado al Gobierno en todos los artículos, menos en la invariabilidad tributaria. Y hoy mi voto negativo tiene por objeto propiciar una Comisión Mixta para procurar un acuerdo.



Les he sugerido a los señores Ministros Larroulet y Larraín la posibilidad de contar con la semana regional y no votar ahora, para facilitar la extensión de la negociación. Sin embargo, se ha preferido votar. Mi voto  negativo es para que se busque un acuerdo en la Comisión Mixta. 



Entiendo y comparto la necesidad de contar con los 600 ó 700 millones de dólares. Y, por cierto, lo vamos a seguir planteando, junto con el Senador señor Sabag.



Voto que no.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira, para fundamentar su voto.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, creo que gran parte de la pasión que ha suscitado esta discusión se debe a la información que leímos en la prensa, respecto a que la Junta Nacional de la Democracia Cristiana dio instrucción y orden a los Senadores de su bancada para rechazar el alza al impuesto de primera categoría, si no era permanente.



¡No cumplieron!



Después, votaron en la Comisión de Hacienda en contra del incremento de tres tributos.



¡No cumplieron!



Entonces, la verdad es que el clima de esta sesión lo ha generado una actitud inentendible.



Aquí se ha sostenido que un proyecto relativo a la situación originada por el terremoto no es la ocasión para analizar el royalty. Pero nos dicen: “Veámoslo en la Mixta”.



¡Inentendible!



Y probablemente yo los voy a ver votando en unos días más, en plena coyuntura, acerca de qué forma contribuye la gran minería.



No concibo, nadie lo ha escuchado, no sé cómo puede contribuir ese sector, si no extendemos la invariabilidad por un plazo determinado.



Pero tomaron una decisión, y creen que ir a Comisión Mixta significa una derrota para el Gobierno. Eso es lo que consiguieron. Están convencidos de ello. ¡Perfecto! Se ríen solos...



Y, en verdad, ustedes mismos están planteando dar lugar a una Comisión Mixta para ver de qué forma arreglamos el royalty, no obstante que han dicho que no es la ocasión para hacerlo. Cómo van a votar, si en el debate habido hoy han señalado que ahora, con el proyecto de financiamiento de la reconstrucción, no es la oportunidad para analizar el royalty, el impuesto específico a la actividad minera. Sin embargo, lo quieren ver en esa instancia.



¡No he visto nada más incoherente! Eso forma parte de lo que hemos observado durante toda la discusión de esta iniciativa.



Señor Presidente, a pesar de que no soy partidario del aumento de tributos, votaré a favor, porque creo que los chilenos necesitan estos recursos, y hoy la Concertación les ha negado 800 millones de dólares a los que han sido víctimas del terremoto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier, para fundamentar el voto.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, solo deseo manifestar que, a mi juicio, corresponde reconocer los gestos realizados por los Senadores en aras del diálogo.



Quiero valorar la propuesta del Honorable señor Orpis, en cuanto a abrir un espacio en tal sentido.



Los parlamentarios de la Concertación hemos manifestado nuestra plena disposición al diálogo. Quizá el Senador Longueira no escuchó esa parte: nosotros estábamos dispuestos a construir un acuerdo.



El señor Ministro de Hacienda nos hizo una propuesta en el transcurso del día de hoy, en cuanto a analizar dos materias, y se nos fijó un plazo fatal para el debate. De esa manera, es bien difícil negociar, conversar o construir acuerdos.



Tal vez tenemos metodologías distintas para la elaboración de un acuerdo. Nosotros habríamos preferido que se alcanzara acá. Lamentamos que eso no haya sido posible. El Ejecutivo nos ha expresado que ahora solo quieren votar, e ir a la Mixta. Ellos son los que han establecido la urgencia.



Repito que habíamos expresado nuestro pleno acuerdo a la idea de abrir un espacio para construir un consenso, y esperamos que de aquí a que sesione la Comisión Mixta exista la posibilidad de lograrlo. Porque eso quiere el país.



En tal sentido, deseo mencionar al Honorable señor Longueira que nosotros preferíamos llegar a un acuerdo acá. Quienes no quisieron hacerlo ahora -lo señalo como Comité Socialista- fueron los Senadores de Gobierno. Ello corresponde más a “un gallito” de la política, para ver a quién acorralo, a quién descalifico, a quién le hago pagar costos políticos, que a un debate de calidad.



Estamos abiertos a la discusión y, por sobre todo, a alcanzar consensos, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- El Senador señor Orpis retiró su petición para hacer uso de la palabra.



¿La Honorable señora Rincón también lo va a hacer?

La señora RINCÓN.- Sí, señor Presidente.

La señora MATTHEI.- ¡Por favor! Quedan por lo menos cuatro horas de debate, y todos desean fundamentar el voto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, solo quiero hacer presente que en la sesión de Comités de ayer pedimos un pareo para el Honorable señor Muñoz Aburto, quien se encontraba en Ginebra, asistiendo a la OIT,  pero se nos negó. Y el Comité de Renovación Nacional nos manifestó que no iban a solicitar ni a otorgar pareos.



La Senadora señora Lily Pérez lo pidió, y nosotros se lo hemos dado.



Muchas gracias.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechazan todas las normas relativas al royalty (17 votos en contra y 15 a favor).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Longueira, Novoa, Orpis y Prokurica.



No votó, por estar pareado, el señor Zaldívar (don Andrés).

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, para los efectos del oficio correspondiente, la Secretaría entiende que las disposiciones atinentes al llamado “royalty” son los números 3), 4) y 5) del artículo 2°; el artículo 3°, y los artículos segundo, tercero y cuarto transitorios.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, disculpe, pero debo hacer una aclaración importante.



Recién el señor Secretario ha indicado que el número 5) del artículo 2° fue rechazado. Y, efectivamente, es una norma que se encuentra entre las relativas al royalty, pero que no tiene nada que ver con él.


Por lo tanto, solicito que lo votemos, porque establece un pago provisional para quienes se acojan al régimen del artículo 14 quáter. Esto no tenía importancia mientras ese artículo estaba caído. Pero ahora que ha sido repuesto por la Sala, resulta absolutamente necesario que quede con una tasa de 0,25 por ciento, tal como se propone.



Repito: se trata del numeral 5). Como bien dijo el señor Secretario, se entendió dentro de las disposiciones concernientes al royalty, porque se halla  entremedio, no sé por qué. Pero no tiene nada que ver con ellas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Gracias por la aclaración, Su Señoría.



Los Senadores de la Comisión de Hacienda me indican que eso es efectivo, y, en consecuencia, daremos por aprobado ese número.

La señora MATTHEI.- ¡Un minuto!

El señor PIZARRO (Presidente).- Honorables señor García y miembros de la Comisión, lo que se está aprobando es el texto acordado en general por la Sala. Lo señalo para los efectos de que exista claridad.



Si no hay inconveniente, se aprobará el número 5) del artículo 2º.



--Se aprueba.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien, todavía resta una larga lista de materias por analizar. El día de ayer habíamos acordado tratar algunas en bloque.



Varios señores Senadores han sugerido que, como la mayoría está a favor de los artículos que quedan, se haga una discusión y una votación de todos ellos. Me refiero al impuesto de timbres y estampillas, al impuesto al tabaco, etcétera.



Si hay acuerdo, podremos hacer el debate y la votación de una sola vez, y en bloque, fijándose un tiempo de tres minutos para intervenir.

El señor CANTERO.- Muy bien.

El señor PROKURICA.- Abra la votación.

El señor CHADWICK.- Sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, pondremos en discusión todos los artículos restantes, y abriremos la votación.



Entiendo que hay uno que la Comisión de Hacienda, por mayoría de 3 votos contra 2, acordó eliminar.



Al respecto, ha habido un cambio -le pido al Senador señor Zaldívar que me corrija si estoy equivocado-, pues se acordó votar todo a favor.

La señora MATTHEI.- ¿Qué artículo es?

El señor PIZARRO (Presidente).- El 5°.

El señor COLOMA.- El que se refiere al impuesto de timbres y estampillas.

El señor BIANCHI.- Así es.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, voy a referirme a la propuesta general del Ejecutivo sobre el impuesto de timbres y estampillas (materia que, por lo demás, todos conocemos), pero solo para dejar algunas constancias en cuanto al porqué de nuestra posición. Porque aquí se plantea una y otra vez por qué cambiamos, por qué no cambiamos, en fin.



Muchos han estudiado para Dios, y han sido rajados. ¡Nosotros todavía no alcanzamos a serlo...!



En efecto, hemos estudiado el asunto, y le formulamos un planteamiento al Gobierno, pues queremos de verdad que lo relacionado con el impuesto de timbres y estampillas signifique un beneficio para los pequeños empresarios y para las personas naturales que solicitan préstamos por cantidades reducidas.



Le hicimos ver eso al Ministro de Hacienda, quien nos dio varias razones por las cuales estimaba que no se podía aceptar nuestra proposición.



¿Qué sugerimos?



Le dijimos que se mantuviera el 0,6 por ciento, incluso por los cuatro años en forma transitoria.



Recogiendo una indicación del Senador señor Bianchi, le planteamos algunos tipos de exenciones: impuesto cero para todos los créditos inferiores a 1.000 UF  y para los préstamos de consumo de hasta 250 UF (es decir, 5 millones de pesos); y para los créditos hipotecarios de hasta 2 mil 500 UF, que son normalmente los que utiliza la gente de sectores medios emergentes, aplicar la mitad de la tasa (50 por ciento del impuesto), o sea, 0,3 por ciento.



Formulamos las indicaciones pertinentes en la Comisión de Hacienda. Y el objeto era lograr un acuerdo. Pero no pudimos conseguirlo.



Señor Presidente, nosotros deseamos que exista una diferenciación. El Ministro dijo que no es factible, porque al dividir los tramos de los créditos se podría producir evasión y no habría control.



Pienso que no es tan así. Siempre es viable buscar por la vía de la ley el modo de controlar los abusos que una persona pretenda cometer. Además, hay que partir del principio de la buena fe del contribuyente y no del de su mala fe.



No tuvimos éxito. No hemos podido lograr nuestro objetivo. Pero, ante esa circunstancia y sin otro camino que seguir -porque no tenemos facultad constitucional para materializarlo-, decidimos aprobar la propuesta del Ejecutivo, de tal manera que la tasa se mantenga en 0,6 por ciento.



Ojalá en el próximo tiempo nos sea factible abrir un espacio de discusión, sobre todo para las personas naturales. Porque los pequeños empresarios, de acuerdo a la ley N° 20.416, hoy día tienen la posibilidad de descontar el impuesto de timbres y estampillas al declarar el impuesto al valor agregado. 



En mi opinión, el Parlamento debe preocuparse del asunto. Porque todos hemos sostenido que queremos apoyar a los pequeños empresarios. Pero de este proyecto no emerge el respaldo consiguiente.



Tengo una carta mediante la cual representantes de la CONUPIA expresan su desacuerdo con la forma como se ha tratado lo relativo a la Ley de Timbres y Estampillas.



Esas son, señor Presidente, las razones por las cuales vamos a votar a favor de la proposición del Ejecutivo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, a los efectos de clarificar el procedimiento, nos hemos puesto de acuerdo con la Secretaría.



Vamos a abrir la votación. Se votará una sola vez. Y entendemos que es favorable el acuerdo sobre todos los artículos que restan (impuesto al tabaco, en fin), según plantearon los Comités.



Posteriormente, nuestro Secretario General y la Oficial Mayor de Secretaría adecuarán el resultado de la votación única, en el entendido de la aprobación total.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Muy bien, señor Presidente: economía procesal.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el impuesto de timbres y estampillas tiene su origen en una contribución que hace muchos años efectuaban aquellos que usaban el crédito: los sectores más pudientes de la población, que podían firmar pagarés, tenían acceso a los bancos, en fin. Por tanto, para el Estado era una buena forma de recaudar, pues quienes más tenían podían contribuir al financiamiento fiscal.



Sin embargo, con el paso de los años el crédito se ha ido democratizando. Así, hoy día acceden a él los sectores más vulnerables. Un trabajador, por ejemplo, tiene la posibilidad de endeudarse por el equivalente a siete veces su remuneración. 



Los pequeños comerciantes que han tomado un préstamo para financiar su actividad -antes no podían hacerlo- también deben pagar el impuesto en cuestión.



El 80 por ciento de la recaudación fiscal por concepto de impuesto de timbres y estampillas lo paga el 5 por ciento de las empresas.



En este momento tenemos una tasa de 0,6 por ciento, que la próxima semana subirá, para todos, a 1,2 por ciento. 



El proyecto del Gobierno dice: “Lo mantenemos en 0,6 para todos, pero vamos a bajar la recaudación fiscal”. Claro: esta disminuye, pero a costa de que las cinco mil empresas más grandes también pagarán 0,6, en vez de 1,2.



Señor Presidente, consideramos necesario que el referido tributo caiga a cero para la pequeña empresa y para las personas naturales, y que se mantenga el 1,2 por ciento para las empresas grandes. 



Sin embargo, en el Gobierno no ha habido disposición a ese respecto.



Aún más: el Ejecutivo nos propuso mantener un 0,8 por ciento para todos.



La Concertación no está dispuesta a que, a costa de los pequeños empresarios y de las personas naturales, haya que pagar un impuesto mayor en 0,2 por ciento para que las grandes empresas rebajen el suyo. 



En tales circunstancias, estamos obligados a votar lo que hay, para evitar que la pequeña y mediana empresas tributen por una tasa mayor.



Por eso, señor Presidente, votamos a favor. Y esperamos que este impuesto regresivo en algún momento llegue a cero.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, el año 2009 el Ministro de Hacienda llevó este impuesto a cero para todos. Y creo que nadie -¡salvo, probablemente, Francisco Vidal...!- podría acusar a Andrés Velasco de querer favorecer a las grandes empresas.



Si el Ministro Velasco llevó la tasa a cero para todos, incluidas las grandes empresas, fue porque es un lío mayúsculo tener tasas diferenciadas.



Por eso la Concertación se negó durante sus veinte años en el Gobierno, por ejemplo, a tener un IVA diferenciado para los libros. Muchas veces se pidió acá, pero nunca estuvo dispuesta a aceptarlo. Y pienso que hizo bien al negarse a un IVA menor para los libros, porque con una tasa más reducida se termina vendiendo hasta plátanos en las librerías.



Las tasas diferenciadas se prestan para abusos y fraudes, señor Presidente.



Por lo tanto, cuando en 2009 el Gobierno decidió bajar el impuesto en cuestión porque realmente había un problema económico grave, lo disminuyó para todos a cero. Y no hizo rebajas diferenciadas como las que pide ahora la Concertación.



Pregúntenle a sus ex Ministros de Hacienda: a Velasco, a Nicolás Eyzaguirre. Ellos les dirán que es correcto lo que se está haciendo ahora: tener una sola tasa para todos. Porque las tasas diferenciadas siempre se prestan para fraudes.



Señor Presidente, me encantaría tener a los pequeños empresarios exentos del referido impuesto. Pero yo jamás votaría a favor de eso, por la estela de fraudes que generaría y por el tremendo esfuerzo que el Servicio de Impuestos Internos debería realizar para controlar la evasión tributaria.



En consecuencia, creo que se está haciendo lo correcto. A nuestro juicio, en algún minuto el impuesto en cuestión tendría que llegar a cero. No se puede hacer ahora, porque recauda. Pero la verdad es que introduce muy graves distorsiones en la competencia en el sector financiero. Y por eso no debiera existir.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, no puedo sino coincidir absolutamente con lo que señaló el Senador Zaldívar -tuvimos la misma discusión en la Comisión de Hacienda- y pedir perdón, pedir disculpas a la clase media, a las mipymes, a los medianos y pequeños emprendedores de nuestro país, porque no hubo cómo llegar a algún acuerdo con el Ejecutivo en esta materia a los efectos de flexibilizar.



Tengo claro que el 0,6 es harto mejor que el 1,2. Pero queríamos una diferenciación. 



Si el Gobierno aspira a crecer al 6 por ciento, una de las maneras de lograrlo pasa también por tener acceso a préstamos más baratos. Y, para ello, las personas de clase media que toman un crédito de 5, 10, 15 ó 20 millones para comprar una vivienda o con otra finalidad no debieran verse obligadas a pagar el odioso impuesto de timbres y estampillas.



Yo al menos hubiese querido que las grandes empresas pagaran el 1,2, porque pueden hacerlo, y que los más pequeños hubiesen tenido acceso a la gran oportunidad que planteábamos. Pero, por desgracia, eso no fue factible.



Coincido totalmente con lo manifestado por los Senadores Zaldívar y Lagos en esta materia, sobre la cual tuvimos un interesante debate en la Comisión de Hacienda.



En definitiva, señor Presidente, me veo obligado a votar a favor, porque, como es obvio, se concede un beneficio; y pequeños y medianos emprendedores que asistieron al Congreso a una sesión expresaban que esto era mejor que lo otro. Sin embargo, para ser sincero, me habría gustado haberle brindado al país, a la sufrida clase media, la gran oportunidad de acceder a créditos mucho más económicos.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, en todo este debate, considero necesario valorar también instrumentos o políticas muy progresistas y que en el pasado fue muy difícil incorporar.



Al respecto, hay un punto del que quiero hacer especial mención -y le agradezco al Ministro de Hacienda por haberlo incorporado-: el impuesto al tabaco.



Más allá de la recaudación, esta es una medida que se halla absolutamente en línea con el propósito de construir una sociedad más moderna, de mejor calidad.



El impuesto en cuestión no solo recauda, sino que, además, es uno de los principales instrumentos para desincentivar el consumo de tabaco en los niños.



Chile vive el drama de tener una de las prevalencias más altas en esta materia: 35 por ciento de los escolares fuman. No existen en ninguna parte del planeta situaciones como esta. Y el costo social del tabaquismo es inmenso: más de 10 mil personas mueren por causas atribuibles a él.



En igual línea, me gustaría hacerle dos planteamientos al Ministro.



Por una parte, le pido la utilización del mismo mecanismo para los alcoholes; tal vez no para el vino, pero sí para los alcoholes duros.



Y por otra, le solicito valorar un instrumento que hoy día se usa en otros países del orbe: el impuesto a las grasas, al azúcar y a la sal, los elementos que más gente están matando en el mundo desarrollado, y también en Chile (las primeras causas de muerte son los infartos, los accidentes vasculares, los cánceres, que se hallan directamente relacionados con la ingesta de ellos). Los mayores fondos que se obtendrían por este concepto se podrían destinar a darles a todas las personas de escasos recursos (niños, adultos mayores, en fin) la oportunidad de realizar actividad física. Ello, por la vía de entregarles a los municipios o a las escuelas recursos para materializar ese propósito. Porque está demostrado que la regulación del consumo de comida chatarra y la gimnasia disminuyen a la mitad los infartos y los accidentes vasculares, y los cánceres, en un tercio.



¡Ese sería el mejor negocio para Chile!



Señor Presidente, yo no quería dejar de valorar, en medio de todo este debate, los referidos aspectos, que son muy sensibles.



Creo de verdad que aquí ha habido una mirada absolutamente progresista en la referida materia, que en el pasado fue muy difícil discutir.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, era absolutamente necesaria la rebaja del impuesto de timbres y estampillas, que tendrá entre sus beneficiarios a un millón 50 mil personas naturales, cerca de 250 mil mipymes o pymes y solo 50 mil grandes empresas.



Nosotros sostuvimos que había que ser consistentes con la medida impulsada por la Presidenta Bachelet, donde no se hacían diferenciaciones de ninguna índole, precisamente porque podrían producir fraudes.



Esta norma beneficia a las personas de la clase media, en particular a las que se hallan en condiciones de solicitar un crédito hipotecario, quienes ahora podrán concurrir a distintos bancos para tratar de obtener un descuento en la tasa de interés.



En ese mismo contexto, nosotros apoyamos esta medida justamente porque creemos en la clase media, en el pequeño emprendimiento.



Por último, quiero pedirle al señor Presidente autorización para poder incorporar mi argumentación a favor del impuesto al tabaco. 

El señor PIZARRO (Presidente).- No es posible, señor Senador.

El señor CHAHUÁN.- La tengo por escrito.

El señor PIZARRO (Presidente).- Además, estamos votando otra materia.

El señor CHAHUÁN.- En ese caso...

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacerla circular entre los Senadores, si quiere, o entregársela a la prensa. Creo que la van a leer con mucho entusiasmo. No le quepa duda.

El señor CHAHUÁN.- Me la reservo para la hora de Incidentes, señor Presidente.



Muchas gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, en esta materia voy a votar que sí porque no hay opción.



Yo habría preferido que el Gobierno hubiera efectuado un distingo -como han dicho otros colegas- entre la mediana y pequeña empresas -por las que muchos están genuinamente preocupados- y las grandes empresas, de manera que estas últimas no pasaran coladas en el esfuerzo de que se trata.



No fue factible. El Ejecutivo sostiene que no se puede hacer esa diferenciación. Yo creo que sí. Por cierto, es difícil.



Como con elocuencia dijo la Senadora Matthei, no es fácil, y a veces se generan intersticios o fraudes. Pero ello no exime de la posibilidad de buscar esa diferenciación, que se hace a diario.



Sin ir más lejos, la Ficha de Protección Social establece cortes. Y los modestos tienen que comérselos. ¡Pero los grandes empresarios, no...!



Entonces, si es factible diferenciar para ver qué puntaje tiene una familia modesta y saber a qué beneficios accede, me parece que lo propio podría hacerse para distinguir entre empresas pequeñas y medianas y empresas grandes.



Voy a una cuestión más de fondo, señor Presidente.



Se ha dicho repetidamente que la Presidenta Bachelet, en su Administración, sí tuvo impuestos de cero y de 0,6 por ciento.



Al respecto, debo puntualizar que nuevamente el Gobierno y el oficialismo, cuando quieren recaudar, confunden terremoto y emergencia con políticas de otra índole.



La Presidenta Bachelet estableció primero el cero y después el 0,6 con un solo fin: reactivar la economía.



Acá se nos ha dicho que, como hubo un terremoto, es necesario recaudar recursos adicionales porque existe una situación excepcional que debe enfrentarse. El propósito no es reactivar la economía. De lo contrario, el Ejecutivo no debería dejar el impuesto de timbres y estampillas en 0,6 por ciento, sino llevarlo directamente a cero, para beneficiar de verdad a aquellas personas de las que se ha hablado acá.



El Senador Chahuán, quien me antecedió en el uso de la palabra, habló de un millón 50 mil personas naturales. Debo manifestarle a Su Señoría, por intermedio de la Mesa, que nosotros hicimos una indicación para que pagaran la mitad del tributo en caso de comprar una vivienda de hasta 50 millones de pesos y cero si ella costara hasta 20 millones. Asimismo, planteamos que quien se endeudara en un crédito de consumo por hasta 5 millones de pesos -por ejemplo, para comprar un “plasma” que le permitiera ver el Mundial de Fútbol- también pagara cero.



El Gobierno dijo que no. ¿Y por qué? ¿Se persiguen fines recaudatorios o reconstruir y reactivar?



Entonces, pónganse de acuerdo.



Voto que sí por no existir alternativa. Porque mi corazón progresista y de centroizquierda me dice lo siguiente: ante la disyuntiva de negarles la rebaja a la pequeña y la mediana empresas para que los grandes no se beneficien de una medida que no merecen, voy a estar con el más débil, así el más grande pase colado, como es la actitud y decisión que tomó el Gobierno.

La señor MATTHEI.- ¡En 20 años de progresismo nunca hubo una tasa diferenciada!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, puede que sea la última vez que intervenimos sobre el proyecto, porque si la Cámara de Diputados ratifica lo despachado por el Senado y no se forma una Comisión Mixta, no tendremos ocasión de volver a hacerlo. Así que quisiera referirme al último punto planteado, relativo al impuesto de timbres y estampillas.



Solo deseo señalar que esta es la coronación de las volteretas que hemos visto durante la discusión de la iniciativa.



Me alegro de que el punto se apruebe, porque era parte de nuestro programa de Gobierno.



Y los porcentajes son transitorios.



A diferencia de lo expuesto el año pasado, la Concertación aumentará el impuesto de timbres y estampillas y lo establecerá en su programa de Gobierno. Y los chilenos, en tres años más, se pronunciarán acerca de si son o no partidarios del alza.



Me agrada la sensibilidad social del Gobierno al no bajar a cero el impuesto para las empresas más grandes. ¡Porque hubo otro que lo hizo! De tal manera que deja la tasa en 0,6 por ciento para ellas, a diferencia de lo hecho por el de ustedes, que la bajó a cero para los más ricos, los más grandes y todas esas cosas que les encanta decir. Y por un año.



Y aquí se arma un escándalo, se presentan indicaciones,...

El señor LAGOS.- ¡Porque es permanente!

El señor LONGUEIRA.- La verdad es que el espectáculo de las argumentaciones y dadas de vuelta es digno casi de un circo, porque impresiona que, no obstante ser algo que no se planteó en 20 años, se sostenga ahora, cuando el Gobierno presenta lo de 0,6 por ciento, que se está beneficiando a los ricos.



Lo único claro, señor Presidente, es que las empresas que hoy generan más recursos -afortunadamente para el país- son las de la gran minería, y que está terminando el tratamiento del proyecto y la Concertación les ha impedido colaborar. Deben de sentirse muy felices. Pero, por desgracia, las personas afectadas por el terremoto se enfrentarán a cerca de 800 millones de dólares menos. Es lo único lamentable de la discusión.



Pero me alegro enormemente -repito- de la solución a que se llegó, porque, a mi juicio, ningún impuesto es más injusto para la clase media que el de timbres y estampillas. Me complace que se reduzca.



Por cierto, en tres años más, a lo mejor, la modificación dejará de ser transitoria, porque la Concertación ya anunció ser partidaria de un aumento, lo cual será parte de la discusión legítima en democracia.



Siento satisfacción por Chile, por la clase media y porque, una vez más, hemos cumplido una parte de nuestro programa de Gobierno. Ello también ocurrió en el caso del artículo 14 quáter, por cuanto era muy importante para nosotros beneficiar a la pequeña y la mediana empresas, ya que creemos en el crecimiento. Y bajar la tasa del impuesto de timbres y estampillas también contribuye a un mayor crecimiento del país, lo que significa que habrá más recursos para la gente que los precisa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estamos contentos con el impuesto al tabaco. Lo estimamos importante, no por su recaudación, sino por su impacto en el hábito.



Sin duda, se debería considerar en algún momento la posibilidad de establecer un impuesto al alcohol fuerte -no me refiero al de baja graduación-, porque es ahí donde se registra un problema de consumo grave, en particular en la juventud.



Juzgamos relevante la reposición de la sobretasa del impuesto territorial, que la Alianza por Chile rechazó en la Cámara de Diputados. Es algo que le pedimos varias veces al señor Ministro. Agradecemos la inclusión de tal aporte.



En cuanto al impuesto de timbres y estampillas, quiero dejar una constancia, señor Presidente. El señor Ministro nos dice que no se puede diferenciar. Eso no es cierto: sí es posible. Se encuentran distintas formas de hacerlo cuando media voluntad.



El mecanismo para los chicos, según nos expresó aquí el mismo titular de la Cartera, no funciona mucho para efectuar el descuento o recuperar el pago de timbres y estampillas. Pero existe un mecanismo: derechos diferenciados. Y lo que hemos planteado es que se busque un sistema diferenciado.



Hoy a mediodía el Gobierno nos propuso algo que, en el fondo, es más complejo que lo que ahora se contempla. Porque aquí el impuesto de timbres y estampillas quedará en 0,6 por ciento. Lo que se nos señaló para construir un pacto fue mantenerlo en ese porcentaje y después subirlo, pero para todos, incluidos los chicos y las personas naturales.



Por tal razón, en parte, no estuvimos dispuestos a concurrir al acuerdo, pues queremos que las personas naturales y las pequeñas y microempresas no tengan que pagarlo. Sí estimamos que los grandes pueden y deben hacerlo y que existen mecanismos legales para asegurarlo.



Aquí se ha tratado de insinuar -y con esto termino- que la coyuntura actual es la misma que en el momento de la crisis. Cuando se aprobó, conforme a la proposición de la Presidenta Bachelet, la rebaja del impuesto de timbres y estampillas -no me queda claro si las fuerzas de Derecha creen hoy que fue una mala medida y parece que la critican-, ello se expuso como un mecanismo de reactivación económica frente a una de las más grandes crisis financieras internacionales que ha conocido la humanidad. Y ese fue el sentido, no otro. Se apuntó a contar con medidas reactivadoras tendientes a no dificultar la situación del sector financiero.



Entiendo que la Senadora señora Matthei -lo expreso por su intermedio, señor Presidente- ha manifestado sobre este tipo de norma un punto de vista que no tiene que ver con la recaudación, sino más bien con incentivos. Podemos discutir sobre el particular, tal como se hizo cuando la Presidenta Bachelet envió tiempo atrás su proyecto en medio de una crisis. Pero no me parece que sea bueno, en estos aspectos, buscar la descalificación, como creo que ha sucedido por momentos.



A nosotros no nos queda otra que votar a favor de la propuesta, pero nos hubiese gustado más diálogo y la consideración de otros mecanismos. La simple aseveración de que no se puede discriminar entre unos y otros porque los grandes van a eludir, porque harán fraude, porque no pueden ser controlados, no me parece el mejor argumento. Pienso que se puede buscar, tal como la ley lo permite, que los chicos obtengan el beneficio.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, mi intervención tiene por objeto precisar un poco el sentido de mi pronunciamiento.



Se explicó que se votan todas las normas en conjunto. Revisé el comparado y la realidad es que las disposiciones en esa situación son muy pocas. Porque, o no se introdujeron modificaciones en el texto, o estas fueron aprobadas por unanimidad, por lo que ya se encuentran aprobadas.



Lo digo porque puede ser que algunos preceptos no los comparta, pero me pronunciaré a favor en el entendido de que, fundamentalmente, la votación implica aprobar lo que dice relación a la rebaja del impuesto de timbres y estampillas, que me parece muy conveniente.



A mi juicio, se ha registrado siempre unanimidad en el sentido de que ese tributo es bastante contrario al desarrollo, a la inversión y al crecimiento económico.



Y lo apruebo tal como está, porque tampoco considero razonables o aceptables los argumentos en cuanto a que deben pagar los más grandes, a que a ellos es preciso cargarles la mano, y empezar a hacer divisiones que con frecuencia han terminado en problemas que van mucho más allá de la recaudación.


Creo que todo el sesgo negativo respecto de las grandes empresas es realmente un asunto que deberíamos considerar con bastante mayor detención, porque los países se construyen sobre la base de pequeñas, medianas y grandes empresas. Y si queremos establecer el criterio de que estas últimas constituyen un hecho indeseado, terminaremos perjudicando las posibilidades de desarrollo de Chile.



En cuanto al impuesto al tabaco, entiendo que fue aprobado y no modificado en la Comisión, por lo que probablemente no tendríamos que votarlo.



En todo caso, hago presente que lo apruebo, y estimo un avance muy importante considerar una parte como impuesto específico. De seguir aumentando la tasa ad valórem, podríamos haber llegado al absurdo de que el tributo implicara mucho más que el costo y, en definitiva, la capacidad de pago, con lo cual hubiéramos cercenado un ingreso significativo para el país.

El señor PIZARRO (Presidente).- Debo aclarar a Su Señoría que los Comités acordaron ayer votar artículo por artículo, aunque mediara la unanimidad de la Comisión.

El señor NOVOA.- Me pronuncio, entonces, respecto de todas las normas, según lo resuelto, pero manifiesto mi disposición más favorable a las dos a que he hecho referencia.



¡Reservaré mi opinión acerca del resto...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Dejaremos constancia de ello, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro para fundamentar su voto. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, aun cuando 0,6 por ciento es positivo para las mipymes, no es la única alternativa. Si el Gobierno lo planteó así, lo he apoyado desde el inicio, de todas maneras. Respecto de las tasas diferenciadas, cabe tener presentes las dificultades señaladas aquí. Pero subsisten problemas como el de la falta de acceso al crédito, la incorporación a DICOM y el endeudamiento con la Tesorería.



A mi juicio, nos queda trabajo. Y es preciso seguir avanzando en el estatuto de las mipymes. No diría que esto es todo lo que cabe hacer. Por el contrario, es algo que forma parte de la ley de reconstrucción. Ya lo he expresado. No se trata de una reforma tributaria ni de una ley en proyecto para dichas entidades.



En consecuencia, las tareas pendientes son lo relativo a DICOM, la deuda con la Tesorería y el acceso al crédito, que no es posible por el propio endeudamiento.



Solo agregaría que el trato a los chicos por parte del Servicio de Impuestos Internos debiera variar, porque es duro. Como la fiscalización es secreta, me responden siempre que es reservado lo que resulta de la que se lleva a cabo con los grandes. Pero sí me impongo de cuando fiscalizan a los chicos, porque estos tienen que pagar las multas, que se conocen.



Pienso que era posible incorporar el caso del alcohol, señor Presidente. Hubo quienes me expresaron que no prosperaría lo relativo a ese impuesto, porque en el Senado y el Gobierno existen muchos apellidos medio vinosos y se observa una similitud en el nombre de varias viñas, de modo que nunca se tocará el producto.

El señor LAGOS”.- ¡“Navarro tres estrellas”...!

El señor NAVARRO.- Me parece necesario abordar la situación, porque se registran cerca de 500 millones de dólares en pérdidas anuales para el país, 2 mil 800 fallecidos, 49 mil lesionados. Y lo señalo no solo por los costos involucrados, sino también por una cuestión de salud pública. 



Estimo que lo obrado es positivo. Podríamos habernos ahorrado un gran periplo con un apoyo desde el inicio. De ese modo, hubiéramos evitado todo el debate que ha tenido lugar y nos habríamos centrado en lo que nos distanciaba: el royalty. 



Sin embargo, me parece que el Gobierno ha hecho lo correcto.



Voto a favor.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban las proposiciones de la Comisión de Hacienda pendientes (29 votos a favor, uno en contra y una abstención), y el proyecto queda despachado en particular.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Matthei y Rincón, y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Frei (don Eduardo).



Se abstuvo el señor Letelier.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora ALVEAR:



A Su Excelencia el Presidente de la República, referente a DENOMINACIÓN DE SALA DE EDIFICIO GABRIELA MISTRAL COMO “PATRICIA VERDUGO”; al señor Ministro del Interior y a la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, para que se informe acerca de MEDIDAS Y PROGRAMAS SOBRE FEMICIDIO, y al señor Superintendente de Electricidad y Combustibles, requiriendo antecedentes sobre IRREGULARIDADES EN COBRO DE CONSUMO POR COMPAÑÍA GENERAL DE ELECTRICIDAD.



Del señor FREI:



Al señor Ministro del Interior, para solicitar PRIORIZACIÓN DE PROYECTOS FNDR DE ALCALDESA DE PAILLACO CON RESOLUCIÓN SATISFACTORIA Y, EN COMUNA DE OSORNO, APROBACIÓN DE PROYECTOS “CONSTRUCCIÓN REDES DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO PASAJES DEL COMITÉ HABITACIONAL VISVIRI”, “ENTUBAMIENTO DEL ESTERO LOS EUCALIPTUS”, “CONTRATACIÓN DE OBRAS PARA MEJORAMIENTO DE URBANIZACIÓN EN RAHUE BAJO” Y “CONTRATACIÓN DE OBRAS DE URBANIZACIÓN EN LOCALIDAD DE CANCURA”.


De los señores HORVATH y WALKER (don Patricio):



A los señores Ministro del Interior y Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, sobre FINANCIAMIENTO PERMANENTE PARA BONIFICACIÓN DE LEY N° 20.198.


De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro del Interior, con relación a ABIGEATO EN PROVINCIA DE LINARES.



Al señor Ministro de Educación, a fin de que informe sobre SITUACIÓN DE PROYECTO DE EDUCACIÓN EN CIENCIAS BASADA EN INDAGACIÓN (ECBI)

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 20:55. 

Manuel Ocaña Vergara, 

Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 24ª, ORDINARIA, EN MARTES 8 DE JUNIO DE 2010



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, Secretario General de la Presidencia y de Minería, señores Felipe Larraín, Cristián Larroulet y Laurence Golborne, respectivamente. También acuden los Subsecretarios de Hacienda, señor Rodrigo Álvarez; General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, y de Minería, señor Pablo Wagner.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones vigésimo segunda y vigésimo tercera, ambas ordinarias, de los días 1° y 2 de junio del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los dos primeros, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (Boletín N° 6.811-11).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que consagra el principio de neutralidad en la red para los consumidores y usuarios de Internet (Boletín N° 4.915-19).



Con el tercero, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (Boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el cuarto, da inicio a un proyecto de ley que facilita la constitución y funcionamiento de nuevas empresas (Boletín N° 6.981-03).



-- Pasa a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el cual retira la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental, que hiciera presente para el despacho del oficio con el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile, al señor Sergio Urrejola Monckeberg (Boletín N° S 1.234-05).



-- Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha dado su aprobación, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, al proyecto de ley que regulariza la nómina de armadores habilitados para operar en la pesquería de pez espada (Boletín N° 6.793-03).



-- Se toma conocimiento y se mandó comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros, envía igual número de copias autorizadas de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 38 de la ley N° 18.933.



-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el tercero, envía copia autorizada de la sentencia recaída en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Del señor Ministro de Obras Públicas, con el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Quintana, relativo a los problemas que se derivan para los habitantes de Curacautín por los olores que emanan de la planta de tratamiento de aguas servidas de la empresa Aguas Araucanía.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el que responde un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, relativo a la posibilidad de integrar el servicio de Metrotrén al sistema de transporte público de la Región Metropolitana TRANSANTIAGO.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con el que contesta un oficio dirigido en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, referido a la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que habilite a los Municipios a demandar colectivamente en materia de calidad de la construcción.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Osorno, por medio del cual informa acerca del acuerdo adoptado por el Concejo Municipal en cuanto a expresar a Su Excelencia el Presidente de la República su preocupación por la situación de los perros vagos y la necesidad de regular legalmente esta problemática.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, con el que responde un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, referido a la posibilidad de aumentar la dotación de la Brigada de Investigación Criminal de Quillota.



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Quintana respecto de la magnitud de los daños sufridos por la comuna de Angol a consecuencia del reciente terremoto.



-- Quedan a disposición de los Honorables Senadores.

Informes



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales para obtener recursos destinados al financiamiento de la reconstrucción del país (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.927-05).



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile, al señor Sergio Urrejola Monckeberg (Boletín N° S 1.234-05).



-- Quedan para Tabla.

Mociones



Tres de los Honorables Senadores señores Zaldívar, Escalona, Gómez, Lagos y Longueira, con las que dan inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley relativo al plazo de renuncia a un partido político para presentar candidaturas independientes (Boletín N° 6.974-06).



2.- Proyecto de ley que establece inhabilidades para ser candidato a alcalde o concejal (Boletín N° 6.975-06).



-- Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



3.- Proyecto de reforma constitucional que incorpora causales de inhabilidad para ser candidato a diputado o senador (Boletín N° 6.976-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Moción del Honorable Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de ley que tipifica el delito de sicariato (Boletín N° 6.977-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Moción de los Honorables Senadores señores Chahuán y Bianchi, con la que dan inicio a un proyecto de ley que obliga a contratar un seguro de sismo para toda edificación (Boletín N° 6.978-14).



-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Moción del Honorable Senador señor Letelier, con la que da inicio a un proyecto de ley que prohíbe a empresas que otorgan créditos exigir seguro de cesantía a jubilados (Boletín N° 6.980-03).



Moción de los Honorables Senadores señores Longueira, Chadwick, Orpis y Pérez Varela, con la que dan inicio a un proyecto de ley que obliga al acreedor a comunicar, a su costo, la extinción de la deuda al registro de datos personales (Boletín N° 6.982-03).



-- Pasan a la Comisión de Economía.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señor Chahuán y señora Pérez San Martín, por medio de la cual dan inicio a un proyecto de ley que aumenta el número de jueces laborales en Valparaíso.



Moción de los Honorables Senadores señores Chadwick, Longueira y Coloma, con la que dan inicio a un proyecto de ley que incorpora a quienes tengan la calidad de legítimos ocupantes como beneficiarios de los subsidios y ayudas estatales destinados a paliar los efectos de la catástrofe del 27 de febrero de 2010.



-- Se declaran inadmisibles por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política.

Comunicación



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por medio de la cual solicita, a petición del Honorable Senador señor Horvath, el desarchivo del proyecto de ley, iniciado en Moción del referido señor Senador, sobre denominación de las Regiones del país (Boletín Nº 4.765-06). El archivo se dispuso el pasado 22 de abril, de conformidad al inciso segundo del artículo 36 bis del Reglamento del Senado.



-- Se accede a lo solicitado.
- - -



A continuación, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Coloma, quien pide que se recabe el consentimiento de la Sala para dirigir oficio a S.E. el Presidente de la República, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señores Chadwick y Longueira, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, a fin de incorporar a quienes tengan la calidad de legítimos ocupantes como beneficiarios de los subsidios y ayudas estatales destinados a paliar los efectos de la catástrofe del 27 de febrero de 2010, que fue declarada inadmisible por referirse a la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.



Así se acuerda.

- - -



Luego, el señor Presidente señala que los Honorables Senadores señor Chahuán y señora Pérez San Martín, han pedido requerir igual autorización para dirigir oficio, en sus nombres, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, de manera de aumentar el número de jueces laborales en Valparaíso, que fue declarada inadmisible por referirse a la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.



Así se acuerda.

- - -


Posteriormente, el señor Presidente solicita idéntico asentimiento para autorizar el ingreso a la Sala de los Subsecretarios de Hacienda, General de la Presidencia y de Minería, señores Rodrigo Álvarez, Claudio Alvarado y Pablo Wagner, respectivamente, lo que así se acuerda.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1) Autorizar a la Comisión de Vivienda y Urbanismo para sesionar de 17:30 a 18:00 horas, en forma paralela con la Sala, a fin de ocuparse de una indicación que haría posible el despacho del proyecto de ley que permite la aplicación del procedimiento de demandas colectivas en los juicios por daños o perjuicios en la calidad de las construcciones (Boletín N° 6.841-14).


2) Incorporar en la Tabla de la sesión ordinaria del día de mañana, miércoles 9 del actual, y votar en esa sesión, el Oficio de Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual requiere el acuerdo del Senado para nombrar como integrante del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Loreto Lira Domínguez (Boletín N° S 1.247-05).


3) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.628, suspendiendo por un plazo determinado la información comercial de las personas cesantes (Boletín N° 4.436-03), hasta las 12:00 horas del día lunes 14 de junio, en la Secretaría de la Comisión de Economía.


4) Respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales para obtener recursos destinados al financiamiento de la reconstrucción del país (Boletín N° 6.927-05):


a) Colocarlo en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy, martes 8 de junio.


b) Abrir un plazo para presentar indicaciones a esta iniciativa hasta las 12:00 horas del viernes 11 de junio en curso.


c) Discutirlo en particular en la sesión ordinaria del martes 15 de junio del actual.


5) Proponer que vuelva a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas, para un nuevo segundo informe, el proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, sobre territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández (Boletín N° 6.756-07).


6) Incluir en la Tabla de la sesión ordinaria del día de hoy, martes 8 de junio, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional” (Boletín N° 6.813-10).

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba el “Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional”, con informe de la Comisión de 

Relaciones Exteriores

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.813-10.


Añade que el objetivo del Protocolo es promover, facilitar y reforzar la cooperación entre los Estados Parte para prevenir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones.


Agrega que este instrumento internacional no se aplicará a las transacciones entre Estados ni a las transferencias estatales cuando su aplicación pudiera perjudicar el derecho de un Estado Parte a adoptar medidas en aras de su seguridad nacional.


La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó este proyecto de acuerdo tanto en general, cuanto en particular, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Larraín, Kuschel, Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.
- - -

Puesta en discusión la iniciativa, en general y en particular a la vez, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín, Prokurica y Tuma.


Cerrado el debate y sometido a votación el proyecto, en general y en particular a la vez, es aprobado por 29 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Matthei, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO



“Artículo único.- Apruébase el “Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en Nueva York, Estados Unidos de América, el 31 de mayo de 2001.”.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica diversos cuerpos legales para obtener recursos destinados al financiamiento de la reconstrucción del país, con informe de la 

Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales para obtener recursos destinados al financiamiento de la reconstrucción del país, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.927-05.


Añade que su objetivo es la obtención de recursos para financiar la reconstrucción luego del terremoto y el maremoto acaecidos el 27 de febrero último.



A tal efecto se propone, entre otras medidas, un alza transitoria en la tasa del impuesto de primera categoría; modificar el tributo específico a la actividad minera; integrar a ingresos generales de la nación una cantidad de los recursos señalados en el artículo 1° de la Ley Reservada del Cobre, y elevar la tasa del impuesto a los cigarrillos.



La Comisión, además de la participación de los señores Ministros de Hacienda y de Minería y de otros representantes del Ejecutivo, recibió en audiencia a diversos directivos y portavoces de entidades relacionadas con la iniciativa.



Subraya que la Comisión discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por cuatro votos a favor (Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Lagos) y una abstención (Honorable Senador señor Frei), en los mismos términos del articulado que despachó la Honorable Cámara de Diputados.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores García, Bianchi y Horvath, señora Allende, señores Zaldívar, Sabag, Prokurica, Ruiz-Esquide, Lagos y Letelier, señora Matthei y señores Larraín y Escalona.

- - -



Durante la discusión, se solicita abrir la votación, ante lo cual el señor Presidente informa que los Comités Partido por la Democracia y Partido Radical Socialdemócrata e Independiente no dan su acuerdo.



Enseguida, hace presente que -con la anuencia de los Comités- se citará a sesión especial para el día de mañana, a fin de continuar con la discusión en general de la iniciativa, hasta su total despacho.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión, quedando pendiente la discusión en general del proyecto.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro de Salud, en relación con la implementación de un centro oncológico en la XI Región.


2) Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, pidiendo la incorporación, en las bases de licitación para el transporte aéreo subsidiado en la Zona Austral, de requisitos propios de dicha área.



- De los Honorables Senadores señora Rincón y señor Navarro a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, consultando acerca del criterio de selección de comunas, en las Regiones VII y VIII, para la entrega de cupos de empleo por parte del Cuerpo Militar del Trabajo.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.


Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 25ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 9 DE JUNIO DE 2010



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda y Secretario General de la Presidencia, señores Felipe Larraín y Cristián Larroulet, respectivamente.



Actúa de Secretario General, el titular del Senado señor Carlos Hoffmann Contreras.
________________



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto del asunto discutido en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica diversos cuerpos legales para obtener recursos destinados al financiamiento de la reconstrucción del país, con informe de la 

Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que procede continuar con la discusión en general del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales para obtener recursos destinados al financiamiento de la reconstrucción del país, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.927-05.


Añade que, en la sesión del día de ayer, quedaron inscritos para intervenir los Honorables Senadores señores Rossi, Tuma, Quintana, Gómez, Coloma, Longueira y Navarro, señora Rincón y señores Allamand, Girardi y Orpis.



Subraya que esta sesión especial fue citada con el compromiso de debatir la iniciativa hasta su total despacho.
- - -



Continuando con la discusión en general del proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Rossi, Tuma, Quintana y Gómez y señora Rincón.


Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 33 votos a favor y 3 abstenciones.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Longueira, Navarro, Coloma, Allamand y Orpis.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Frei, Girardi y Ruiz-Esquide, fundamentando, los dos primeros, su decisión.

- - -



Concluida la votación, el señor Presidente otorga la palabra al señor Ministro de Hacienda.

- - -



A continuación, recuerda que, por acuerdo de los Comités -ratificado por la Sala-, se fijó como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del viernes 11 de junio del año en curso.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Auméntase transitoriamente la tasa establecida en el artículo 20 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974, de la siguiente manera:



a) A 20% (veinte por ciento), para las rentas que se perciban o devenguen durante el año calendario 2011.



b) A 18,5% (dieciocho coma cinco por ciento) para las rentas que se perciban o devenguen durante el año calendario 2012.



Toda referencia que en la Ley sobre Impuesto a la Renta o en cualquier otra norma legal, se haga al Impuesto de Primera Categoría, se entenderá efectuada tomando en consideración la tasa incrementada transitoriamente, de acuerdo a lo expresado en el inciso precedente.



Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:



1) Incorpórase, a continuación del artículo 14 ter, el siguiente artículo 14 quáter:



“Artículo 14 quáter.- Los contribuyentes obligados a declarar su renta efectiva según contabilidad completa por rentas del artículo 20 de esta ley, que cumplan los siguientes requisitos, estarán exentos del Impuesto de Primera Categoría en conformidad al número 7° del artículo 40:



a) Que sus ingresos totales del giro no superen, en cada año calendario, el equivalente a 28.000 unidades tributarias mensuales.



Para calcular estos montos, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades tributarias mensuales según el valor de ésta en el respectivo mes y el contribuyente deberá sumar a sus ingresos, los obtenidos por sus relacionados en los términos establecidos por los artículos 20, N° 1, letra b), de la presente ley; y 100 de la ley N° 18.045, que en el ejercicio respectivo se encuentren acogidos a este artículo;



b) No poseer ni explotar, a cualquier título, derechos sociales o acciones de sociedades, ni formar parte de contratos de asociación o cuentas en participación, y



c) Que en todo momento su capital propio no supere el equivalente a 14.000 unidades tributarias mensuales.



Los contribuyentes acogidos a este artículo que dejen de cumplir con alguno de los requisitos a que se refiere el inciso primero, circunstancia que deberá ser comunicada al Servicio de Impuestos Internos durante el mes de enero del año calendario siguiente, no podrán aplicar la exención establecida en el número 7° del artículo 40, a partir del año calendario en que dejen de cumplir tales requisitos. En tal caso, no se podrá volver a gozar de esta exención sino a partir del tercer año calendario siguiente.”.



2) Agrégase, en el artículo 40, a continuación del numeral 6°, el siguiente numeral 7°:



“7°.- Los contribuyentes que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 14 quáter, por la renta líquida imponible, deducidas las cantidades retiradas, distribuidas, remesadas o que deban considerarse retiradas conforme a esta ley, que determinen en conformidad al Título II, hasta un monto máximo anual equivalente a 1.440 unidades tributarias mensuales.”.



3) Sustitúyese el artículo 64 bis, por el siguiente:



“Artículo 64 bis.- Establécese un impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera obtenida por un explotador minero.



Para los efectos de lo dispuesto en el presente título se entenderá por:



1. Explotador minero, toda persona natural o jurídica que extraiga sustancias minerales de carácter concesible y las venda en cualquier estado productivo en que se encuentren.



2. Producto minero, la sustancia mineral de carácter concesible ya extraída, haya o no sido objeto de beneficio, en cualquier estado productivo en que se encuentre.



3. Venta, todo acto jurídico celebrado por el explotador minero que tenga por finalidad o pueda producir el efecto de transferir la propiedad de un producto minero.



4. Ingresos operacionales mineros, todos los ingresos determinados de conformidad a lo establecido en el artículo 29 de la presente ley, deducidos todos aquellos ingresos que no provengan directamente de la venta de productos mineros, con excepción de los conceptos señalados en la letra e) del número tres del artículo 64 ter.



5. Renta imponible operacional minera, corresponde a la renta líquida imponible del contribuyente con los ajustes contemplados en el artículo 64 ter de la presente ley.



6. Margen operacional minero, el cociente, multiplicado por cien, que resulte de dividir la renta imponible operacional minera por los ingresos operacionales mineros del contribuyente.



El impuesto a que se refiere este artículo se aplicará a la renta imponible operacional minera del explotador minero de acuerdo a lo siguiente:



a. Aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales determinadas de acuerdo a la letra d, sean iguales o inferiores al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino, no estarán afectos al impuesto.


b. A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales determinadas de acuerdo con la letra d, sean iguales o inferiores al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino y superiores al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino, se les aplicará una tasa equivalente al promedio por tonelada de lo que resulte de aplicar lo siguiente:



- Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino, 0,5%;



- Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino, 1%;



- Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino, 1,5%;



- Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino, 2%;



- Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino, 2,5%;



- Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 3%, y



- Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 4,5%.



c. A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales determinadas de acuerdo con la letra d., excedan al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino, se les aplicará la tasa correspondiente al margen operacional minero del respectivo ejercicio, de acuerdo a la siguiente tabla:



- Si el margen operacional minero es igual o inferior a 35, la tasa aplicable ascenderá a un 3,5%;



- Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 35 y no sobrepase el 40 la tasa aplicable ascenderá a un 6,5%;



- Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 40 y no sobrepase de 45 la tasa aplicable ascenderá a un 9,5%;



- Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 45 y no sobrepase de 50 la tasa aplicable ascenderá a un 12,0%;



- Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 50 y no sobrepase de 55 la tasa aplicable ascenderá a un 13,5%;



- Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 55 y no sobrepase de 60 la tasa aplicable ascenderá a un 15,0%;



- Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 60 y no sobrepase de 65 la tasa aplicable ascenderá a un 16,5%;



- Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 65 y no sobrepase de 70 la tasa aplicable ascenderá a un 18,0%;



- Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 70 y no sobrepase de 75 la tasa aplicable ascenderá a un 19,5%, y



- Si el margen operacional minero excede de 75 la tasa aplicable será de 9,0%;



d. Para los efectos de determinar el régimen tributario a aplicar, se deberá considerar el valor total de venta de productos mineros del conjunto de personas relacionadas con el explotador minero, que puedan ser considerados explotadores mineros de acuerdo al numeral 1 del inciso segundo del presente artículo y que realicen dichas ventas.



Se entenderá por personas relacionadas aquéllas a que se refiere el numeral 2° del artículo 34 de esta ley.



El valor de una tonelada métrica de cobre fino se determinará de acuerdo al valor promedio del precio contado que el cobre Grado A, haya presentado durante el ejercicio respectivo en la Bolsa de Metales de Londres, el cual será publicado, en moneda nacional, por la Comisión Chilena del Cobre dentro de los primeros 30 días de cada año.”.



4) Agrégase, a continuación del artículo 64 bis, el siguiente artículo 64 ter:



“Artículo 64 ter.- De la renta imponible operacional minera.



Se entenderá por renta imponible operacional minera, para los efectos de este artículo, la que resulte de efectuar los siguientes ajustes a la renta líquida imponible determinada en los artículos 29 a 33 de la presente ley:



1. Deducir todos aquellos ingresos que no provengan directamente de la venta de productos mineros;



2. Agregar los gastos y costos necesarios para producir los ingresos a que se refiere el número 1 precedente. Deberán, asimismo, agregarse los gastos de imputación común del explotador minero que no sean asignables exclusivamente a un determinado tipo de ingresos, en la misma proporción que representen los ingresos a que se refiere el numeral precedente respecto del total de los ingresos brutos del explotador minero;



3. Agregar, en caso que se hayan deducido, las siguientes partidas contenidas en el artículo 31 de la presente ley:



a. Los intereses referidos en el número 1° de dicho artículo;



b. Las pérdidas de ejercicios anteriores a que hace referencia el número 3° del referido artículo;



c. El cargo por depreciación acelerada;



d. La diferencia, de existir, que se produzca entre la deducción de gastos de organización y puesta en marcha, a que se refiere el número 9° del artículo 31, amortizados en un plazo inferior a seis años y la proporción que hubiese correspondido deducir por la amortización de dichos gastos en partes iguales, en el plazo de seis años. La diferencia que resulte de aplicar lo dispuesto en esta letra, se amortizará en el tiempo que reste para completar, en cada caso, los seis ejercicios, y



e. La contraprestación que se pague en virtud de un contrato de avío, compraventa de minerales, arrendamiento o usufructo de una pertenencia minera, o cualquier otro que tenga su origen en la entrega de la explotación de un yacimiento minero a un tercero. También deberá agregarse aquella parte del precio de la compraventa de una pertenencia minera que haya sido pactado como un porcentaje de las ventas de productos mineros o de las utilidades del comprador.



4. Deducir la cuota anual de depreciación por los bienes físicos del activo inmovilizado que hubiere correspondido de no aplicarse el régimen de depreciación acelerada, y



5. En conformidad a lo establecido en los artículos 64 del Código Tributario y 38 de la presente ley, en caso de existir ventas de productos mineros del explotador minero a personas relacionadas residentes o domiciliadas en Chile, para los efectos de determinar el régimen tributario, la tasa, exención y la base del impuesto a que se refiere este artículo, el Servicio de Impuestos Internos, en uso de sus facultades, podrá impugnar los precios utilizados en dichas ventas. En este caso, el Servicio de Impuestos Internos deberá fundamentar su decisión considerando los precios de referencia de productos mineros que determine la Comisión Chilena del Cobre de acuerdo a sus facultades legales.”.



5) Sustitúyese la letra i) del artículo 84 por la siguiente: “i) Los contribuyentes acogidos a los artículos 14 ter y 14 quáter de esta ley, efectuarán un pago provisional con la tasa de 0,25% sobre los ingresos mensuales de su actividad.”.



Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el número 1° del artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, que contiene el Estatuto de la Inversión Extranjera, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto con fuerza de ley N° 523, de 1993, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:



1. En el párrafo primero, sustitúyese la frase “trata el artículo 64 bis” por “tratan los artículos 64 bis y 64 ter”.



2. En el párrafo segundo, sustitúyese la frase “el artículo 64 bis” por “los artículos 64 bis y 64 ter”.



Artículo 4°.- De los recursos señalados en el artículo 1º de la ley Nº 13.196, Reservada del Cobre, autorízase integrar a ingresos generales de la Nación, partida presupuestaria 50 del Tesoro Público, trescientos millones de dólares de los Estados Unidos de América (US$ 300.000.000), el año 2010, y trescientos millones de dólares de los Estados Unidos de América (US$ 300.000.000), el año 2011. Los recursos obtenidos en conformidad a esta autorización serán destinados a financiar la construcción, reconstrucción, reposición, remodelación, restauración o rehabilitación de infraestructura, instalaciones, obras y equipamiento ubicados en las comunas, provincias o regiones afectadas por el terremoto y maremoto del 27 de febrero de 2010.



Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 3.475, de 1980, que contiene la Ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas:



a. Sustitúyense, en el inciso primero del numeral 3), de su artículo 1°, los guarismos “0,1” y “1,2”, por “0,05” y “0,6”, respectivamente; y en el inciso segundo del mismo numeral, el guarismo “0,5” por “0,25”.



b. Sustitúyese, en el inciso primero del numeral 2), de su artículo 2°, el guarismo “0,5” por el guarismo “0,25”; en el inciso segundo, el guarismo “0,1” por “0,05”, y en el inciso tercero, el guarismo “1,2” por “0,6”.



c. Sustitúyense, en el inciso segundo del artículo 3°, los guarismos “0,1” y “1,2”, por “0,05” y “0,6”, respectivamente.



Artículo 6°.- Introdúcense en el artículo 20 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece el nuevo Sistema de Pensiones, las siguientes modificaciones:



1) Sustitúyese en la penúltima oración del inciso tercero, la coma (,) que se encuentra entre las palabras “legal” y “no”, por la conjunción copulativa “y”. A su vez, sustitúyese la frase que se encuentra al final de la oración: “y les será aplicable el artículo 19”, por las siguientes: “por la parte que no exceda de un monto máximo anual de 900 unidades de fomento, por cada trabajador. Los excesos sobre los montos señalados se gravarán con el Impuesto Único de Segunda Categoría o con Impuesto Global Complementario, según corresponda. La cobranza de estos depósitos se sujetará a lo dispuesto en el artículo 19. El monto total de los depósitos realizados por cada trabajador, deberá ser informado anualmente por las Administradoras o instituciones autorizadas al Servicio de Impuestos Internos, de la forma que este último establezca”.



2) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando los actuales incisos cuarto y quinto, a ser incisos quinto y sexto, respectivamente:



“Cuando los depósitos a que se refiere el inciso anterior, no hayan gozado del beneficio tributario que en él se establece y se destinen a anticipar o mejorar la pensión, para los efectos de aplicar el impuesto establecido en el artículo 43 de la Ley de Impuesto a la Renta, se rebajará el monto que resulte de aplicar a la pensión el porcentaje que en el total del fondo destinado a pensión representen dichos depósitos. El saldo de dichos depósitos, será determinado por las Administradoras de Fondos de Pensiones según establezca una norma de carácter general de la Superintendencia.”.



Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 828, de 1974, que establece normas para el Cultivo, Elaboración, Comercialización e Impuestos que afectan al Tabaco:



1. En el artículo 3°, sustitúyese el guarismo “51” por el guarismo “52,6”, y reemplázase la palabra “escudo” por la palabra “peso”.



2. Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente:



“Artículo 4°.- Los paquetes, cajas o envoltorios de cigarrillos pagarán un impuesto específico equivalente a 0,0000675 unidades tributarias mensuales por cada cigarrillo que contengan; y, además, un impuesto de 62,3%, que se aplicará sobre el precio de venta al consumidor, incluido impuestos, por cada paquete, caja o envoltorio, considerándose como entero toda fracción del impuesto inferior a un peso.



Para estos efectos, el impuesto específico deberá calcularse tomando como base la unidad tributaria mensual vigente al momento de la determinación del impuesto.”.



3. En el artículo 5°, sustitúyese el guarismo “47,9” por el guarismo “59,7”, y reemplázase la palabra “escudo” por la palabra “peso”.



Artículo 8°.- Derógase el artículo 7º de la ley Nº 18.134, que establece normas tributarias, económicas y financieras.



Artículo 9°.- Introdúcense, en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, del Ministerio de Hacienda, sobre Plan Habitacional, las siguientes modificaciones:



1. Agréganse, en el artículo 1°, los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser quinto, sexto y séptimo, respectivamente:



“A los beneficios para las “viviendas económicas” que contempla el presente decreto con fuerza de ley, solamente podrán acogerse las personas naturales, respecto de un máximo de dos viviendas que adquieran, nuevas o usadas. En caso que posean más de dos “viviendas económicas”, los beneficios solamente procederán respecto de las dos de dichas viviendas que tengan una data de adquisición anterior. Esta limitante se aplicará para las personas naturales que adquieran la totalidad del derecho real de dominio sobre el inmueble o una cuota del dominio en conjunto con otros comuneros.



Los beneficios establecidos en el presente decreto con fuerza de ley no podrán ser utilizados por las personas jurídicas, cualquiera fuere su naturaleza. No obstante, las corporaciones y fundaciones de carácter benéfico gozarán de la exención establecida en el artículo 16.



Para hacer uso de los beneficios, franquicias y exenciones que contempla el presente decreto con fuerza de ley, los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces deberán remitir al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine, la información de todos los actos y contratos otorgados ante ellos o que les sean presentados para su inscripción, referidos a transferencias y transmisiones de dominio de "viviendas económicas". Igual obligación tendrán los propietarios de las “viviendas económicas” en defecto de lo anterior.”.



2. Deróganse los artículos 8°, 9° y 22.



3. En el artículo 12, elimínase la frase “la letra g) del artículo 8° y en”.



4. Suprímese, en el inciso primero del artículo 18, la expresión “o jurídica”.



5. Intercálase, también en el inciso primero del artículo 18, entre la coma (,) que sigue a la palabra “título” y la expresión “gozarán”, la frase “con las limitaciones establecidas en el artículo 1°”, seguida de una coma (,).



6. Agrégase, en el inciso primero del artículo 20, antes de la frase “Los beneficios establecidos”, la frase “La posibilidad de acogerse a”, y sustitúyese la palabra “regirán” por “regirá”; y 



7. Agrégase, también en el artículo 20, el siguiente inciso final:



“Lo señalado en esta disposición es sin perjuicio de que, para hacer uso de los beneficios indicados en el inciso primero, deberá darse cumplimiento al deber de información establecido en el inciso cuarto del artículo 1°.”.



Artículo 10.- Sustitúyese, en el decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, del Ministerio de Hacienda, que contiene la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos, el inciso final del artículo 9°, por el siguiente:



“Con todo, al Subdirector de Fiscalización y al Director de Grandes Contribuyentes se les entienden conferidas todas las facultades que esta ley, el Código Tributario y otras disposiciones legales, otorgan o les confieran en el futuro a los Directores Regionales. No obstante, para el caso del Subdirector de Fiscalización, se excluye la facultad establecida en el número 6°, del artículo 6°, letra B), del Código Tributario. Las facultades de que trata este inciso se entenderán conferidas, al Subdirector de Fiscalización, respecto de todo el territorio del país; y al Director de Grandes Contribuyentes, respecto de aquellos contribuyentes que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3° bis de esta ley queden sometidos a su jurisdicción.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo primero.- Para los efectos de lo señalado en el inciso segundo de la letra a) del artículo 84, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, los contribuyentes deberán recalcular el Impuesto de Primera Categoría con la tasa de impuesto que rija en cada año calendario, para determinar el porcentaje que deben aplicar a los ingresos brutos por los meses de abril a diciembre de los años calendarios 2011, 2012 y 2013.



Del mismo modo, para los efectos de determinar los pagos provisionales por los ingresos brutos correspondientes a los meses de enero, febrero y marzo de los años calendarios 2011, 2012 y 2013, el porcentaje aplicado durante el mes de diciembre inmediatamente anterior, se ajustará multiplicándolo por los factores 1,176, 0,925 y 0,919, respectivamente.



Artículo segundo.- Las disposiciones establecidas en los números 3) y 4) del artículo segundo, regirán a contar del año calendario 2010. En consecuencia, el impuesto a que se refieren los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta deberá pagarse por la renta operacional del explotador minero que se determine para dicho año calendario.



Artículo tercero.- Los inversionistas extranjeros y las empresas receptoras de sus aportes, que con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, mantengan vigente un contrato de inversión extranjera suscrito con el Estado de Chile, conforme a lo dispuesto en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, podrán optar por la aplicación de las normas contenidas en los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, bajo la modalidad y de acuerdo a lo indicado en el artículo cuarto transitorio.



Lo señalado en el inciso anterior será igualmente aplicable a las empresas que no siendo receptoras del aporte de inversionistas extranjeros, hayan suscrito un contrato con el Estado de Chile conviniendo la invariabilidad tributaria del artículo 5° transitorio de la ley N° 20.026.



Artículo cuarto.- En caso que los explotadores mineros señalados en el artículo anterior optaren por acogerse a las normas de los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se sujetarán, para efectos de determinar el impuesto específico a la actividad minera, a las siguientes reglas:



Durante los ejercicios correspondientes a los años calendarios 2010 y 2011, el impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera se aplicará en conformidad con las reglas establecidas en los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta.



A partir del año calendario 2012, inclusive, y hasta el término del régimen de invariabilidad señalado en los respectivos contratos vigentes, se aplicarán las tasas contempladas en el artículo 64 bis, que fuera incorporado por el N° 1 del artículo primero de la ley N° 20.026 y en los artículos 3°, 4° y 5° transitorios de la misma ley, según sea el caso. Éstas se aplicarán sobre la renta imponible operacional minera determinada en conformidad con los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, según el texto establecido en la presente ley.



El plazo de invariabilidad pactado en los contratos vigentes se ampliará por ocho años calendarios contado a continuación de aquél en  que venza el actualmente en curso. Durante dicho plazo se aplicará el régimen tributario contemplado en los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, según el texto de dichos artículos introducido por esta ley. Una vez vencida la prórroga, los contribuyentes quedarán sometidos al régimen general de tributación entonces vigente.



Sin perjuicio de lo anterior, los contribuyentes a que se refiere la presente disposición, deberán cumplir con lo establecido en el artículo 6° transitorio de la ley N° 20.026. Adicionalmente, mantendrán el derecho a aplicar lo establecido en el artículo 8° transitorio de la referida ley, hasta el término de la prórroga de invariabilidad señalada en el inciso anterior.



La solicitud que tenga por objeto modificar el régimen de invariabilidad a efectos de sujetarse a lo señalado en los incisos anteriores, deberá ser presentada, conjuntamente, por la totalidad de los inversionistas extranjeros y por la empresa receptora de su aporte ante el Comité de Inversiones Extranjeras. Las empresas que no sean receptoras del aporte de inversionistas extranjeros, y que hayan suscrito un contrato con el Estado de Chile ante el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, deberán presentar la solicitud ante este mismo organismo. Luego de ello, y previa resolución de la Vicepresidencia Ejecutiva del Comité de Inversiones Extranjeras, o del referido Ministerio, según sea el caso, se procederá a suscribir la modificación al contrato de inversión correspondiente, la cual se entenderá que producirá sus efectos desde la fecha de la solicitud respectiva. En la resolución y en la modificación al contrato de inversión extranjera respectivo se dejará constancia de los derechos y obligaciones referidos en este artículo.



La solicitud referida en el inciso anterior deberá presentarse, a más tardar, dentro del plazo de sesenta días hábiles a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo quinto.- Los inversionistas extranjeros y empresas receptoras que gocen de los derechos de invariabilidad contemplados en los artículos 7° u 11 bis del decreto ley N° 600, de 1974, podrán acogerse a lo dispuesto en el artículo anterior, con las siguientes modificaciones:



La solicitud respectiva deberá indicar la voluntad de sustituir el régimen de invariabilidad de que gozan, por el del artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, sujeta a la condición de celebrarse la modificación del contrato correspondiente.



El plazo de los derechos de invariabilidad será el que resulte de considerar el remanente del plazo del contrato que se modifica, sin perjuicio de la prórroga de invariabilidad aplicable, que se regirá de acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo precedente.



Durante los años calendarios 2012 y siguientes hasta el que corresponda al vencimiento inicial del contrato que se modifica, la empresa respectiva estará afecta al impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera, con una tasa de 5%.



Los inversionistas extranjeros tendrán derecho a que las respectivas empresas receptoras de la inversión puedan explotar otros proyectos mineros conexos, distintos a los actualmente individualizados en sus convenios respectivos, amparándolos  en el régimen de invariabilidad correspondiente. Lo anterior es sin perjuicio del cumplimiento de la legislación aplicable a los mismos. Para ejercer dicho derecho los inversionistas deberán presentar la solicitud respectiva al Comité de Inversiones Extranjeras, identificando los proyectos mineros conexos dentro de la solicitud referida en el artículo cuarto transitorio.



Se entenderá por proyecto minero conexo aquél que sea parte de una misma unidad económica de explotación, por su proximidad física, por la utilización común de caminos, recursos hídricos, plantas de beneficio, infraestructura eléctrica o de transporte u otros similares. Se considerará como parte del proyecto minero conexo la explotación de pertenencias mineras, que cumpliendo condiciones como las indicadas no pertenezcan aún a la empresa receptora de la inversión, pero sí le pertenecieren a la época de comenzar la explotación del proyecto minero.



El mismo derecho tendrán las empresas con convenios vigentes acogidos al artículo 5° transitorio de la ley N° 20.026.



El Comité de Inversiones Extranjeras o el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo en su caso podrán solicitar informes técnicos sobre las solicitudes mencionadas al Servicio Nacional de Geología y Minería o a la Comisión Chilena del Cobre, los que deberán evacuar su informe dentro del plazo de 15 días hábiles desde la recepción de la consulta.



Artículo sexto.- Las empresas que no siendo receptoras del aporte de inversionistas extranjeros, hubieren adquirido la propiedad de un proyecto minero e iniciado su explotación con posterioridad al 1 de diciembre de 2004 y con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, y que se encuentren afectas al impuesto específico a la actividad minera del artículo 64 bis, señalado en la ley N° 20.026, podrán solicitar se les concedan los derechos contenidos en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, en las condiciones establecidas en dicho artículo, sujeto además a los siguientes requisitos y con los derechos adicionales que se indican:



- La solicitud respectiva será formulada en los mismos términos y dentro del plazo establecidos en los incisos sexto y séptimo del artículo cuarto transitorio.



- El plazo de los derechos de invariabilidad será el establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, siendo aplicable las reglas generales establecidas en los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta.



Artículo séptimo.- Prorrógase, hasta el 31 de diciembre del año 2012, con sujeción a las normas de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, la vigencia de los avalúos de los bienes raíces no agrícolas que rijan al 31 de diciembre del año 2010; y fíjase, a contar del 1 de enero del año 2013, la vigencia de los nuevos avalúos que se determinen, fecha desde la cual se contará el plazo de 5 años que establece el inciso primero del artículo 3° de la mencionada ley, del mismo modo como se reiniciarán los reavalúos anuales establecidos en el inciso séptimo de dicho artículo.



Artículo octavo.- Tratándose de bienes raíces no agrícolas que por aplicación de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 3°, de la ley N° 17.235, al primer semestre del año 2010 no hayan alcanzado la cuota del monto del impuesto territorial que según su avalúo les corresponde, la aplicación del procedimiento de incremento gradual del impuesto establecido en dicho artículo, se prorrogará en hasta un 10% semestral, por un máximo de 4 semestres, de forma tal que al segundo semestre del año 2012, a más tardar, las propiedades afectadas con este procedimiento de incremento gradual deberán haber alcanzado el monto total del impuesto territorial que según su avalúo les corresponde.



Artículo noveno.- En el caso de los bienes raíces no agrícolas señalados en el inciso séptimo del artículo 3°, de la ley N° 17.235, que al primer semestre del año 2010, como resultado del reavalúo que rige a partir del 1 de enero de ese año, hayan experimentado un incremento del impuesto territorial superior a un 25% respecto del semestre anterior, se regirán por el procedimiento de incremento gradual establecido en el inciso cuarto del artículo 3°, de la ley N° 17.235. Este procedimiento se aplicará hasta el primer semestre del año 2012, con un incremento en la contribución de hasta un 10% semestral, de forma tal que al segundo semestre del año 2012, se les girará el monto del impuesto que les corresponda según su avalúo. A contar del 1 de enero del año 2013, para los bienes raíces referidos en este artículo, volverá a aplicarse el mecanismo de determinación del impuesto a que se refiere el inciso final del artículo 3° la ley N° 17.235, ya referido.



Artículo décimo.- Las disposiciones de la presente ley que modifican el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, del Ministerio de Hacienda, comenzarán a regir luego de tres meses contados desde su publicación.



Artículo undécimo.- Las modificaciones al artículo 18 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, del Ministerio de Hacienda, se aplicarán, respecto de los beneficios de que pueden gozar los adquirentes de “viviendas económicas”, por las viviendas que adquieran a contar de la fecha establecida en el artículo décimo transitorio de la presente ley.



Artículo duodécimo.- Para los efectos de lo dispuesto en el número 6°, de la letra B, del artículo 6° del Código Tributario, que introdujo el artículo segundo, número 1), letra b), de la ley N° 20.322, el Director de Grandes Contribuyentes podrá disponer el cumplimiento administrativo de las sentencias dictadas por los Tribunales Tributarios y Aduaneros, en materias de su competencia, a medida que estos Tribunales entren en funciones, conforme a las disposiciones transitorias establecidas en la misma ley. En aquellas regiones donde los Tribunales Tributarios y Aduaneros aún no entren en funciones, el Director de Grandes Contribuyentes no tendrá la facultad de resolver administrativamente las reclamaciones que presenten los contribuyentes, de conformidad con el Libro Tercero del Código Tributario.



Artículo décimo tercero.- Las modificaciones señaladas en el artículo 5° de esta ley, regirán a partir del término de la vigencia indicada en la letra b) del artículo 3° de la ley N° 20.326.



Artículo décimo cuarto.- Los contribuyentes podrán acogerse al nuevo régimen establecido en el artículo 14 quáter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por las rentas que se perciban o devenguen a partir del primero de enero de 2011.



Artículo décimo quinto.- Las modificaciones establecidas en el artículo 6º de esta ley comenzarán a regir a partir del año calendario 2011.”.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 26ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 9 DE JUNIO DE 2010



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones vigésimo segunda y vigésimo tercera, ambas ordinarias, de los días 1° y 2 de junio del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensaje


De Su Excelencia el Presidente de la República, con el cual hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que facilita la constitución y funcionamiento de nuevas empresas (Boletín N° 6.981-03).


-- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley N° 20.087, introduciendo adecuaciones procesales al Libro V del Código del Trabajo (Boletín N° 6.470-13).


-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual emite su opinión respecto del proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, que aplica la Ley del Consumidor a la calidad de la construcción (Boletín N° 6.911-14), de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República.


-- Se toma conocimiento y se remite el documento junto a sus antecedentes.


Cuatro del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Con los dos primeros, envía igual número de copias autorizadas de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005.


-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con el tercero, envía copia autorizada de la sentencia recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 2° de la ley N° 20.033, que modifica el Cuadro Anexo, referido a la nómina de exenciones al impuesto territorial de la ley N° 17.235.


Con el cuarto, remite copia autorizada de la sentencia recaída en la solicitud formulada para que se decrete la inconstitucionalidad del Movimiento Patria Nueva Sociedad.


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


De la Contraloría General de la República, con el que remite la cuenta pública de esa Institución correspondiente al año 2009.


-- Queda a disposición de los Honorables Senadores.

Informes


Segundo informe de las Comisiones de Economía y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que consagra el principio de neutralidad en la red para los consumidores y usuarios de Internet (con urgencia calificada de  “simple”) (Boletín N° 4.915-19).


De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura y establece normas transitorias para enfrentar la catástrofe del 27 de febrero de 2010 (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.917-21).


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Sabag, en primer trámite constitucional, que obliga a individualizar en la escritura de compraventa a las personas naturales propietarias de la empresa inmobiliaria (Boletín N° 6.905-14).


-- Quedan para Tabla.


De la Comisión de Hacienda, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, con el cual requiere el acuerdo del Senado para nombrar como integrante del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Loreto Lira Domínguez, hasta el 19 de julio de 2013, en reemplazo de doña María Luisa Brahm Barril (Boletín N° S 1.247-05).


-- Queda para la Tabla de esta sesión, de conformidad a lo acordado por los Comités en el día de ayer.

Moción


De los Honorables Senadores señores Coloma, Chadwick y Longueira, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que incluye a las operaciones de paz en el orden internacional entre las funciones de las Fuerzas Armadas (Boletín N° 6.984-02).


-- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señora Rincón y señores Larraín, Zaldívar, Coloma y Ruiz-Esquide, con el que solicitan crear el Servicio de Salud del Maule Sur y efectuar inversiones para la transformación de los hospitales de Linares y San Javier (Boletín N° S 1.253-12).


-- Pasa a la Comisión de Salud.


De los Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, Letelier, Tuma, Walker, don Ignacio, y Girardi, relativo al apoyo del Senado a las iniciativas sobre conservación de las ballenas y a las propuestas acordadas por el Grupo de Buenos Aires (Boletín N° S 1.254-12).


-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -



Luego, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien pide que se recabe el asentimiento unánime de la Sala para que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura y establece normas transitorias para enfrentar la catástrofe del 27 de febrero de 2010 (Boletín N° 6.917-21), sea incorporado en la Tabla del Orden del Día de esta sesión.


Así se acuerda.

- - -



A continuación, otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Letelier, quien solicita que se requiera igual consenso para que el proyecto de acuerdo del que es autor, junto con los Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, Tuma, Walker, don Ignacio, y Girardi, relativo al apoyo del Senado a las iniciativas sobre conservación de las ballenas y a las propuestas acordadas por el Grupo de Buenos Aires (Boletín N° S 1.254-12), en definitiva, sea eximido del paso a Comisión y se incluya en el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.



Así se acuerda.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente saluda a una delegación de la Escuela de Periodismo de la Universidad de La Serena -integrada por alumnos de último año-, que se encuentra en las tribunas.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________
ORDEN DEL DÍA

Oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar como integrante del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Loreto Lira Domínguez hasta el 19 de julio de 2013, en reemplazo de doña María Luisa Brahm 

Barril, con informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como integrante del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Loreto Lira Domínguez hasta el 19 de julio de 2013, en reemplazo de doña María Luisa Brahm Barril, correspondiente al Boletín Nº S 1.247-05.



Agrega que el Ejecutivo expresa que en el año 2007 se nombró consejera de la Alta Dirección Pública, por un período de seis años, a la señora Brahm, quien el pasado 23 de abril renunció a su cargo, motivo por el cual procede proponer un nuevo consejero en su reemplazo, recayendo dicha proposición en la economista y académica doña María Loreto Lira Domínguez.



La Comisión de Hacienda la recibió en audiencia, oportunidad en que la señora Lira se refirió a su actividad académica y profesional y manifestó, además, que el Sistema de Alta Dirección Pública es una de las reformas más trascendentes en el proceso de modernización del Estado.



Dicha Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Lagos, concordó en que en esta designación se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por nuestro ordenamiento.



El señor Secretario General destaca que la presente solicitud cuenta con la urgencia que establece el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política, que vence el próximo viernes 11, subrayando que los Comités acordaron votarla en esta sesión.



Cabe tener presente que para otorgar el acuerdo pedido se requieren los votos conformes de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.
- - -


Puesta en discusión la solicitud en análisis, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Letelier, señora Matthei, señores Espina, Escalona, Walker, don Ignacio, Longueira y Ruiz-Esquide, señora Allende y señores Chadwick, Bianchi, Orpis, Quintana, Lagos, Navarro y Gómez.

- - -



Cabe señalar que, en el curso de sus intervenciones, los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Lagos y Gómez, piden que se recabe el asentimiento unánime de la Sala para oficiar a S.E. el Presidente de la República, en sus nombres, con el objeto de que se informe a esta Corporación acerca del número de empleados del sector público cesados en sus funciones durante los primeros meses tanto del Gobierno actual, como de las administraciones de los ex Presidentes señores Patricio Aylwin Azócar y Eduardo Frei Ruiz-Tagle.



Así se acuerda.

- - -



Cerrado el debate y sometida a votación la solicitud en examen, es aprobada por 32 votos a favor y una abstención, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo cuadragésimo cuarto de la ley N° 19.882.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Letelier.



Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura y establece normas transitorias para enfrentar la catástrofe del 27 de febrero de 2010, con informe de la Comisión de Intereses 

Marítimos, Pesca y Acuicultura



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura y establece normas transitorias para enfrentar la catástrofe del 27 de febrero de 2010, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.917-21.


Añade que los principales objetivos del proyecto son los siguientes:



1.- Establecer la obligación de inscribirse en un Registro que llevará el Servicio Nacional de Pesca para aquellas personas naturales o jurídicas que deseen desarrollar actividades pesqueras de transformación.



2.- Modificar la definición de embarcación pesquera artesanal o embarcación artesanal, eliminando la exigencia de contar con un registro grueso máximo de 50 toneladas.



3.- Disponer que la reserva de cuota global de captura en caso de catástrofe natural o de daño ambiental será hasta un 3 por ciento de la fracción regional respectiva o del promedio de desembarque en los tres años anteriores en la Región de que se trate.



4.- Eliminar la exigencia de acreditar residencia efectiva por 3 años consecutivos en la Región respectiva para la inscripción en el Registro Artesanal, y



5.- Facilitar el retorno a sus actividades de aquellos pescadores artesanales que perdieron sus embarcaciones en el terremoto y posterior maremoto del 27 de febrero.



La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath y Sabag.



El texto que se propone aprobar en general es el mismo que despachó la Honorable Cámara de Diputados.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Horvath.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 15 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Cantero, Escalona, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag y Walker (don Patricio).

- - -



Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Chahuán, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación de la iniciativa en análisis.

- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del lunes 14 de junio del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.
- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.892, Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:



1. En el artículo 2°:



a) Incorpórase en el número 2), el siguiente párrafo final:



“Las personas naturales y jurídicas que deseen desarrollar dichas actividades, deberán inscribirse en un Registro que al efecto llevará el Servicio, el cual eliminará de aquél a las plantas de transformación que no hayan operado e informado, por el plazo de dos años sucesivos, en los términos establecidos en el artículo 63 de la ley y su reglamento.”.



b) Modifícase el número 14) en el sentido siguiente:



b.1) En su párrafo primero:


b.1.1) Reemplázase la coma (,) que sigue a la expresión “18 metros”, por la conjunción “y”.



b.1.2) Agrégase, luego de la palabra “bodega”, un punto seguido (.), y a continuación, lo siguiente: “No obstante lo anterior, única y exclusivamente para embarcaciones pesqueras artesanales, se excluirán del volumen total del arqueo bruto aquellos espacios cerrados destinados única y exclusivamente a la habitabilidad y bienestar de la dotación, es decir, cocina, comedor, camarotes, baños y salas de descanso, que se encuentren en la cubierta superior y que no excedan de un máximo de 50 metros cúbicos.”.



b.1.3) Elimínase la frase “y de hasta 50 toneladas de registro grueso.” y la coma que la antecede.



b.2) En su párrafo tercero:



b.2.1) Reemplázase, a continuación de la expresión “carga máxima”, la coma por la conjunción “y”.


b.2.2) Sustitúyese la frase “y la superficie mínima destinada a habitabilidad”, por “, según corresponda al arte de pesca”.


b.2.3) Elimínase la frase “y las condiciones de trabajo a bordo”.


b.3) En su párrafo cuarto, suprímese la expresión “o superficie”.



2. Reemplázase el párrafo primero de la letra c) del artículo 3°, por el siguiente:



“c) Fijación de cuotas anuales de captura por especie en un área determinada. En el evento que se produzca una catástrofe natural declarada por la autoridad que afecte al todo o parte de una región, en los términos establecidos en la ley N° 16.282, o daño ambiental, de conformidad con la ley N° 19.300, se efectuará una reserva de la cuota global anual de captura de hasta un 3% de la fracción regional respectiva o del promedio de desembarques en los tres años anteriores en la región de que se trate, en el caso que la cuota no se encuentre regionalizada, la que se imputará a la cuota global anual del año siguiente, con la exclusiva finalidad de atender necesidades sociales urgentes derivadas de la catástrofe indicada. La Subsecretaría, mediante resolución fundada, determinará la asignación de dicha reserva.”.



3. Intercálase en el artículo 48 A, el siguiente inciso cuarto, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso final:



“No obstante lo anterior, en caso de catástrofe natural declarada por la autoridad competente, la Subsecretaría podrá no considerar el o los años durante los cuales estuvo vigente dicha declaración para efectos de determinar la historia real de desembarque. Del mismo modo, la Subsecretaría no considerará las capturas que se imputen a la reserva de la cuota global anual fijada para efectos de atender necesidades sociales urgentes, establecida de conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero de la letra c) del artículo 3°.”.



4. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 50 A, por el siguiente:



“El reemplazo operará en forma indivisible respecto de todas las categorías, y en todas las pesquerías cerradas y vigentes que el reemplazado tenga inscritas en el Registro, quedando sin efecto la inscripción respecto de las pesquerías con acceso abierto, por el solo ministerio de la ley. Los armadores que cuenten con dos embarcaciones inscritas en el Registro Pesquero Artesanal podrán efectuar el reemplazo de una o de ambas, manteniendo en el primer caso su inscripción respecto de la embarcación no reemplazada con las pesquerías que tuviere inscritas, conservando, asimismo, el resto de sus categorías.”.



5. Elimínase la letra d) del artículo 51.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Primera.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 50 A de la Ley General de Pesca y Acuicultura, el requisito de habitualidad a las peticiones de reemplazos de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal de la V Región de Valparaíso, de la VI Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, de la VII Región del Maule, de la VIII Región del Biobío y de la IX Región de la Araucanía, que sean presentadas en el plazo de un año de entrada en vigencia de la presente ley, será de un año cualquiera dentro de los tres años calendarios anteriores a la presentación de la solicitud. Para estos efectos, el reemplazante deberá encontrarse inscrito en el Registro Pesquero Artesanal con anterioridad al 27 de febrero de 2010.



Segunda.- Para todos los efectos de la Ley General de Pesca y Acuicultura, no se considerará la paralización de operaciones extractivas durante los años 2010 y 2011 en la que hayan incurrido los pescadores artesanales y sus embarcaciones, inscritas en el Registro Pesquero Artesanal de las regiones señaladas en la disposición anterior, siempre que hayan operado e informado capturas al Servicio Nacional de Pesca durante los años 2008 ó 2009, en los términos establecidos en el artículo 63 de la citada ley y su reglamento.



Asimismo no se considerará la paralización de las actividades pesqueras de transformación durante los años 2010 y 2011 en la que hayan incurrido las plantas de transformación ubicadas en las regiones señaladas en el inciso anterior.



Tercera.- Autorízase por el plazo de dos años, contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, a los armadores artesanales inscritos en las regiones referidas en la disposición primera transitoria, para reponer y operar sus embarcaciones siniestradas de acuerdo con lo informado al Servicio Nacional de Pesca, por otras que no sean de su propiedad. Estas últimas deberán cumplir con los demás requisitos establecidos en el artículo 2°, número 14) de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Para acogerse a lo dispuesto en el inciso anterior, los armadores artesanales deberán presentar la solicitud de inscripción de la nueva embarcación ante el Servicio Nacional de Pesca en el plazo de seis meses, contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, e indicar el número de matrícula e inscripción de la embarcación en el Registro de Naves que lleva la Autoridad Marítima. En caso que la embarcación se encuentre inscrita en el Registro Pesquero Artesanal a nombre de otro armador, el armador no propietario deberá, además, adjuntar el título en virtud del cual detenta la tenencia de la misma, quedando suspendida, durante la vigencia del respectivo título, la inscripción del armador propietario respecto de la embarcación que no operará.



Las embarcaciones que se acojan a lo dispuesto en los incisos anteriores, sólo podrán ser de igual o menor clase, conforme a la clasificación establecida en el artículo 2° del decreto supremo N° 388, de 1995, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, o la norma que la reemplace.



Asimismo, durante el plazo indicado en el inciso primero del presente artículo, las organizaciones de pescadores artesanales que se encuentren sometidas a Régimen Artesanal de Extracción por organización, podrán decidir que toda o parte de la asignación entregada sea capturada por una o más embarcaciones inscritas en el Registro Pesquero Artesanal con anterioridad al 27 de febrero de 2010, y que no se encuentren sometidas a dicha medida de administración al interior de la respectiva organización. En tal caso, la directiva de la misma deberá comunicar, por escrito, dicha circunstancia al Servicio Nacional de Pesca, adjuntando copia del acta de la asamblea, con presencia de ministro de fe, en la cual conste el acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de los afiliados inscritos en la pesquería respectiva, en orden a determinar la embarcación que capturará la asignación y el monto en toneladas de la misma. Para tal efecto, la Subsecretaría de Pesca dictará una resolución que autorizará el traspaso antes indicado, disminuyendo la asignación de la organización sometida al Régimen Artesanal de Extracción, e individualizando la embarcación que capturará la cuota entregada.



Una vez vencido el plazo establecido en el inciso primero, quedará sin efecto, por el solo ministerio de la ley, la autorización otorgada de conformidad con el presente artículo.



Cuarta.- En el plazo de seis meses, contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, el Servicio Nacional de Pesca deberá inscribir, de oficio, a los titulares de autorizaciones para realizar actividades pesqueras de transformación, que hayan operado e informado, en los términos establecidos en el artículo 63 de la Ley General de Pesca y Acuicultura y su reglamento, en el registro de que trata el artículo 2°, número 2), de dicha ley, en los dos años anteriores a la fecha de entrada en vigencia antes indicada.


Las solicitudes de autorizaciones de actividades pesqueras de transformación que se encontraren pendientes a la fecha de publicación de la presente ley, serán remitidas por la Subsecretaría de Pesca al Servicio Nacional de Pesca para su inscripción, en los términos establecidos en el artículo antes indicado.”.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

_______________

INCIDENTES



El señor Secretario General expresa que el Honorable Senador señor Horvath ha requerido que se dirijan, en su nombre, los siguientes oficios:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando la realización de trabajos de conectividad vial y la construcción de un puente sobre el río Baker, en lugares de las comunas de Cochrane y Tortel.


2) A los Ministros de Agricultura; de Bienes Nacionales, y del Medio Ambiente, pidiendo declarar como área silvestre protegida a sector fiscal del cerro San Lorenzo, XI Región.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del aludido Honorable Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien rinde homenaje al empresario señor Daniel Llorente González, recientemente fallecido en la ciudad de Vallenar.

_______________



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Independientes, Partido Socialista, Partido Demócrata Cristiano, Partido por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata e Independiente, y Partido Unión Demócrata Independiente.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE NUEVOS REQUISITOS PARA PROMULGACIÓN DE LEYES

(5941-07)



Con motivo de la moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“


Artículo único.- Agrégase en el artículo 75 de la Constitución Política de la República, el siguiente inciso tercero, pasando el actual a ser cuarto:





“Tratándose de un proyecto iniciado en moción, la promulgación se efectuará en el Congreso Nacional; el respectivo decreto deberá señalar el nombre del o de los diputados o senadores autores de la misma, y llevará las firmas de los Presidentes del Senado y de la Cámara de Diputados.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
2

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE CHILE Y TURQUÍA

(6833-10)



Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Tratado de Libre Comercio entre la República de Chile y la República de Turquía”, suscrito en Santiago el 14 de julio de 2009.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
3

INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE COMO FERIADO LOS DÍA 17 Y 20 DE SEPTIEMBRE DE 2010

(6919-06)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional e iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto concurrieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Allamand, Letelier y Orpis. También asistieron, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor Cristián Larroulet; el Subsecretario, señor Claudio Alvarado; el Jefe de la División Política, señor Eduardo Riquelme, y el asesor señor Andrés Sotomayor; del Ministerio del Trabajo y Previsión Social: el Asesor Legislativo, señor Francisco del Río.
- - -

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Declarar feriado legal los días 17 y 20 de septiembre de 2010, con motivo de la celebración del Bicentenario de la República.

II. CUESTIÓN PREVIA

De conformidad con el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, el presente proyecto de ley debe discutirse en general y en particular a la vez, por tratarse de una iniciativa con urgencia calificada de “discusión inmediata”.
III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


Ley Nº 19.973, que establece feriados. 

3.2. De Hecho


El mensaje con que S.E. el Presidente de la República inició el trámite legislativo de este proyecto recuerda que la ley Nº 2.997, de 1915, estableció como feriados los días 18 y 19 de septiembre, fechas conmemorativas de la Independencia Nacional y de las Glorias del Ejército, respectivamente. Señala el mensaje que si bien la Independencia fue declarada con posterioridad al 18 de septiembre de 1810, la fiesta nacional fue fijada ese día porque en dicha jornada se constituyó la Primera Junta Nacional de Gobierno.


Expresa, a continuación, que la fiesta de la Independencia es una oportunidad para que tanto las familias como las comunidades que integran la Nación revivan sus tradiciones, reforzando así nuestra identidad y cultura. De esta forma –continúa–, durante los días 18 y 19 de septiembre la sociedad civil celebra con todas sus instituciones, públicas o privadas, una fiesta que simboliza el comienzo de nuestra vida republicana, donde la bandera, el escudo, la canción nacional y los bailes típicos se erigen como símbolos de nuestra idiosincrasia. Durante el mes de septiembre la unidad nacional se fortalece, carácter que cobra especial relevancia este año, en que el país fue azotado por una catástrofe de magnitud. 


Afirma el mensaje que es labor de las autoridades de todo nivel fomentar la celebración de dichos acontecimientos, especialmente en este año 2010, en que se registran doscientos años de vida independiente, lo que motivó al Gobierno a formular este proyecto, toda vez que los días 18 y 19 de septiembre corresponden a un sábado y un domingo, respectivamente. De esta forma, señala el mensaje procede declarar feriado legal el día lunes 20 de septiembre, con el objeto de garantizar debidamente una celebración que es parte integral de nuestra identidad nacional.


Recuerda, por último, que la iniciativa en informe tiene un apoyo transversal de los diferentes sectores políticos, lo que se refleja en diversos proyectos que se han presentado a tramitación parlamentaria sobre este tema, como son los consignados en los Boletines Nºs 6.505-24; 3.644-06; 3.490-06; 3.645-06; 4.080-06 y 4.094-06.

IV. ESTRUCTURA Y DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

El proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, está estructurado en dos artículos. 


El artículo primero declara feriados los días 17 y 20 de septiembre de 2010.


El artículo segundo prescribe que los trabajadores del comercio tendrán los derechos de la ley Nº 20.215 en relación con el feriado obligatorio. 


En este aspecto, cabe hacer presente que esa ley introdujo diversas enmiendas a las normas que regulan los feriados de los trabajadores dependientes del comercio en los períodos de fiestas patrias, navidad y otras festividades. Una de las normas modificadas es la ley Nº 19.973, que establece feriados. En su artículo 2º, ese texto legal dispone que los días 1 de mayo, 18 de septiembre, 25 de diciembre y 1 de enero de cada año serán feriados obligatorios e irrenunciables para todos los dependientes del comercio, salvo aquellos que se desempeñen en clubes, restaurantes, establecimientos de entretenimiento. (Cines, espectáculos en vivo, discotecas, pubs, cabarets, casinos de juego y otros lugares de juego autorizados por ley). El carácter obligatorio e irrenunciable de estos feriados tampoco se aplica a quienes trabajen en estaciones de expendio de combustibles y farmacias de urgencia cuyo turno sea declarado por la autoridad sanitaria. 

- - -

V. DEBATE EN GENERAL Y EN PARTICULAR



En sesión de 8 de junio de 2010, el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, señaló que el proyecto en debate tenía como propósito original –según consta en el mensaje– conceder el carácter de feriado a un día adicional, particularmente al lunes 20 de septiembre de 2010, contribuyendo de esta manera a la unidad nacional y al reencuentro de la familia. 


En el primer trámite constitucional, la Honorable Cámara de Diputados incorporó un nuevo día feriado, el viernes 17 de septiembre de 2010. Señaló que la tradición confirma que en esa fecha tanto la empresa privada como el sector público sólo laboran durante media jornada. A mayor abundamiento, recordó que este es un derecho de los trabajadores del sector público reconocido en el artículo 71 del Estatuto Administrativo. 


Por la razón indicada, expresó que el Ejecutivo formulará una indicación para recuperar el sentido original del proyecto, esto es, declarar como feriado legal sólo el día lunes 20 de septiembre, como también para suprimir el artículo 2° que se incorporó en el primer trámite, que permite que los establecimientos comerciales estén cerrados durante cuatro días consecutivos, lo que, en su opinión, podría ocasionar efectos negativos, particularmente en materias de abastecimiento. 


A continuación, el Honorable Senador señor Allamand anunció una indicación al proyecto aprobado por la Honorable Cámara que persigue prevenir las externalidades negativas que pudiere ocasionar el texto del artículo 2° al que hizo alusión el señor Subsecretario, particularmente en lo que dice relación con el abastecimiento de alimentos. En este sentido, argumentó que los feriados “irrenunciables” que reconoce la ley N° 19.973, son los de los días 1° de mayo, 18 de septiembre, 25 de diciembre y 1° de enero de cada año, de modo que el artículo 2° del proyecto, tal como fue aprobado en el primer trámite, conduciría a que  los supermercados u otros establecimientos sólo podrían abrir el día 19, permaneciendo cerrados el viernes 17 y el lunes 20. Esa situación, según dijo, hay que corregirla en el sentido de que sólo quede como feriado “irrenunciable” el día 18 de septiembre. 


En relación con los dos nuevos días feriados aprobados por la Honorable Cámara, agregó que la legislación vigente efectivamente reconoce el derecho, para quienes se desempeñan en el sector público, a trabajar medio día, cuestión que no ocurre con el resto de los trabajadores del país. Dicha circunstancia, a su juicio, implicaría una situación de inequidad con el resto del sector laboral del país, afectando principalmente a quienes desarrollan sus jornadas como dependientes. 


En segundo término, señaló que el país tiene quince feriados anuales, los que este año se reducen a once pues varios de ellos ocurren en día domingo. Dejó constancia de un estudio de la Biblioteca del Congreso Nacional (a disposición de los Honorables señores Senadores en la Secretaría de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización) que demuestra que este año habrá menos feriados que el año pasado y que el próximo, de manera que dos nuevos días festivos no producen un menoscabo en la producción nacional en relación con el número de días libres considerados en tendencia. 


En tercer lugar, que existan dos nuevos días feriados “no renunciables” implica que algunas empresas, principalmente las del sector de aprovisionamiento (retail, supermercados, mall), tendrán que trabajar. En ese sentido, anunció una indicación para que esos trabajadores tengan una compensación que considere los días trabajados como horas extraordinarias según las normas del Código del Trabajo.    


El Honorable Senador señor Zaldívar fue de opinión que los días feriados, si bien causan pérdidas en la producción, también originan ganancias en otros sectores de la economía, como el turismo. Concordó con el Honorable Senador señor Allamand en el sentido de que este año existen menos feriados que el año pasado y que los que habrá el próximo, por lo que incorporar un nuevo día libre no provocaría bajas tendenciales en el producto interno bruto nacional. 


En cuanto a la indicación anunciada sobre la compensación a los trabajadores que desempeñen sus labores en los días festivos, argumentó que es una materia propia de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, compartiendo el fondo de la propuesta. 


A continuación, el Honorable Senador señor Bianchi coincidió con las expresiones vertidas por los Honorables Senadores señores Allamand y Zaldívar, pues, según dijo, la incorporación de uno o dos nuevos días feriados no afectará la producción nacional, considerando los antecedentes que se han vertido en este debate. 


Solicitó al Ejecutivo estudiar la propuesta del Honorable Senador señor Allamand para que los trabajadores que se desempeñen los nuevos días feriados puedan ser recompensados de acuerdo a la ley. 


El Honorable Senador señor Pérez Varela precisó que los nuevos días feriados son dos y no cuatro, como se ha señalado en los últimos días, especialmente considerando que los días 18 y 19 de septiembre ya estaban reconocidos como tales. Además, señaló que la productividad nacional ha de considerarse en su totalidad, esto es, con todos los sectores productivos que integran la economía, dentro de los cuales destaca el turismo. Por ello, continuó, el Bicentenario provocará el desarrollo de diversas actividades en todas las regiones del país, beneficiando el incremento de la producción en varios rubros que, sumado a la menor cantidad de días feriados que este año considera en relación con los años 2009 y 2011, permite concluir que los efectos pueden ser más positivos que negativos. 


Más allá de los antecedentes económicos, argumentó que el Bicentenario es un momento relevante para que tanto los sectores público y privado, así como las familias, puedan dedicar el tiempo necesario para celebrar en un año en que el país necesita de oportunidades para reencontrarse con sus tradiciones y afectos. 


En relación con la propuesta del Honorable Senador señor Allamand, relativa a compensar a los trabajadores del sector privado, afirmó que si bien comparte el fondo de la iniciativa, debe estudiarse con mayor detención, pues no sólo dicho sector se verá afectado por trabajar mayor cantidad de horas, ya que en esa situación también estarán los trabajadores de diversas reparticiones del sector público como hospitales, Carabineros de Chile, Servicio Nacional de Aduanas y otros que desarrollan actividades propias de la competencia estatal. 

- - -


En sesión de 15 de junio de 2010, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, señaló que el Ejecutivo insistirá en que el feriado adicional para la celebración del Bicentenario de la República sólo debe concentrarse en el día 20 de septiembre de 2010. La razón radica en que el país se encuentra en una situación excepcional luego de la catástrofe del pasado 27 de febrero, que lo obliga a fomentar la producción para impulsar los sectores más afectados. Además, expresó que existe una práctica nacional, tanto en el sector público (que es por mandato legal) como en el sector privado, que consiste en adelantar los festejos en la fecha previa al 18 de septiembre, lo que implica que un gran número de trabajadores podrán contar con la tarde del día viernes 17 sin necesidad de que se declare feriado. 


En seguida, manifestó la intención del Ejecutivo de que el nuevo día festivo que eventualmente se apruebe sea de los que han denominado feriados “renunciables”, y no como viene sugerido en el texto del artículo segundo del proyecto aprobado por la Honorable Cámara. 


El Honorable Senador señor Zaldívar  reiteró su argumentación en orden a que los feriados anuales de los años 2009 y 2011 son superiores a los del presente período, de manera que el resultado de la producción económica no debiera arrojar desniveles que produzcan efectos de magnitud en la economía nacional. A mayor abundamiento, agregó que la fecha amerita que la sociedad tenga la posibilidad de destinar mayor tiempo a las celebraciones para así contribuir, de una manera diferente, a que el país recupere su ánimo luego de la catástrofe que lo afectó, considerando lo expresado respecto de que las eventuales pérdidas del producto interno bruto no son tales. 


El Honorable Senador señor Bianchi dejó constancia de su preocupación por los trabajadores del sector público que tengan que desempeñar sus funciones en turnos de emergencia, particularmente en cuanto a la retribución extra que pudieren recibir todos quienes labores en él o los días que se declaren festivos. 


También se refirió a la producción adicional que se genera por la explosión del turismo interno en diversas zonas del país, lo que constituye un dato importante a considerar respecto de las ganancias que estos días feriados generan. 


A continuación, el Honorable Senador señor Pérez Varela señaló que las celebraciones de carácter nacional del Bicentenario estarán concentradas, principalmente, en los días sábado 18 y domingo 19 de septiembre de este año, por lo que las comunas sólo podrán contar con un reducido espacio para rendir los homenajes correspondientes. De esta manera, argumentó que incorporar dos nuevos días festivos al calendario de manera excepcional ayudará a que el país en su totalidad pueda conmemorar una fecha histórica como la que acontecerá este año 2010. 


Coincidió con lo expuesto por el Ejecutivo en orden a considerar sólo como feriado irrenunciable el día 18 de septiembre, por lo que anunció su apoyo a una indicación que vaya en el sentido de suprimir el artículo 2° incorporado por la Honorable Cámara. 


A propósito de la propuesta del Honorable Senador señor Allamand para pagar horas extraordinarias a quienes se desempeñen en sus funciones durante los días festivos, expresó que la legislación vigente prevé la situación de que un trabajador labore en un día feriado de acuerdo a mecanismos de compensación que la propia ley reconoce, por lo que, a su juicio, una nueva norma en este sentido podría provocar efectos negativos diferentes de lo que actualmente existe en nuestro ordenamiento jurídico.  


El Honorable Senador señor Allamand se refirió al tema de la compensación de quienes se desempeñen en sus labores los días que se declaren como feriados. 


Sobre este asunto, explicó que el inciso cuarto del artículo 38 del Código del Trabajo dispone que no obstante lo dispuesto en dicha norma (excepción a las normas sobre descanso semanal), en los casos de los números dos y siete del inciso primero (labores que exijan continuidad del servicio y trabajadores que se desempeñen en establecimientos de comercio), al menos dos de los días de descanso en el respectivo mes calendario deberán concederse en día domingo, norma que no se aplica a quienes sean contratados por períodos inferiores a treinta días o a aquellos cuya jornada no supere las veinte horas semanales. A su turno, el inciso quinto preceptúa que cuando se acumula más de un día de descanso en la semana por aplicación de los incisos segundo y tercero de este artículo (distribución de la jornada incluyendo sábados y domingos con pago de horas extraordinarias y compensación por el descanso dominical, respectivamente), las partes podrán pactar una especial forma de distribución o remuneración de los días de descanso, casos en los cuales la remuneración no podrá ser inferior a la del artículo treinta y dos (recargo del cincuenta por ciento sobre el sueldo convenido para la jornada ordinaria).


Según lo expuesto, el Honorable Senador señor Allamand sostuvo que resulta de justicia que los trabajadores que se desempeñen en los días feriados que eventualmente resulten de este proyecto obtengan una remuneración extraordinaria por ello. Esa es la razón por la cual formulará una indicación en este sentido que, en su opinión, no tendría vicios de constitucionalidad en relación con la iniciativa exclusiva del Ejecutivo. A mayor abundamiento, señaló que en la Cámara de Diputados son numerosas las iniciativas sobre esta materia que han sido aceptadas a trámite legislativo que han tenido su origen en mociones parlamentarias, en razón de que la norma que establece dicha figura (la iniciativa exclusiva) es de carácter excepcional, por lo que la regla general es la amplitud para aceptar mociones parlamentarias que beneficien a los trabajadores. 
- - -


Concluido el debate y aprobado en general el proyecto con la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Bianchi, Rossi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar, la Comisión se abocó a una indicación del Ejecutivo que declara feriado sólo el día 20 de septiembre de 2010. 


Esta indicación fue rechazada por cuatro votos contra uno. Votaron por la negativa los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar. Se pronunció a favor el Honorable Senador señor Rossi. 

El Honorable Senador señor Rossi solicitó dejar constancia en este informe que su voto favorable obedece a que el país se encuentra en una situación particular, en que deben enfocarse todos los esfuerzos en el trabajo para los planes de reconstrucción y ayuda a las zonas del país que resultaron más afectadas por el terremoto del pasado 27 de febrero. Además, hizo presente que la propuesta del Gobierno en orden a declarar como feriado sólo el día 20 de septiembre de 2010, cumple con la finalidad de aumentar los plazos para que las familias puedan celebrar el Bicentenario de la República.

En seguida, el Ejecutivo formuló una indicación para suprimir el artículo 2° del texto aprobado por la Honorable Cámara, propuesta que también sugirió el Honorable Senador señor Allamand.


Esta indicación del Ejecutivo fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Rossi, Sabag y Zaldívar. Con la misma votación resultó aprobada, subsumida en ésta, la indicación del Honorable Senador señor Allamand relativa a este asunto.

Finalmente, el Honorable Senador señor Allamand formuló una indicación para incorporar un nuevo artículo 2° que prescribe que las remuneraciones de los dependientes del comercio que desarrollen sus funciones los días 17, 19 y 20 de septiembre no podrán ser inferiores a las del artículo 32 del Código del Trabajo, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 38 del mismo cuerpo legal.


Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por estimarse que versa sobre una materia propia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con el número cuatro del artículo sesenta y cinco de la Constitución Política. 

Finalmente y como consecuencia de un acuerdo precedente, con la unanimidad de sus miembros, los Honorables Senadores señores Bianchi, Rossi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar, la Comisión introdujo como enmienda formal la de reemplazar en el proyecto las expresiones “artículo 1°”, por “artículo único”.

- - -


VI. MODIFICACIONES


Con el mérito de los acuerdos adoptados precedentemente, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación del proyecto del proyecto de la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes enmiendas:
Artículo 1°

Sustituir en su encabezamiento la expresión “Artículo 1°” por “Artículo único”.
Artículo 2°

Suprimirlo.

- - -


En consecuencia, el proyecto queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Declaránse feriados los días 17 y 20 de septiembre de 2010.”.

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 8 de junio de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente) Bianchi, Pérez Varela y Zaldívar, y 15 de junio de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Pérez Varela, Rossi y Zaldívar.


Sala de la Comisión, a 15 de junio de 2010.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES GIRARDI, RINCÓN (DOÑA XIMENA), CANTERO, CHAHUÁN Y LAGOS CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE ESTABLECE GARANTÍA DE ACCESO UNIVERSAL A TECNOLOGÍAS DE INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN

(6987-07)

Honorable Senado:

Vengo a someter a la consideración de este H. Senado, un proyecto de Reforma Constitucional que, en lo esencial, reconoce, por un lado el acceso a Internet como un derecho fundamental, que como tal puede -desde luego- ser ejercido por cualquier persona, pero -por sobre todo- debe ser garantizado por el Estado, de manera que todos los habitantes del territorio nacional tengan la legítima posibilidad de acceder a la más grande e importante red digital del planeta, que es Internet, independientemente de la tecnología utilizada o la plataforma requerida para acceder a este servicio.

Por otro lado, se garantizará el principio denominado "Acceso Universal", que consiste en que cualquier habitante de la nación, con independencia de su ubicación geográfica, podrá tener acceso a Internet y no tan solo acceso, sino con una calidad determinada y un precio asequible.

Los fundamentos para garantizar el acceso a Internet, radican en que para nadie es un misterio que, hoy por hoy, Internet es considerado como paradigma en la "Sociedad de la Información" en un mundo cada vez más globalizado y en que los medios de comunicación e información están utilizando las redes digitales enriqueciendo y potenciando a las naciones y personas que utilizan Internet, debido al fenómeno democratizador de estas redes y acceso a contenidos y conocimiento disponibles.

Internet ha sido una herramienta que han utilizado !os países para incrementar su desarrollo, tanto económico, como social y cultural, fomentando con ello uso de nuevas tecnologías, formación de mayores capacidades, aumentando la innovación y desarrollo, entre múltiples efectos positivos para los que cuentan con el acceso.

Sin embargo, para aquellas naciones que aún no han implementado políticas claras y concretas respecto a conectividad a redes e Internet, se ha generado un subdesarrollo comparativo con las naciones que sí lo han hecho.

Si vemos la realidad de Chile respecto al nivel de penetración de acceso a Internet, podemos señalar que, según indican las estadísticas del US Census Bureau emitidas el 30 de Diciembre del 2009, Chile posee un 50% de penetración, lo que se reduce a un 35% si hablamos de conectividad hogareña.

Existe, de todas formas, actualmente desarrollándose proyectos de conectividad nacional a través del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones dependiente de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, orientado especialmente a zonas rurales de nuestro país, en virtud del cual se garantizaría en los próximos años áreas de cobertura de acceso a Internet de un 90% de la población rural, lo que claramente estaría acorde al Derecho Fundamental que se pretende consagrar con esta reforma.

Es necesario considerar además, que a través del acceso a Internet hoy en día se entiende corno un verdadero complemento para la satisfacción de otros derechos, garantizados por la Constitución, como lo pueden ser el acceso a la información, el derecho a la educación, libertad de expresión, entre otros, lo que lo hace coherente con las demás normas constitucionales.

Ahora bien, si consideramos el desarrollo interno del país y de la distribución de la riqueza, se demuestra que existe actualmente una verdadera "brecha digital" especialmente en relación al acceso a Internet, que está dado por aquellos que tienen acceso a las nuevas tecnologías e Internet y los que no, agudizando aún más las desigualdades sociales y de oportunidades, por lo que es necesario e imprescindible que la Constitución garantizara este derecho de acceso a Internet.

Debemos considerar al mismo tiempo, que e! Estado, por definición, y según lo establecido en el inciso 4 del artículo 1° de la Constitución Política de la República, está al servicio de la persona humana, siendo su finalidad promover el bien común, para lo cual -establece la carta fundamental- debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible.

Por otro lado, el artículo 19 Nº 2 consagra la Igualdad ante la ley, la que a nuestro entender no sólo se reduce a la igualdad entre individuos, sino también a la igualdad de oportunidades. El acceso a Internet y posibilidad de uso otorgaría una clara manifestación de este deber del Estado. Se suman a este idea la igualdad para el acceso a la justicia, de acceso a la educación, de igual repartición de las cargas públicas, el derecho a la información, el de ejercer cualquier actividad económica, etc.

Respecto a los fundamentos para garantizar el "Acceso Universal" lo que queremos no es más que consagrar un principio que ya se encuentra recogido en nuestra legislación nacional. Es así como el artículo 2° de la ley 18.168 Ley General de Telecomunicaciones señala: "Todos los habitantes de la República tendrán libre e igualitario acceso a las telecomunicaciones y cualquier persona podrá optar a las concesiones y permisos en la forma y condiciones que establece la ley."

Al mismo tiempo, el reciente ingreso de Chile a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) nos impone un desafío de que no tan sólo exista un derecho de acceso a Internet, sino que además es necesario que se garantice a todos los ciudadanos este acceso a Internet, independientemente de su localización geográfica, con una calidad garantizada y a un precio asequible.

Es así como si nos comparamos con los restantes miembros de la OCDE, Chile revela una pobre condición en este sector estratégico y fundamental para el desarrollo. Es así como ocupamos uno de los últimos lugares en la lista de países integrantes, en relación a precio y velocidad de conexión.

Garantizar el acceso o el servicio universal no es una realidad inexistente o desconocida para otros países. El 7 de marzo de 2002, el parlamento Europeo decretó la Directiva 2002/22/CE, relativa al servicio universal y los derechos de los usuarios en relación con las redes y los servicios de comunicaciones electrónicas (Directiva de servicio universal) que en su Artículo 3 Nº l indica que "Los Estados miembros velarán por que los servicios que se enumeran en el presente capítulo se pongan, con una calidad especificada, a disposición de todos los usuarios finales en su territorio, con independencia de la situación geográfica y, en función de las circunstancias nacionales específicas, a un precio asequible."

Es así corno Finlandia tiene garantizado constitucionalmente para que toda persona que viva en ese país (a partir de julio de 2010) tendrá garantizado, el acceso a Internet de banda ancha (definida por una ley en 1 Mb). Para 2015 este derecho pasará de 1 Mb a 100 Mb.
Suiza por su parte, desde el año 2008 por ley ha fijado que sus habitantes tienen derecho a una conexión de 600 Kbit/s de bajada y 100 Kbit/s de subida, como parte de los servicios básicos garantizados.

Actualmente en España se debate una consulta pública en virtud del cual se busca la inclusión de la banda ancha dentro del servicio universal a partir de 2011, lo que supondría ofrecer estos servicios de Internet con calidad y a un precio asequible en cualquier zona.

Francia, por su parte, a raíz de la discusión de un proyecto de ley que buscaba generar una verdadera "policía de Internet" para ese país, la Corte Suprema del país galo contestó que " Internet es un derecho básico del ser humano hoy día, y por tanto sería ilegal prohibirle a alguien el acceso a este recurso básico para la subsistencia humana", por lo que debía ser garantizado por el Estado.

En Australia exista la denominada "garantía de banda ancha", en que los habitantes tienen derecho a una conexión de 512/128 Kbit/s, a un precio que no puede exceder los 50 dólares australianos, calidades y valores que se fijan por ley.

Finalmente, en Latinoamérica, específicamente en México, se presentó recientemente una reforma a la Constitución, justamente para adiciona un décimo párrafo al artículo 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en virtud del cual se consagra que "toda persona tendrá derecho de contar con acceso a Internet".

Finalmente es importante considerar que debido a los constantes cambios tecnológicos y ante la modificación de los estándares de calidad y precios, se busca a través de la reforma a la Constitución, que ésta ordene a una ley ordinaria la promoción del ejercicio de este derecho y las condiciones respecto a calidad determinada y precio asequible.

Por estas consideraciones es que propongo el siguiente,

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Articulo Único: Intercálese a continuación del numeral 25 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, el siguiente numeral 26 nuevo, pasando el actual a ser numeral 27:

"26° La libertad y el derecho a acceder, en condiciones de igualdad, a las tecnologías de información, comunicaciones e Internet, cualquiera sea el medio utilizado o la localización geográfica de los usuarios.

Una ley determinará la forma en que el Estado garantizará el ejercicio de este derecho y las condiciones respecto a calidad y precio."
(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Ximena Rincón González, Senadora.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- 
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, GIRARDI Y ROSSI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE RESTRINGE USO DE DETERMINADOS DATOS PERSONALES EXISTENTES EN INTERNET

(6994-07)

Honorable Senado:

La creciente comunicación e interdependencia entre los distintos países y sus habitantes, como manifestación más irrefutable del fenómeno de la globalización, se produce a partir de las confluencias de una compleja serie de procesos sociales, políticos, económicos y culturales. Uno de esos fenómenos más trascendentes, es lo que se denomina "sociedad de la información". Los medios de generación de riqueza experimentaron sustanciales cambios a partir de las década de los '70, eso es el trabajo ya no se dirigía exclusivamente a la producción de bienes corporales, sino que más bien, a la generación, recopilación almacenamiento y tratamiento de la información. Pero este nuevo fenómeno, no se agota y explica desde una perspectiva individual, ya que el manejo de la información también es necesario para el "bien común", pues todos somos los beneficiados con el aumento de conocimiento sobre el medio en que se desarrolla la comunidad.
A la luz de esta óptica, cobra mayor sentido indicar que, sólo en la medida en que la información esté al alcance de todos y no de unos pocos, más democrática será nuestra sociedad, pero surge una interrogante insoslayable, y viene dada si acaso ¿toda la información puede estar a disposición de todos?, y si acaso ¿cualquier persona puede llevar a cabo el tratamiento de cualquier dato personal, para los más diversos fines?, a la luz del constitucionalismo moderno y de la consagración de ciertas garantías constitucionales, ambas respuestas debieran ser negativas, por lo que la intervención del derecho se trona de imperiosa necesidad para venir a regular este tipo de materias a través de las "normas sobre protección de datos".
Esta nueva disciplina tiene un desarrollo histórico en Europa y Estados Unidos, los que no obstante tener sistemas de protección, doctrinariamente diferentes, ambas fuentes tratan con rigurosidad, sopesando la importancia de esta nueva proyección de la dignidad humana a través de la red: la nueva subjetividad virtual.
A diferencia de lo que ocurre con Colombia, Brasil, Uruguay, Argentina, entre otros países latinoamericanos, Chile no consagra constitucionalmente un derecho fundamental destinado a consagrar el derecho a la protección de datos. En efecto, la Constitución de Chile reconoce en su artículo 19, el derecho a la privacidad ("La Constitución asegura a todas las personas: (...) 42.- El respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona y su familia;")- A diferencia de otros países de la región, no tiene una acción de Rabeas Data, ni tampoco la garantía constitucional de libre acceso a los datos personales. Chile aprobó en 1999 la primera ley sobre protección de datos de un país latinoamericano, la Ley N e 19.628. Aunque inspirada en modelos europeos (en particular las leyes de Francia y España), la ley no prevé algunas instituciones que son esenciales en el modelo europeo de protección de datos. No cuenta, por ejemplo, con un registro central de bases de datos personales operativas, no prevé un órgano administrativo para su aplicación, no prevé el principio de finalidad y no establece procedimientos administrativos para que el titular de los datos haga valer sus derechos. Además de estas características que separan el sistema chileno de protección de datos del modelo europeo, e incluso de los últimos desarrollos en América Latina, como la legislación argentina, la ley uruguaya, e incluso el proyecto de ley de brasileño, su característica de ley general se ve ligeramente comprometida por su vocación de cubrir básicamente casos relacionados con el sector financiero. Recientemente se elaboró un proyecto de ley que introduce cambios en la Ley 19.628 y también en la Ley 20.285 (Ley de acceso a la información pública). En virtud de este proyecto, el Consejo de la Transparencia puede recibir atribuciones de autoridad de control, con el fin de velar por la aplicación de la ley.
Asimismo, la necesidad de reformar la ley Chilena se puede reagruparen las siguientes razones:
1.- Inexistencia de un órgano de control, que obliga a los particulares a recurrir a Tribunales de Justicia, lo que significa necesariamente alto costo a los afectados.
2.- Dificultad de la responsabilidad por culpa, que pone de cargo del afectado la carga de la prueba de la culpa. Una misión casi imposible.
3.- Inexistencia de un registro de bases de datos privadas, lo que dificulta el ejercicio de los derechos.
4.- Multas y un catálogo sancionatorio ineficaz.
El principal cuerpo normativo en la materia en Chile está dado por la ley 19.628, frente a la cual podemos deslizar lagunas críticas; así, la ley referida no propende a un equilibrio entre la información que poseen lo actores en el tratamiento de datos personales, ya que sólo existe un registro de daros públicos y este ni siquiera es completo, lo que lleva a que los titulares de los datos personales desconozcan quien trata su información y cómo lo hace. Además el titular de los datos no participa en ninguna de las etapas del proceso de comunicación de sus datos a terceros distintos del responsable del registro (mercado secundario), lo que aumenta la asimetría de información, asimismo, no existe un reconocimiento que valide a los códigos deontológicos o de conducta como complemento de la legislación sobre protección de datos personales. No existe regulación respecto a la y transferencia transfronteriza de datos, lo que hace que nuestro país no cumpla en esta parte con los estándares internacionales. El régimen de sanciones es irrisorio frente a las infracciones a la norma, las que no incentivan a su cumplimiento. También la Ley 19628, mantiene el monopolio legal a favor de la CCS respecto de los datos patrimoniales.
Frente a este diagnóstico de falencia de nuestro ordenamiento jurídico en materia de protección de datos personales, debemos hacer frente a una especial manera de interacción social, en que fluyen miles de datos persona y que está dado por las nuevas redes sociales virtuales. Plataformas como Facebook, Youtube, Twitter, sirven para el intercambio de ideas, gustos, reflexiones, experiencia, es decir abren una nueva forma de socializar. Con todas las falencia de nuestra legislación, claramente no existe norma alguna referida a las redes sociales, las que día a día se utilizan para los más diversos fines, toda vez que por ellas circula información utilizable en materia política, religiosa, de salud y como no, laboral. A través de plataformas como Facebook, se puede tener acceso a datos sensibles, que permitan conocer perfiles de personas en sus más diversos aspectos, inclusive aquellos relacionados con la esfera íntima de cada sujeto, así, con la popularidad de la red Facebook, miles de personas, pueden tener información de otras miles de personas.
La realidad normativa europea nos señala que el Grupo de Trabajo del artículo 29 (GT29), órgano consultivo europeo independiente establecido en virtud de la Directiva 95/46/CE, adoptó el 12 de junio de 2009 la Opinión 5/2009, sobre las redes sociales en línea. Este documento se centra en cómo el funcionamiento de los servicios de redes sociales (SRS) puede satisfacer los requisitos de la legislación sobre protección de datos de la Unión Europea. En particular, en el documento se destaca cómo muchos usuarios de las redes sociales se mueven dentro de una esfera puramente personal, poniéndose en contacto con gente como parte de la gestión de sus asuntos personales, familiar eso domésticos. Según destaca el GT29, la citada Directiva no impone las obligaciones de un responsable de datos a un individuo que procesa datos personales "en el transcurso de actividades estrictamente personales o Recordatorio: las opciones de restablecimiento de contraseña, unidas a una imprescindible concienciación conducían a otorgar un adecuado nivel de seguridad al acceso por parte de los usuarios. Principios básicos de la Protección de Datos 22domésticas", Siguiendo este precepto, el GT29 estima que, con carácter general, en la mayor parte de las actividades realizadas por los usuarios de un SRS debe aplicarse lo que denomina "exención doméstica", en lugar de la normativa de protección de datos.
Ahora bien, en la Opinión se especifican así mismo tres supuestos en los que tales actividades no estarían cubiertas por la "exención doméstica". El primer supuesto se refiere a los casos en los que se utiliza el SRS como plataforma de colaboración para una asociación o una empresa. Si un usuario de SRS actúa en nombre de una sociedad o asociación, o utiliza el SRS principalmente como una plataforma para conseguir objetivos comerciales, políticos o benéficos, la exención no se aplica. En este caso, el usuario asume todas las obligaciones de un responsable de datos que está revelando datos personales a otro responsable de datos (el SRS) y a terceros {otros usuarios del SRS o, potencialmente, otros responsables de datos con acceso a los mismos). En estas circunstancias, el usuario necesita el consentimiento de las personas concernidas o algún otro fundamento legítimo dispuesto en la Directiva de Protección de Datos. El GT29 expone que los prestadores del SRS deben garantizar la instauración de configuraciones por defecto gratuitas y que respeten la privacidad, restringiendo el acceso a los contactos seleccionados. En estas condiciones, cuando el acceso a la información del perfil se amplia hasta más allá de los contactos seleccionados, por ejemplo cuando se facilita el acceso al perfil a todos los miembros del SRS o cuando los datos son indexables por motores de búsqueda, el acceso desborda la esfera personal o doméstica. De igual manera, si un usuario toma una decisión informada de ampliar el acceso más allá de los "amigos" seleccionados, las responsabilidades inherentes a un responsable de datos se activan.
Efectivamente, se aplicará el mismo régimen legal que cuando cualquier persona utiliza otras plataformas tecnológicas para divulgar datos personales en Internet. En varios Estados Miembros, la falta de restricciones de acceso (y así el carácter público) significa que la Directiva de Protección de Datos se aplica en el sentido de que el usuario de internet adquiere responsabilidades de un responsable de datos. No obstante, el GT29 hace constar que, aunque la exención doméstica no se aplique, el usuario de SRS puede beneficiarse de otras exenciones como la exención con fines periodísticos o de expresión literaria o artística. En dichos casos, se ha de llegar aun equilibrio entre la libertad de expresión y el derecho a la privacidad
Finalmente, el GT29 aborda un tercer escenario en que la "exención doméstica" no sería aplicable. Se trata de aquellos supuestos en los que es preciso garantizar los derechos de terceros, particularmente en relación con datos sensibles. No obstante se hace constar que, aun cuando se aplique ¡a "exención doméstica", un usuario podría ser responsable de acuerdo con las disposiciones generales de la legislación civil o penal nacional en cuestión (por ejemplo, por difamación, responsabilidad civil extracontractual por suplantación de personalidad, responsabilidad penal). En la Opinión se aclara el concepto de "datos sensibles". Así, los datos que revelan el origen racial o étnico, opiniones políticas, creencias religiosas o filosóficas, la pertenencia a un sindicato o datos relativos a la salud o a la vida sexual se consideran sensibles. Los datos personales sensibles solo se pueden publicar en Internet con el consentimiento explícito del sujeto de datos o si el sujeto de datos ha hecho que los datos sean manifiestamente públicos él mismo. El GT29 expone que en algunos Estados Miembros de la UE, las imágenes de los sujetos de datos consideran una categoría especial de datos personales, ya que se pueden utilizar para distinguir entre orígenes raciales/étnicos o pueden utilizarse para deducir las creencias religiosas o los datos sobre la salud. El GT29, en general, no considera que las imágenes en Internet sean datos sensibles, a menos que éstas se utilicen claramente para revelar datos sensibles acerca de los individuos.
En consecuencia, de conformidad con el criterio interpretativo mantenido por el GT29, es preciso que concurra alguno de los escenarios expuestos, en los que la "exención doméstica" no resulta de aplicación, para que sean aplicables los requisitos previstos en la LOPD.
De lo anterior se colige que si en Chile existiera una legislación adecuada, podría utilizarse libremente las redes sociales, pero con la seguridad de que cuando esos datos, dejan de ser "domésticos" y son utilizados con fines comerciales, o para tratar datos sensibles referidos a la salud, afiliación política, laboral etc, se aplicaría la norma sobre protección.
La red FACEBOOK que tiene más de 400 millones de usuarios, ha estado en tela de juicio en el último tiempo, por las débiles medidas de seguridad para resguardar la privacidad de los usuarios, así el mismo Mark Zuckerberg, admitiera que habían cometido errores en relación a los estatutos de privacidad, diciendo en una carta publicada en el Washington post que; "El mensaje que más hemos oído últimamente es que las personas quieren controlar sus datos más fácilmente. En pocas palabras, muchos de ustedes creían que nuestros controles eran demasiado complejos. Nuestra intención era ofreceros controles detallados (...). Nos equivocamos"
La preocupación generalizada surge tras la última política de privacidad dada a conocer por la empresa en abril 2010, donde los usuarios percibían que se estaban exponiendo muchos datos personales y que los controles para filtrarlos eran demasiado complejos.
Las pocas herramientas de privacidad ha dado lugar a prácticas como la de una empresa francesa decidió terminar el contrato de funcionarios pues califican su conversación como "un acto que incita a la rebeldía".
El caso se trató de tres empleados de la empresa francesa Alten que fueron despedidos después que un cuarto, también funcionario y contacto de uno de los involucrados, diera cuenta de una conversación donde hablaban mal de los jefes.
Los tres ex empleados de Alten conversaban por el muro de la red social, fuera del horario laboral, cuando a uno de ellos se le ocurrió referirse a sus jefes como el "club de los nefastos". Esta frase fue enarbolada por Alten como "un llamado a la rebeldía" dentro de sus instalaciones, por lo cual decidió terminar el contrato de los implicados. Uno de ellos llegó a un acuerdo económico contra la empresa, mientras que los otros dos decidieron entablar un juicio laboral.
Sus abogados argumentan que se trataba de una conversación privada entre amigos, y que ésta no causó ningún perjuicio a la empresa.
Chile es uno de los países con más usuarios de Facebook de América Latina, así lo reflejó un estudio realizado por la Universidad Bernardo O'Higgins en Mayo de 2010, titulada "Exposición electrónica de adolescentes en redes sociales Chile 2010", arrojó algunas cifras alarmantes; así un 93,33% de los usuarios permiten que cualquier persona la agregue como amigo, frente a un 3,67% que no lo hace, un 31,83% de los usuarios hace pública fotografías. Si coordinamos solamente los datos anteriores, significa que un altísimo porcentaje permite que lo agreguen como amigo, de modo que basta con confirmar esa solicitud y se tendrá acceso a las fotos e información personal de los usuarios.
El presente proyecto de ley tiene por objeto, contribuir a evitar la utilización arbitraria de datos personales presentes en redes sociales dentro de un contexto doméstico y privado, específicamente con una finalidad laboral perjudicial o persecutoria para el trabajador, que afecte la dignidad del trabajador, o con la finalidad de descontextualizar la utilización de datos sensibles de las personas, tales como sus datos de salud, afiliación política, o religiosa, racial, etc.
Proyecto de Ley
Artículo único: Incorpórese a la Ley 19.628 sobre protección de la vida privada el siguiente artículo 2 bis nuevo: "Los datos personales de carácter sensibles de una persona, según lo prescrito en la letra g) del artículo 2 de esta ley, disponibles en redes sociales en Internet, no podrán ser utilizados por terceras personas, para otros fines, más que para aquellos, que dentro del contexto doméstico o socializador de la red social, sean utilizados o estén disponibles, a menos que cuente con el consentimiento expreso del su titular según lo prescrito en el artículo 4 de la presente ley.
Así, los datos que un empleador recabe de sus trabajadores de una red social, no podrá utilizarlos como causal de despido, ni los datos sobre la salud de una persona ser utilizados para ofrecer planes de salud por parte de una empresa.
La inobservancia de lo dispuesto en este artículo hará aplicable las sanciones previstas, en el artículo V de esta ley.
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- 
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, GIRARDI Y ROSSI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE RENDICIÓN DE CUENTAS DE TUTORES Y CURADORES 

(6992-07)

Honorable Senado:

Como es sabido, el Código Civil, en su artículo 1444, establece como regla general que todas las personas son capaces de actuar en la vida jurídica sin ser representados por otro. Las incapacidades, absolutas o relativas, implican que el incapaz (impúber, menor adulto, interdicto por disipación, demente, entre otros) debe actuar en la vida jurídica representado por un tercero, sea o no su representante legal, como el padre o madre respecto de los hijos menores no emancipados.

Cuando la incapacidad se origina en otra causa, por ejemplo, la demencia, será necesario designar a una persona para que cumpla las funciones de representación y cuidado personal del incapaz.

El Código Civil, en su artículo 338, dispone que "las tutelas y las curadurías o cúratelas son cargos impuestos a ciertas personas a favor de aquellos que no pueden dirigirse a sí mismos o administrar competentemente sus negocios, y que no se hallan bajo potestad de padre o madre, que pueda darles la protección debida. Las personas que ejercen estos cargos se llaman tutores o curadores y generalmente guardadores"

De acuerdo al artículo 346 del Código Civil, las personas sometidas a tutor o curador, se llaman pupilos

Ante la posibilidad de que los guardadores realicen actos en fraude a los pupilos en la administración de su patrimonio, sea o no con la excusa de solventar su cuidado personal, la ley ha establecido distintos mecanismos preventivos.

En primer lugar, la responsabilidad del guardador se extiende hasta la culpa leve es decir, un nivel de responsabilidad medio, como el que se le exige al denominado "buen padre de familia".

Junto con ello, el guardador tiene prohibido realizar ciertos actos, como el arrendamiento de bienes raíces del pupilo por más de 8 años si son rústicos o por más de 5 si son urbanos; la donación de bienes raíces del pupilo; o comprar o arrendar los bienes raíces del pupilo.

Asimismo, hay actos que sólo pueden realizarse previas formalidades, como la enajenación y gravamen de bienes raíces del pupilo previo decreto judicial por causa de utilidad o necesidad manifiesta y en pública subasta; la donación de bienes muebles previo decreto judicial por causa grave, y con tal que sean proporcionadas a las facultades del pupilo; y el otorgamiento de fianzas a nombre del pupilo sin previo decreto judicial, "que sólo autorizará esta fianza a favor de un cónyuge, de un ascendiente o descendiente y por causa urgente y grave", dispone el Código.

Sin perjuicio de lo anterior, de acuerdo al artículo 391 del Código Civil, "el tutor o curador administra los bienes del pupilo, y es obligado a la conservación de estos bienes y a su reparación y cultivo", lo que de acuerdo a la doctrina civil tradicional implican actos de conservación, reparación y cultivo de los bienes, como recibir pagos prestar dinero no utilizado, o cobrar deudas. Los actos que engloban estas facultades son permitidos, y no requieren de formalidad o decreto judicial previo.

Estas facultades de administración, por lo amplias que son, y en atención a su naturaleza, aumentan las posibilidades de defraudar al pupilo, distraer sus bienes, o apropiárselos mediante contratos simulados. El Código Civil, incluso establece que "El tutor o curador tiene derecho a que se le abonen los gastos que haya hecho en el ejercicio de su cargo: en caso de legítima reclamación, los hará tasar el juez". Como se ve, sólo en caso de que alguien interesado reclame, se podrá objetar y analizar la legitimidad de los gastos. Si nadie reclama (un familiar cercano, por ejemplo), no hay tasación externa de sus servicios. Tasa el mismo guardador.

Antes de constituirse en el cargo, el guardador debe, realizar un inventario de los bienes del pupilo y rendir una caución suficiente, pero estas operarán sólo en caso de comprobarse un fraude o simulación perniciosa para los bienes del pupilo, pues de lo contrario, no se probaría perjuicio.

Pero las posibilidades aumentan cuando nos percatamos que es el mismo guardador su propio fiscalizador, pues de acuerdo al artículo 415 del Código Civil, es él quien tiene el deber de llevar una cuenta fiel, exacta y en lo posible documentada de su gestión durante su ejercicio. Señala el artículo 416: "Podrá el juez mandar de oficio, cuando lo crea conveniente, que el tutor o curador, aun durante su cargo, exhiba las cuentas de su administración o manifieste las existencias a otro de los tutores o curadores del mismo pupilo, o a un curador especial, que el juez designará al intento.

Podrá provocar esta providencia, con causa grave, calificada por el juez verbalmente, cualquier otro tutor o curador del mismo pupilo, o cualquiera de los consanguíneos más próximos de éste, o su cónyuge, o el respectivo defensor."

Al terminar las guardas, el guardador debe rendir cuentas, devolver los bienes del pupilo, y pagar los saldos que resulten a su favor.

Pero con jueces recargados de trabajo ¿qué ocurre si no hay familiares interesados en lo que le sucede a un pupilo, o qué sucede si no hay guardadores adjuntos? De acuerdo a la abogada especialista en materias de familia, Romina Chau, las posibilidades de defraudar al pupilo son infinitas, pues la rendición de cuentas ha sido subutilizada en la práctica por la redacción restrictiva del artículo 416 del Código Civil, por lo que parece necesario aumentar o ampliar este deber, respecto de todos los incapaces que requieran de guarda, para evitar los abusos que se ven día a día, que son denunciados en la prensa, pero de los cuáles aún no ha habido respuesta legislativa.

El artículo 416 del Código Civil señala "Podrá el juez mandar de oficio, cuando lo crea conveniente, que el tutor o curador, aun durante su cargo, exhiba las cuentas de su administración o manifieste las existencias a otro de los tutores o curadores del mismo pupilo, o a un curador especial, que el juez designará al intento.

Podrá provocar esta providencia, con causa grave, calificada por el juez verbalmente, cualquier otro tutor o curador del mismo pupilo, o cualquiera de los consanguíneos más próximos de éste, o su cónyuge, o el respectivo defensor".

Es por ello que queremos reemplazar este régimen del Código Civil, instituyendo el deber del guardador de rendir cuenta auditada ante el juez, semestralmente, cuando la fuerza del patrimonio permita pagar al profesional competente. En caso contrario, bastará una cuenta simple. Asimismo, creemos recomendable eliminar la "causa grave" como fórmula habilitante para que el juez ordene la providencia de manifestar existencia o exhibir cuentas, pues ello hace difícil que ella se ordene por el juez, debilitando la fiscalización del desempeño del guardador.

Por tanto, venimos en presentar el siguiente

Artículo Único: Reemplazase el artículo 416 del Código Civil, por el siguiente "El guardador deberá rendir cuenta documentada semestralmente ante el juez respectivo. Cuando la fuerza del patrimonio del pupilo lo permita, lo cual determinará el juez cada año, la cuenta será auditada por profesional competente o perito judicial. En atención a estos informes, el juez podrá ordenar de oficio, cuando lo crea conveniente, que el tutor o curador, aún durante su cargo, exhiba las cuentas de su administración o manifieste las existencias a otro de los tutores o curadores del mismo pupilo, o a un curador especial, que el juez designará al intento.

Podrá provocar también providencia anterior, cualquier otro tutor o curador del mismo pupilo, o cualquiera de los consanguíneos más próximos de éste, o su cónyuge, o el respectivo defensor, invocando el examen de las cuentas o su simple retraso".

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- 
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, GIRARDI Y ROSSI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE DEFINICIÓN LEGAL DE CAPACIDAD DE CARGA TURÍSTICA

(6995-12)

Honorable Senado:

El Informe Brundtland (ONU, 1987) en su definición de desarrollo sustentable presenta de forma implícita una reconciliación entre economía y ecología para las generaciones presentes y futuras, de manera que se pudieran satisfacer las necesidades económicas, ecológicas, y culturales, respetando la capacidad de carga de los sistemas ecológicos y sociales. El mismo informe menciona que el conocimiento y el desarrollo de la tecnología pueden ampliar los límites de los recursos base, pero que dichos límites no desaparecen.

Otras definiciones sobre desarrollo sustentable toman como referencia base la protección de los ecosistemas para el desarrollo de las actividades económicas. Más explícitamente, la IUCN (International Union for Conservation of Nature, 1991) afirma que el desarrollo sustentable significa mejorar la calidad de vida de los seres humanos y mantener la capacidad de carga de los ecosistemas que soportan la vida.

El uso o asimilación de la sustentabilidad como sinónimo de capacidad de carga es un concepto ecológico muy importante que fue desarrollado para su aplicación en la fauna y flora, con una administración humana, aunque sus principios también son válidos para su aplicación en actividades humanas. En teoría, si pudiese establecerse una capacidad de carga para los seres humanos, se obtendría el límite de sustentabilidad ambiental, aunque este es un tema crítico y controversia I, debido sobre todo a sus consideraciones éticas y aplicaciones prácticas relacionadas con las diferencias culturales o económicas entre individuos y sociedades.

Por su parte, The Cale Enciclopedia of Science (2003) señala que la capacidad de carga es la población ideal que se encuentra en equilibrio en un hábitat o área determinada. Cualquier población mayor a ella degradará su hábitat. La capacidad de carga también tiene varios significados prácticos. Cuando se trata de recursos renovables esta expresión designa el rendimiento máximo que se puede obtener indefinidamente sin poner en peligro cada recurso. En el caso de la contaminación se refiere a las cantidades de productos contaminantes que se pueden absorber antes de que los recursos sean irremediablemente alterados.

En los modelos teóricos la capacidad de carga turística no está representada por un número o un límite absoluto, sino que se establece como un margen o umbral. El efecto del establecimiento de un límite es la introducción de un punto de equilibrio en el sistema de análisis.

En términos económicos, algunos autores como Pearce afirman que la sustentabilidad requiere como mínimo mantener una parte constante del capital natural, mientras que otros definen el desarrollo sustentable como la mantención del capital y de los recursos naturales. Según esta visión, el desarrollo sustentable es aquel que permite el máximo consumo presente manteniendo el capital constante para su consumo futuro. Así, la siguiente generación debiera recibir un capital agregado similar o superior al actual. Esta es la denominada regla "del capital constante", en que uno de sus supuestos cruciales es que la naturaleza es simplemente otra forma de capital, según la economía clásica.

Así, la determinación de límites y su respeto es de central importancia en la concreción del desarrollo sustentable, por lo que en la planificación del turismo sustentable se ha instalado crecientemente el concepto de Capacidad de Carga Turística o de Límites de Cambio Aceptable que, básicamente, pueden entenderse como el nivel en el cual un área, ecosistema, hábitat, destino, sitio, o paisaje puede recibir turistas o visitantes sin llegar a un punto de declinación inaceptable o irreversible. Asimismo, a partir del concepto de desarrollo sustentable, existe la tendencia de incorporar la planificación de la actividad turística dentro del contexto social y económico del territorio receptor (Inskeep).

Otra herramienta de planificación utilizada en la protección de las áreas naturales es la Evaluación de Impacto Ambiental, aplicada para identificar impactos naturales y sociales en el medio natural o social generados por el desarrollo de actividades humanas en un área particular (Southgate). Este instrumento entrega información que debiera ser relevante para la toma de decisiones y actuaciones en diferentes niveles y ámbitos. En todo caso, la diferencia entre la evaluación de impacto ambiental y la Capacidad de Carga Turística, es que la primera no pretende determinar el máximo impacto antes de afectar el área natural sino que analiza el impacto cualitativo que causarán las modificaciones al área evaluada.

CAPACIDAD DE CARGA

"Capacidad de carga" es un concepto muy utilizado en el campo de la ecología. La palabra capacidad sugiere, en sentido literal, la posibilidad de contener o acomodar algo en un determinado espacio. Desde hace décadas, los investigadores del turismo han venido utilizándolo para referirse al número máximo de turistas que puede albergar un área de destino. Sin embargo, este concepto es mucho más complejo de lo que en un principio se podría haber pensado pues plantea numerosas controversias, tanto en su definición como en su aplicación.

A su vez, diversos estudiosos y expertos del tema han tratado de definir el concepto de capacidad de carga turística, siendo una de las más ampliamente aceptadas la sugerida por Mathieson y Wall: "el número máximo de visitantes que puede usar un espacio sin una alteración inaceptable del medio físico y sin una disminución en la calidad de la experiencia conseguida por los visitantes". En un sentido similar está la definición propuesta por Lime y Stankey la que incluye el aspecto temporal: "El tipo de uso (lo que hacen y cómo lo hacen) que se puede soportar en un período determinado sobre un área sin causar un excesivo daño tanto al medio físico como a la experiencia del visitante".

Existen además definiciones en las que se encuentra contenida la idea de que la capacidad de carga turística es dependiente de los beneficios esperados. Otros, como Tburot, se centran en los impactos en la zona de acogida: "La capacidad de carga turística es la frecuentación turística que puede admitir continuamente el sistema socioeconómico regional sin que se modifiquen:

a) en el nivel de las estructuras económicas, sin tener necesidad de llamar continuamente a las estructuras no regionales o extranjeras;

b) en el nivel de las estructuras sociales, sin modificar radicalmente los equilibrios sociales anteriores;

c) en el nivel cultural, sin modificar profundamente los sistemas de valor imperantes;

d) en el nivel medioambiental, sin modificar las grandes características ecológicas iniciales".

Sin embargo, resultan más completas las definiciones del término que hace la propia Organización Mundial del Turismo (OMT) al contemplar diversos puntos de vista: 
"El concepto de capacidad de carga trata de establecer en términos mensurables el número de visitantes y el grado de desarrollo que es susceptible de alcanzarse sin que se produzcan situaciones perjudiciales para los recursos (...)";

"Es la capacidad que se puede alcanzar sin daño físico para el medio natural y para el medio artificial, sin daño social/económico para la comunidad y para la cultura locales o sin perjudicar el justo equilibrio entre desarrollo y conservación (En términos estadísticos, es el número de visitantes que pueden darse en un lugar a cualquier hora punta o durante un año sin que resulte en una pérdida de atracción o en daños para el medio ambiente..."

"Se puede decir, en términos generales, que existe una saturación o un sobrepaso de la capacidad de carga cuando los movimientos de las personas, nacionales o internacionales, excede temporalmente el nivel aceptable por el medio ambiente físico y humano de la zona de acogida o destino".

En todo caso, gran parte de los autores que han investigado esta materia han señalado que no se debe considerar una sola capacidad de carga turística, sino varias. En esa línea, Watson y Kopachevsky, en una completa síntesis, distinguen cinco tipos de capacidad de carga:

a) Ecológica-medioambiental: donde "el nivel de desarrollo turístico o actividad recreacional más allá del cual el medio ambiente que hemos conocido se degrada o se ve comprometido" y, por lo tanto, afecta al aire, el suelo, la vegetación y fauna, el agua, y todos los demás elementos físicos que componen un ecosistema.

b) Física: que se refiere a la capacidad espacial de un lugar y de sus infraestructuras para acoger las actividades turísticas. La cantidad de espacio disponible es inalterable, sólo se puede mejorar su utilización mediante un aprovechamiento más racional del mismo.

c) Socio-perceptual: hace referencia al nivel de tolerancia de las poblaciones de acogida hacia la presencia y comportamiento de los turistas y los impactos culturales.

d) Económica: es la capacidad para absorber funciones turísticas sin que se excluyan otras actividades que se consideran de interés. El tema económico es uno de los principales argumentos contra la noción de capacidad y la imposición de límites. Los estudios de costo-beneficio tienden a suprimir cualquier límite a la actividad turística, incluso asumiendo la existencia de un costo. El problema es determinar un balance óptimo entre las ventajas e inconvenientes que implica una actividad de ese tipo a la capacidad óptima a la que hacíamos mención antes. Desgraciadamente, se impone a menudo la estrategia del máximo beneficio a corto plazo sin pensar en el futuro.

e) Psicológica: La capacidad de carga psicológica es estrictamente experiencial. Sólo los turistas mismos pueden determinar si han logrado una satisfacción personal en sus vacaciones en función de muchos factores como la actitud percibida de la población local, el grado de saturación del destino turístico, la calidad medioambiental, etc.

LA METODOLOGÍA

Es por la importancia que tiene establecer la capacidad de carga que las áreas silvestres protegidas pueden soportar, que el manejo de visitantes a un área protegida debe ser rigurosamente planificado para alcanzar los objetivos de conservación por los cuales fue creada, de manera de lograr que los visitantes tengan una experiencia de calidad y puedan satisfacer sus expectativas.

La capacidad de carga turística representa el máximo nivel de uso por visitantes que un área determinada puede sostener y se puede definir como la capacidad que posee un ecosistema para mantener organismos mientras mantiene su productividad, adaptabilidad y capacidad de regeneración. Representa, además, un límite de la actividad humana que si es excedido provoca el deterioro del recurso natural (Ceballos- Lascuráin) y un tipo específico de capacidad de carga ambiental que se refiere a la capacidad biofísica y social del entorno respecto de la actividad turística y su desarrollo (Wolters).

Existen diversas metodologías para regular el manejo de visitantes en áreas protegidas. Se destacan el "Visitor Impact Management", VIM (Loomis y Graefe), "Límites de Cambio Aceptable", LCA (Stankey et al.), y "Capacidad de Carga Turística", CCT (Cifuentes).

El cálculo de la capacidad de carga turística se debe hacer a través de un proceso complejo en el que se deben considerar una serie de factores físicos, ecológicos, económicos, sociales y culturales (Moore) y su determinación constituye una aproximación cierta a la intensidad de uso de las áreas silvestres protegidas destinadas al uso público, lo que sustenta y requiere decisiones de manejo.

EL CASO CHILENO

La estrategia turística desarrollada por el Estado promociona al país en los mercados turísticos internacionales bajo el lema "Chile Naturaleza que Conmueve", lo que manifiesta la intención de transformar al país en un destino reconocido por sus riquezas naturales, destacando las áreas protegidas públicas y privadas como principales ejes de la actividad ecoturística. Estas áreas son, asimismo, la herramienta central con que cuenta el país para la conservación de su biodiversidad (Sepúlveda, Lazo)
Chile es considerado un importante destino turístico dentro de América Latina, tanto en relación al turismo tradicional como al de naturaleza o ecológico. Esto ha significado en años recientes la diversificación y expansión de la demanda turística. Hace ya una década, una quinta parte de los visitantes totales que llegaban al país buscaban una experiencia relacionada al ecoturismo {Rivas y Villarroel). Al presente, el turismo es una de las principales fuentes de ingreso extranjero para el país, con destinos turísticos reconocidos internacionalmente (Pauchard y Villarroel).

El turismo de naturaleza en Chile alcanzó, según cifras de la Conaf, un crecimiento de cerca de un 75% en la última década. Durante el 2007, se registraron 1.667.873 visitas a territorios del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado (SNASPE), superando en un 12% la del año anterior. La distribución de los visitantes a las distintas áreas del SNASPE se ha mantenido a través de los años, siendo la antigua Región de Los Lagos, hoy sub.-dividida en Región de los Lagos y Región de los Ríos, la que concentra el mayor porcentaje de visitas con el 43% del total. Chile tiene actualmente 32 Parques Nacionales, 48 Reservas Nacionales y 15 Monumentos Naturales, que cubren una superficie total aproximada de 14 millones de hectáreas, equivalentes al 19% del territorio nacional.

CONCLUSIONES

Desde el punto de vista de la práctica del turismo en las áreas protegidas ésta puede beneficiarse de una serie de fortalezas que la distingue del modo en que se produce en los ámbitos territoriales no protegidos, en consonancia con el principio de sostenibilidad en materia turística expresado por la Organización Mundial del Turismo y el Programa de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente: "El turismo sostenible sólo puede tener lugar si se establecen capacidades de carga para los destinos turísticos clave y después se respetan esas capacidades de forma rigurosa mediante un sistema de planificación eficaz y llevando a cabo revisiones del funcionamiento. Estos estudios y normativas constituirán la piedra angular de los planes y estrategias turísticas locales a largo plazo...".

Así las conceptualizaciones y definiciones jurídicas de las categorías de protección ambiental se constituyen en una guía para la optimización física y funcional del territorio frente al proceso de turistización de las áreas silvestres protegidas, en la medida en que fijan lo que podríamos definir como un "umbral de resistencia del medio al uso turístico" en función de un "esquema de tolerancia" de parte o la totalidad de las mismas. Su amplitud queda definida por dos elementos: los "límites máximos de tolerancia" -o de cambio aceptable- relativos a los usuarios y equipamientos requeridos, y por otro, un "óptimo recreacional", que supone el punto para cuyo valor medio dicho ámbito territorial resulta más eficiente, por cuanto no se produce una saturación y, por tanto, no hay una degradación de su calidad ambiental, ni del grado de satisfacción de la propia práctica turística.

En síntesis, los modelos de gestión ambiental y territorial contribuyen a un más eficiente uso turístico de las áreas protegidas a través de una adecuada planificación y manejo del territorio, así como a la implementación de una forma de protección cuya eficacia y viabilidad no puede fundarse en "cercas y multas"20, sino en la integración y compatibilidad de los planteamientos utilitaristas y los dirigidos a la protección de los recursos naturales.

Por lo anterior, venimos a proponer el siguiente,
Proyecto de Ley
Artículo único: en la Ley 18.362, que crea el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, en el Artículo 2° agréguese un nuevo inciso:

"Capacidad de carga turística; se refiere al número máximo de visitantes, que un área silvestre protegida donde se practique el ecoturismo puede soportar, de acuerdo a la tolerancia del ecosistema y al uso de sus componentes, de manera que no rebase su capacidad de recuperarse en el corto plazo, sin disminuir la satisfacción del visitante o se ejerza un impacto adverso sobre la sociedad, la economía o la cultura de un área”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- 
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR CHAHUÁN, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE AUTORIZA DESCUENTOS DE REMUNERACIONES DESTINADAS A COOPERATIVAS

(6991-13)

Honorable Senado:

El Decreto con Fuerza de Ley Nº 5 del Ministerio de Economía, publicado el 17 de Febrero de 2004, que contiene el texto que regula las cooperativas, establece en su artículo 1° que las cooperativas son asociaciones que de conformidad con el principio de ayuda mutua tienen por objeto mejorar las condiciones de vida de sus socios.

De acuerdo al artículo 3° de este texto legal, puede haber cooperativas de objeto único, como las de vivienda abierta y las de ahorro y crédito.

De conformidad al artículo 54 de este mismo cuerpo normativo, se permite que los descuentos voluntarios que se autorizan en el artículo 58 del Código del Trabajo se puedan incrementar hasta en un 25 %, cuando los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de consumo o de ahorro y crédito, de las que el trabajador sea socio.

Al tenor de lo establecido en esta disposición, tal autorización solo es permitida para personas que formen parte de la fuerza laboral activa, no pudiendo extenderse a los pensionados, cualquiera sea su régimen previsional, lo que resulta una discriminación, toda vez que la mayor parte de los jubilados siguen perteneciendo a cooperativas, gozando de sus respectivos beneficios, y por el solo ministerio de lo dispuesto en esta ley, no se les puede efectuar los descuentos pertinentes desde sus correspondientes emolumentos.

Entonces, resulta procedente, en nuestra opinión, hacer extensiva la autorización prevista en el artículo 54 ya citado, tanto a los trabajadores en servicio activo, sean del sector público o privado, como a las personas que se encuentren pensionadas, cualesquiera sea su régimen previsional.

De esta forma, quedaría a su vez, derogada tácitamente, la facultad que se contiene en el artículo único de la Ley Nº 18.108, que faculta a los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas y al General Director de Carabineros, en sus respectivas instituciones, para fijar y modificar los montos máximos de descuentos en las planillas de pago del personal, a favor de cooperativas de consumo o de vivienda mutuales, excluyendo a las de ahorro y crédito, como la facultad similar que se otorga a las autoridades de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros.

En mérito a lo expuesto, venimos en someter a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

Proyecto de Ley
Artículo único: Modificase el artículo 54 del Decreto con Fuerza de la Ley N° 5, de 2004, que contiene la Ley de Cooperativas, intercalándose entre la palabra

"trabajador" y la expresión "sea socio", la siguiente frase:

"sea del sector público o privado, o pensionado de cualquier régimen Previsional".
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- 
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO Y ROSSI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE INCLUYE EN LA PROMULGACIÓN DE LAS LEYES A PRESIDENTES DEL SENADO Y DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

(6993-07)

Honorable Senado:

I. Presidencialismo
Se denomina presidencialismo o sistema presidencial a aquella forma de gobierno en el que, constituida una República, la Constitución establece una división de poderes entre el Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y el Poder Judicial y en la que el Jefe del Estado, además de ostentar la representación formal del país, es también parte activa del poder ejecutivo, bien en calidad igual al de Primer Ministro o Presidente del Gobierno, ejerciendo entonces una doble función, bien porque se reserva facultades propias del Gobierno. La república democrática presidencialista más conocida en la historia contemporánea es Estados Unidos.
En el presidencialismo, la separación de poderes es más bien rígida o tajante. En este caso, no existen mecanismos de control entre los poderes del Estado, mecanismos que podrían llamarse "clásicos" o "directos", ni tampoco mecanismos de revocatoria mutua de los mandatos obtenidos: En síntesis, allí los organismos del Estado están condenados a vivir juntos en el sistema. Es por ello que dichos regímenes políticos han desarrollado mecanismos de pesos y contrapesos entre los órganos del estado, buscando así evitar que alguno de ellos adquiera una ilegítima preponderancia sobre los otros, riesgo particularmente frecuente entre los llamados poderes Ejecutivo y Legislativo.
El primer caso al cual hemos hecho referencia se da especialmente en los llamados regímenes presidenciales o de tendencia presidencial. El régimen presidencial se caracteriza en particular por:
Un Jefe de Estado que es al mismo tiempo Jefe de Gobierno, pues promulga las leyes, dirige la política interna o externa de la Nación y nombra a sus asesores prácticamente sin interferencia alguna de otro poder del Estado. Esto es a lo que la doctrina denomina Ejecutivo Monista, a diferencia del parlamentarismo o sistema parlamentario, donde el ejecutivo es dual.
Independencia entre los órganos que desempeñan las funciones ejecutivas y legislativas, que proviene inclusive de la propia elección de los mismos por el pueblo, a través del sufragio directo.
Un Órgano Legislativo, llamado Congreso, que aprueba las leyes, pero que no tiene injerencia directo en el Gobierno de la Nación. La cooperación con el Ejecutivo es muy puntual y sin implicar dependencia alguna.
Al Presidente se le considera responsable de la administración pública, del orden público, de la orientación económica y de las relaciones exteriores. Propiamente, el Presidente concentra en sí al gobierno y delega lo que juzga delegable, preside el consejo de ministros y coordina tanto al gabinete como las relaciones con el Congreso Nacional.
Este sistema es propio de los países latinoamericanos y africanos, sin embargo existen presidencialismos en los demás continentes, en el caso de Europa, el presidencialismo es casi nulo.
En el presidencialismo el Presidente nombra a los ministros como lo cree conveniente.
II. El presidencialismo en Latinoamérica
El Presidente en América Latina se ha convertido en el centro del poder político, de la integración nacional, de la orientación del Estado y de las relaciones internacionales. Al mismo tiempo ha encarnado la tradición cultural, los valores y los consensos sociales, tanto que los ensayos inclinados al parlamentarismo, no han sido exitosos.
Con motivo de la caída de los regímenes autoritarios en la década de los ochenta, se recrudeció el debate sobre la reducción del presidencialismo y la transformación al parlamentarismo europeo en varios países, especialmente en el Cono Sur.
Simétricamente, al crecimiento del Poder Ejecutivo ha correspondido un debilitamiento del Legislativo y del Judicial, lo que históricamente ha desembocado en autoritarismo. A falta de fortaleza del legislativo, que tiene legalmente un papel muy restringido, el Presidente ocupa casi todo el espectro político, mientras que la asamblea nacional fundamentalmente se limita a ser el espacio de la representación de intereses y partidos, elegidos a la proporcional, y de tramitación de las leyes.
En Chile, como veremos, sucede esto, lo que provoca que la promulgación de las leyes, acto solemne en que el Estado manifiesta públicamente que un acto del poder legislativo ha nacido a la vida del derecho, acto además utilizado por aquella autoridad para que el Ejecutivo se manifieste como principal impulsor de las leyes (muchas veces en desmedro de la labor del legislativo), sea sin participación del Senado y de la Cámara de Diputados.
III. Características
Interrelaciones entre poderes que favorecen al ejecutivo. Aunque en las constituciones la separación de poderes esté escrita, en la práctica domina el ejecutivo.
Inexistencia del federalismo, por lo que no hay separación ni equilibrio horizontal y vertical del poder. El centralismo significa superioridad del ejecutivo presidencial en todas las relaciones de poder.
Posibilidad de reelección en varios países, lo que mantendría el caudillismo tradicional, la permanencia de las élites políticas y entra baria la renovación política.
Inamovilidad política del Presidente durante su periodo de gobierno, imposible de variar porque ni el congreso puede cambiar al ejecutivo ni éste puede disolver al congreso, lo que produce parálisis institucional.
Representación únicamente de intereses y regiones en el congreso, imposibilidad de formar bancadas decisorias e indisciplina partidista. Partidos débiles, fragmentados e indisciplinados, dependientes del ejecutivo, sin jerarquización ni estructura interna.
Iniciativa presidencial predominante en la presentación de proyectos de ley y exclusivismo en ciertas materias como presupuesto e impuestos. Amplias facultades del Presidente para determinar el desarrollo económico, la política fiscal, las obras públicas, las políticas sociales, las empresas públicas y la planificación.
Irresponsabilidad política del Presidente y sus ministros ante el Parlamento (realmente no rinden cuenta a la asamblea nacional).
Dependencia exagerada del estado hacia el presidente, lo que aunado al clientelismo político produce gobiernos y burocracias ineficientes, corrupción y desajuste fiscal.
Fácil aplicación del estado de excepción por parte del Presidente, con limitaciones al Parlamento y a los derechos fundamentales.
IV. Parlamentarismo y Presidencialismo en Chile
Luego del término de la revolución contra Balmaceda, Chile vivió-entre 1891 y 1925- una etapa conocida como República Parlamentaria, en la que el predominio político del Congreso Nacional fue absoluto e indiscutido. La otra poderosa figura del Presidente de la República quedó reducida a la de un mero árbitro que buscaba componer las relaciones entre los distintos partidos políticos. En esas condiciones, fue imposible que los gobiernos que se sucedieron materializaran los proyectos que se habían propuesto, porque su gestión se vio interrumpida en forma constante por una severa crisis social, moral y política.
Desde los años previos a la revolución de 1891 y más notoriamente, desde la década de 1870, venía practicándose en Chile un parlamentarismo incipiente.
Alrededor de esa fecha, todos los grupos políticos comenzaron a conspirar contra el régimen autoritario y a exigir, cada vez con más insistencia, una mayor participación del Parlamento en la conducción del país. Las reformas fueron fortaleciendo el rol del Congreso Nacional en desmedro de la autoridad del Presidente de la República y, paulatinamente, empezó a imponerse en los hechos un sistema parlamentario de gobierno.
A fines de 1890 se llegó a un punto crucial, cuando el presidente José Manuel Balmaceda (1886-1891) se negó a seguir cediendo ante las presiones de los parlamentarios. La crisis se hizo total, y el país se vio envuelto en una guerra civil (Revolución de 1891) en la que se enfrentaron las fuerzas que respaldaban la posición del mandatario con las que apoyaban la postura del Congreso.
El resultado de esa confrontación fue el establecimiento, tras la muerte del mandatario, de un sistema de gobierno que se conoció como parlamentarismo.
Dentro de la historia nacional, este período se podría definir como una época de predominio plutocrático (ver glosario), en la que el poder Ejecutivo quedó totalmente anulado. El parlamentarismo significó el ascenso al poder de la clase adinerada, no solo de las familias tradicionales, sino también de los nuevos ricos. Todo esto generó una política de círculo, es decir, de grupo, donde lo que interesaba era, más que el bien común de la sociedad chilena, la lucha de intereses personales y familiares. Por esto los grandes centros políticos de la época fueron, no los salones de La Moneda, sino las reuniones de los personeros más importantes que había en esos tiempos. Los lugares de encuentro fueron el "salón rojo" o "salón verde" del Club de la Unión; la "casa azul", de Sanfuentes; la "cueva del oso negro", de Montt, y el Club Fernández Concha.
El abuso que el Congreso hacía del poder no solo impedía un desarrollo adecuado del trabajo presidencial, sino que también fomentaba la continua búsqueda de alianzas políticas y la práctica del cohecho. Esto último consistía en conseguir los votos del electorado mediante el dinero; es decir, los votos se compraban. Junto con el cohecho se practicó el fraude electoral, siendo común el robo de registros, la suplantación de electores y las falsificaciones de votos.
El aniquilamiento del poder Ejecutivo provocó que el Gobierno quedara absolutamente dominado por las dos cámaras del Congreso. Esto se logró mediante la interpretación de la Constitución de 1833 en un sentido ultraparlamentario. Asimismo, las clases dirigentes se empeñaron en llevar a la Presidencia de la República a personas imparciales y honestas que no representaran peligro para ningún partido político.
La promulgación de una nueva Constitución, el 18 de septiembre de 1925, puso término al parlamentarismo estableciendo el sistema presidencial de gobierno, que se caracteriza por la actuación de un poder Ejecutivo fuerte.
Este presidencialismo luchó contra las plutocracias dominantes, y provocó que el Presidente de la República fuera la figura dominante de la política nacional.
Los resabios de la Constitución de 1925 derivaron en una suerte de "monarquía presidencial", en el que las facultades regias del Presidente ahogaban cualquier atisbo de influencia.
Actualmente esto se verifica en las urgencias legislativas, por ejemplo, que marcan la pauta de trabajo y la agenda legislativa del Congreso Nacional.
Asimismo podemos ver que existen diversas cláusulas constitucionales que hacen de algunos proyectos de ley de iniciativa exclusiva del ejecutivo como aquellos que irrogan gasto público, crean funciones, cargos u organismos públicos, aquellos que digan relación con la seguridad social, con la negociación colectiva, entre otros.
Ante este panorama que anula el sistema de pesos y contrapesos, creemos que es necesario relevar la acción del Congreso Nacional. De legislador, hoy se dice en la cátedra que es un Co -legislador, hasta constatar en la realidad que es casi un "sub - legislador", pues a pesar de concurrir a la creación de las leyes, tenemos que su promulgación, que es un acto de constatación de una nueva ley, y además un acto de publicidad en el sentido mediático del término, es de participación exclusiva del Poder Ejecutivo.
Claramente, en un presidencialismo puro, sólo el Presidente concurre a la promulgación. Sin el ánimo de enfrascarnos en una discusión acerca de las bondades y defectos del presidencialismo y el parlamentarismo, creemos que es necesario dar la señal de que el Congreso también participa de la creación de las leyes. Hay parlamentarios que han propuesto leyes, y que han conseguido su aprobación, pero no son siquiera invitados a la promulgación de las mismas.
La fortaleza del Presidente también se apoya en la debilidad del Congreso, proveniente no sólo de la Constitución de Pinochet, sino también de su práctica política. Para disminuir la autoridad del Ejecutivo y así conseguir un mejor equilibrio de poderes, se debe fortalecer al Legislativo, lo cual implica cambios institucionales y en el trabajo de los parlamentarios. Debe tomar decisiones organizativas que implican alterar su funcionamiento, entre lo que destaca alcanzar una mayor profesionalización del trabajo parlamentario.
En primer lugar, la ubicación en Valparaíso favorece al Ejecutivo, que puede trabajar lejos del control de los parlamentarios. El Congreso debe volver a Santiago ahora. En segundo lugar, el Congreso no dispone de los recursos humanos para realizar un adecuado trabajo legislativo, ya que carece de personal profesional para ello. Por ejemplo, la oficina de informaciones de cada Cámara cuenta con reducido personal y cada comisión dispone de un secretario, sobrecargado de trabajo, pues puede pertenecer a más de una. Un Legislativo fuerte requiere tener asesores de planta que ayuden a los legisladores.
En tercer lugar, la labor de fiscalización que hace la Cámara de Diputados se practica a través de los medios de comunicación, muchas veces con acusaciones sin fundamentos. El empleo de la TV daña los mecanismos institucionales, pues las comisiones investigadoras aparecen lentas e ineficientes.
En cuarto lugar, se está produciendo una asimetría entre un Senado cada vez más poderoso, que recibe nuevas facultades -por ejemplo, desde la reforma judicial interviene en la designación de ministros de la Corte Suprema y del Fiscal Nacional-, mientras la Cámara Baja queda estancada en su autoridad. El Senado ha tenido una mejor política para fortalecer su rol en el sistema político y una de las medidas adoptadas ha sido dar estabilidad a su liderazgo, con presidentes que han permanecido varios años en el cargo. En los 14 primeros años de la nueva democracia, sólo tuvo cuatro presidentes, Gabriel Valdés (PDC), Sergio Diez (RN), Sergio Romero (RN) y Andrés Zaldívar (PDC), mientras que la Cámara ha tenido 10 presidentes y, desde el 2001, cada presidente permanecerá sólo un año por un acuerdo de la Concertación.
Esta asimetría plantea la pregunta de examinar críticamente las ventajas de continuar con el bicameralismo y avanzar hacia un Parlamento unicameral. Este podría ejercer mejor las múltiples funciones que corresponden al Congreso, que son legislativas, control del Ejecutivo, nombramiento de autoridades y apoyo a la legitimación de la democracia. El perfeccionamiento del presidencialismo requiere cambios institucionales y, en la práctica, del Poder Legislativo.
V. La promulgación de las leyes como trámite constitucional de formación de la ley.
La promulgación es un acto formal y solemne, realizado por el Jefe de Estado, a través del cual se atestigua la existencia de una ley, a la vez que ordena cumplirla y hacerla cumplir, dándole a la misma fuerza ejecutiva y carácter imperativo. En otras palabras la promulgación es el acto por el cual el presidente premune de obligatoriedad a la ley. Sin embargo, la fuerza obligatoria, desde la óptica del Artículo 1 del Código Civil, viene dada por la voluntad soberana, cuyos representantes directos componen el Congreso nacional, dichas autoridades que al igual que el presidente, son elegidos por votación directa, y por consiguiente todos deben comparecer al acto de promulgación, pues ambos poderes del estado han colaborado y participado activamente durante el proceso constitucional de formación de la ley que es en último término la manifestación de la voluntad soberana, que según el propio artículo 5 de la Constitución Política de la República, recae en la nación y cuyo ejercicio corresponde al pueblo mediante las elecciones populares.
Asegurar la presencia del Congreso Nacional en la promulgación de las leyes es relevar su importante labor, y no se trata sólo de dotarlo de la dignidad que merece, y resaltar la imprescindible labor para el engrandecimiento de la patria, sino que reconocer simbólicamente su participación, en conjunto con el Presidente de la República, -autoridades elegidas por votación popular- en el acto que dota a la ley de fuerza vinculante, y que la hace coercible.
El Código Civil en su artículo sexto que: "la ley no obliga sino una vez promulgada en conformidad a la constitución política del Estado..."
Es la Carta Fundamental en su Artículo 75 inciso segundo la que establece los mínimos requisitos que debe cumplir la promulgación, señalando que "... deberá hacerse siempre dentro del plazo de diez días, contados desde que ella sea procedente." Por tanto, no establece otra formalidad se haga dentro de aquel término de 10 días, es por ello que nada obsta que puedan existir otras solemnidades para el acto de la promulgación.
Así, nada obstaría a que la promulgación pudiera estar sujeta a otras formalidades o requisitos. La Constitución de 1818 y 1822, así lo entendieron. La primera señalaba, artículo 6°, que en el caso de aprobación de una ley, ésta debía publicarse inmediatamente, conteniendo la siguiente leyenda "El Excmo. Director Supremo del Estado de Chile, de acuerdo con el Excmo. Senado". Por su parte, la Constitución de 1822 señalaba, artículo 60°, que el Poder Ejecutivo debía publicar la ley con la siguiente formula "El Director Supremo del Estado de Chile, etc.: Hago saber: que todos deben obedecer y cumplir el decreto siguiente: (Aquí la ley)" y concluirá: "Publíquese, imprímase y circúlese"
El Congreso Nacional, compuesto por la Cámara de Diputados y el Senado, debe tener el reconocimiento que le corresponde en la formación de las leyes. Es en el Congreso Nacional donde se discute y se aprueba la creación de una nueva ley. Sin embargo, y a pesar de este rol protagónico, en la promulgación de una nueva ley, sólo participa el Presidente de la República.
Esta situación es aún más grave tratándose de proyectos iniciados por mociones; sus autores no participan del acto público promulgatorio ni son mencionados en éste como autores, desconociendo la ciudadanía el papel que han tenido en la génesis de la iniciativa que se promulga como integrantes de uno de los cuerpos colegisladores, como es el Congreso Nacional.
PROYECTO DE LEY
Agréguese al artículo 72 de la Constitución Política de República el siguiente inciso 2: "Al acto de promulgación concurrirán también, con sus respectivas firmas, los Presidentes de las Cámaras que conforman el Congreso Nacional."
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH, BIANCHI, CANTERO, CHAHUÁN, GÓMEZ, LAGOS, MUÑOZ ABURTO, ORPIS, ROSSI Y WALKER (DON PATRICIO), CON EL QUE PROPONEN LA CREACIÓN DE UNA COMISIÓN ESPECIAL DE ZONAS EXTREMAS 

(S 1255-12)

Honorable Senado:

Las Zonas Extremas del país están conformadas por las regiones de Arica y Parinacota, Aysén, Magallanes, parte de Tarapacá y las provincias de Palena, Chiloé, e Isla de Pascua que conforman 340.724 Km2 es decir 45,6% la superficie de Chile. Vive en ella el 5,8% de la población.
Un reciente estudio de la Biblioteca del Congreso Nacional señala los distintos informes socioeconómicos a nivel de comunas que configuran estos también denominados territorios especiales. En 1999 la SUBDERE con la Universidad Católica, de 302 comunas (88,3%) define 74 como de aislamiento relativo y 25 como críticos. El 2002 el PNUD y la PUCV identifican 39 comunas como territorios especiales, el mismo año la SUBDERE califica territorios extremos y aislados en comunas con déficit estratégicos, en cuanto a atención de servicios. El Comité Interministerial de Zonas Extremas y Especiales CIDEZE, publica un informe para el período 1994 - 2005 y entrega criterios políticos, económicos y geográficos y en el año 2005, el Banco Mundial realiza un informe relativo a los efectos de las políticas de excepción, haciendo un análisis de estas leyes, recomendando políticas específicas para cada región que resuelvan sus cuellos de botellas sociales y económicos.
El año 2007 el CIDEZE hace un nuevo informe y el 2008 la SUBDERE mantiene con nuevos fundamentos y cambios de nombres, las condiciones de las zonas extremas.
En la Cámara de Diputados, con motivo de las Leyes Especiales para las Zonas Extremas, se comenzó a configurar desde 1992 una Comisión Especial con los parlamentarios que representan estas zonas. A partir del año 2007 la Cámara de Diputados constituyó una Comisión Permanente de las Zonas Extremas, a fin de contribuir a definir políticas y tratar leyes especiales para estas zonas, entre las que se pueden mencionar:
El Decreto Ley Nº 3.529 de 1980 creó el Fondo de Fomento y Desarrollo para las regiones de Tarapacá, Aysén y Magallanes, y las provincias de Chiloé y Palena, con el fin de bonificar las inversiones de los pequeños y medianos empresarios.
Decreto con Fuerza de Ley Nº 15, de 1981 que Crea el Fondo de Fomento y Desarrollo de Regiones Extremas.
Ley Nº 19.853, de 2003. Bonificación a la mano de obra en las regiones de Arica, Aysén y Magallanes y en las provincias de Chiloé y Palena.
Ley Nº 19.946, de 2004, que establece nuevo tratamiento tributario para la bonificación a la contratación de mano de obra que se establece en la Ley 19.853.
Ley Nº 20.320, de 2008. prorroga los incentivos para el desarrollo de las regiones de Aysén y Magallanes y la Provincia de Palena.
Ley Nº 19.606 de 1999 (Ley Austral I), que establece incentivos tendientes a estimular el desarrollo económico de las Regiones de Aysén y de Magallanes y de la Provincia de Palena, destacándose dentro de ellos el establecimiento de un crédito tributario por inversiones efectuadas en dichas localidades.
Ley Nº 19.946 de 2004 (Ley Austral II). Modifica la Ley Austral en materia de Crédito Tributario y establece la ampliación de la Zona Franca de Extensión de Punta Arenas a la Región de Aysén.
Muchas de estas leyes y normativas se encuentran próximas a vencer, algunas de ellas requieren de evaluación oportuna, con la anticipación que se requiere para poner en actividad los potenciales de desarrollo de estas áreas, a fin de que el país pueda recuperar con creces lo invertido en estas regiones y desarrollarse en forma armónica.
Por lo anterior venimos en proponer la siguiente
Moción

Según el Reglamento del Senado
CRÉASE LA COMISIÓN ESPECIAL DE ZONAS EXTREMAS
"Créase, de acuerdo al Artículo 28 del Reglamento del Senado, la Comisión Especial de Zonas Extremas, integrada por los senadores que representan las circunscripciones correspondientes a las siguientes zonas del país: regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Aysén y Magallanes, y provincias de Isla de Pascua, Chiloé y Patena."
(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Jaime Orpis Bouchón, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador
pog/ogv


S.39ª





pog/megs


S.39ª




















_924333119

